
  

Acta Sesión Ordinaria 44-2026 
 

21 de Julio del 2026 
 
Acta de la Sesión Ordinaria N° 44-2026 celebrada por el Concejo Municipal de Belén, a las 
dieciocho horas del veintiuno de julio del dos mil veintiséis, en la Sala de Sesiones Guillermo 
Villegas de la Municipalidad de Belén, en el Distrito San Antonio. PARTICIPANTES 
PERMANENTES PRESENTES:  REGIDORES PROPIETARIOS:  Gilberth González González  
– Presidente.   Teresita Venegas Murillo - Vicepresidenta.  María Lourdes Villalobos Morera.  
Ulises Araya Chaves.  Ana Betty Valenciano Moscoso.  REGIDORES SUPLENTES:  Ana Yensy 
Ramírez Arrieta.  José Pablo Delgado Morales.  Sigifredo Villegas Villalobos.  Marita Arguedas 
Carvajal.  Francina Quesada Ávila.  SINDICOS PROPIETARIOS:  Luis Adolfo González 
Zumbado.  Margot Montero Castillo.  Bernal González Delgado.  SINDICOS SUPLENTES:  
Alejandra Solano Soto.  Leovigildo Chaves Mora.  Isabel González Rodríguez.  ALCALDESA 
MUNICIPAL:  Zeneida Chaves Fernández.  SECRETARÍA DEL CONCEJO MUNICIPAL:  Ana 
Patricia Murillo Delgado.         
 

CAPÍTULO I 
 

PRESENTACIÓN DEL ORDEN DEL DÍA 
 

ORDEN DEL DÍA 
 

I) PRESENTACIÓN DEL ORDEN DEL DÍA. 
 
II) REVISIÓN Y APROBACIÓN DE LAS ACTAS 42-2026 Y 43-2026. 

 
III) ATENCION AL PÚBLICO. 
 
IV) ASUNTOS DE TRÁMITE URGENTE A JUICIO DE LA PRESIDENCIA MUNICIPAL. 

 
1. Se conoce Resolución de las 9 horas con 25 minutos del 07 de julio de 2026 de la Sala 

Constitucional. 
 

2. Pésame por el fallecimiento del señor Ramon de la Trinidad Carmona Gonzalez. 
 

3. Pésame por el fallecimiento del señor Juan Manuel Murillo Sanchez. 
 

4. Acuerdos de la Auditoría Interna. 
 
V) INFORMES DE LA ALCALDÍA Y CONSULTAS A LA ALCALDÍA. 
 
VI) INFORME DE COMISIONES MUNICIPALES Y LOS CONCEJOS DE DISTRITOS. 
 
VII) INFORME DEL ASESOR DEL CONCEJO MUNICIPAL.  
 
LECTURA, EXAMEN Y TRAMITACIÓN DE LA CORRESPONDENCIA. 



  

 

CAPÍTULO II 
 

REVISIÓN Y APROBACIÓN DE ACTAS 
 

ARTÍCULO 1.  El Presidente Municipal somete a aprobación el Acta de la Sesión Ordinaria 
N°42-2026, celebrada el 14 de Julio del año dos mil veintiséis. 
  
SE ACUERDA CON CUATRO VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Gilberth Gonzalez, 
Teresita Venegas, Lourdes Villalobos, Aba Betty Valenciano:  Aprobar el Acta de la Sesión 
Ordinaria N°42-2026, celebrada el 14 de Julio del año dos mil veintiséis. 
 
ARTÍCULO 2.  El Presidente Municipal somete a aprobación el Acta de la Sesión Extraordinaria 
N°43-2026, celebrada el 16 de Julio del año dos mil veintiséis. 
  
SE ACUERDA CON CUATRO VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Gilberth Gonzalez, 
Teresita Venegas, Lourdes Villalobos, Aba Betty Valenciano:  Aprobar el Acta de la Sesión 
Extraordinaria N°43-2026, celebrada el 16 de Julio del año dos mil veintiséis. 
 

CAPÍTULO III 
 

ASUNTOS DE TRÁMITE URGENTE A JUICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL 
 

El Presidente Municipal Gilberth González, plantea los siguientes asuntos: 
 

ARTÍCULO 3.  Se conoce Resolución de las 9 horas con 25 minutos del 07 de julio de 2026 de 
la Sala Constitucional. 
 
Parte del proceso:  Alcalde de la Municipalidad de Belen, Carlos Andres Seas Rodriguez, 
Contralor Ambiental de la Municipalidad de Belen, Presidente del Concejo Municipal de la 
Municipalidad de Belen, Victor Julio Gonzalez Cordero. 
 

Por tanto: 
 

Se acoge la gestión formulada.  Se le reitera a Zeneida Chaves Fernandez y Esteban Avila 
Fuentes, por su orden, Alcaldesa y Contralor Ambiental, ambos de la Municipalidad de Belen, o 
a quienes ocupen esos cargos, el cumplimiento inmediato de lo ordenado en la Sentencia 
No.202600234 de las 9:30 horas del 20 de febrero de 2026.  Se advierte a los recurridos, que 
según el Articulo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se impondrá prisión de 3 meses 
a 2 años, o de 20 a 60 días multa, a quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, 
dictada en un Recurso de Amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito 
no este mas gravemente penado.  Notifíquese este pronunciamiento a Zeneida Chaves 
Fernandez, Gilberth Gonzalez y Esteban Avila Fuentes, por su orden, Alcaldesa, Presidente del 
Concejo y Contralor Ambiental, todas de la Municipalidad de Belen, o a quienes en su lugar 
ocupen esos cargos, en forma personal.  



  

 
Considerando:  
 
1. Revelación con el expediente que se tramita en la sala constitucional, bajo el número 26-
000385-0007-CO se ha dictado la Resolución de las nueve horas veinticinco minutos del siete 
de julio de dos mil veintiséis. 
 
2. Qué esta resolución se dicta en razón de Gestión posterior planteada por CARLOS ANDRÉS 
SEAS RODRÍGUEZ, cédula de identidad 0118320736, a su favor y el de VÍCTOR JULIO 
GONZÁLEZ CORDERO, cédula de identidad 0203940649, en relación con la 
sentencia nro. 2026006234 de las 9:30 horas del 20 de febrero de 2026. 
 
3. La resolución hace referencia al incumplimiento de lo ordenado por la Sala Constitucional en 
la sentencia n.° 2026006234, de las 9:30 horas del 20 de febrero de 2026.  
 
4. Que la Sala acogió la gestión de incumplimiento, reiteró el cumplimiento inmediato de lo 
ordenado y apercibió a la Alcaldesa, al Contralor Ambiental y al Presidente del Concejo 
Municipal que, de persistir el incumplimiento, podrían testimoniarse piezas ante el Ministerio 
Público, conforme a lo dispuesto en el artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. 
 
El Regidor Propietario Ulises Araya, solicita que y agradecerles de antemano las palabras que 
me dirigieron con motivo a mi operación de la semana pasada.  Nada más quería consultar 
acerca de si esto va a ser dirigido a la Administración o a un departamento en específico. 
 
El Presidente Municipal Gilberth Gonzalez, especifica que a la Unidad de Ambiente, que es el 
que debe responder. 
 
El Regidor Propietario Ulises Araya, pide que yo quería señalar que el tema de las descargas 
ilegales que tiene esa quebrada del yurro no compete únicamente a la Unidad de Ambiente, 
compete a la Unidad de Alcantarillado Sanitario, porque es la que tiene que detectar quién y 
quiénes o cuántos están haciendo las descargas. Creo que sería más prudente porque se está 
enfocando sólo en la Unidad Ambiental y creo que es más integral en el tema del abordaje de 
por qué se permitió a todos estos años que se hicieran esas descargas ilegales en el yurro que 
atraviesa la zona de protección de la humedad de La Ribera. 
 
La Regidora Suplente Marita Arguedas, comunica que yo quiero referirme en una forma muy 
puntual, porque como que hay confusión de muchas personas en relación a este tema. Lo que 
tenemos que tener claro es que hay un humedal que está en la quebrada del yurro y toda esa 
es una zona de protección, lo que hay bien claro y bien definido, que es lo que tenemos que 
tener, el yurro está contaminado, yo lo que solicito a los Regidores, compañeros y a la 
administración es que se aboquen a dar atención a un tema que no es un tema reciente, sino 
que tiene muchos años y que la Municipalidad no le ha brindado la atención que requiere. Me 
parece que es un tema de responsabilidad por estar muy vinculado con el tema de la salud y 
las gestiones que sean necesarias realizar para que se atienda de forma correcta por los 



  

departamentos que sea necesario que tengan que participar en la solución de la atención a la 
problemática identificada. 
 
El Regidor Suplente Sigifredo Villegas, apunta que quisiera, les acabo de compartir ahí en el 
chat del Concejo Municipal que precisamente hoy por la mañana estuve ahí en esa quebrada 
del yurro. Ahí les comparto 2 fotografías del desfogue, lo que es la tubería, cuando entra ya a lo 
que es la tierra, probablemente al cañón que tiene esa quebrada para que se aprecien el alto 
grado de contaminación que tiene.  Así que todo lo de la Sala Constitucional tiene un fondo y 
un sentido y lo que los vecinos reclamaban hay todo un fondo ambiental. 
 
El Regidor Propietario Ulises Araya, estipula que muy breve. Para finalizar, Gil, de parte de mía, 
diría que nuestra, toda la solidaridad, porque si bien a usted lo condenan como Presidente del 
Concejo, lo cierto es que el Concejo Municipal ha tomado acuerdos numerosos para efectos de 
que la administración resuelva, que le toque a la administración y el Concejo, ha hecho en todo 
esto lo que puede, que es solicitar que se ponga derecho la situación de esa quebrada. 
 
ACUERDO 3.  SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVAMENTE 
APROBADO:  En virtud de lo anterior, este Concejo solicita de manera inmediata se dé 
cumplimiento a la orden de la Sala Constitucional relacionada con el expediente referido y 
proceda a presentarse un informe técnico y jurídico que:  1. Detalle todas las actuaciones 
realizadas en cumplimiento de la sentencia n.° 2026006234, de las 9:30 horas del 20 de febrero 
de 2026.  2. Explique las razones por las cuales la Sala Constitucional consideró insuficiente el 
cumplimiento efectuado.  3. Determine las acciones inmediatas, concretas y verificables que 
deberán ejecutarse para dar cumplimiento integral a lo ordenado por la Sala Constitucional.  4. 
Incorpore un cronograma con responsables, plazos y mecanismos de seguimiento para 
garantizar el cumplimiento inmediato de la sentencia.  Dicho informe deberá ser presentado a 
este Despacho en un plazo improrrogable de tres días hábiles para ser conocido en la sesión 
del 28 de julio de 2026 

 
ARTÍCULO 4.  Pésame por el fallecimiento del señor Ramon de la Trinidad Carmona Gonzalez. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  El Concejo Municipal lamenta profundamente el 
fallecimiento de:  
 

RAMON DE LA TRINIDAD CARMONA GONZALEZ  
Abuelo de la Asesora de la Alcaldía Melissa Hidalgo  

 

Nos unimos al dolor que embarga a su estimable familia y a sus seres queridos, así mismo 
hacemos llegar nuestro sentimiento de solidaridad. Que el Señor Dios Todopoderoso, les 

otorgue fortaleza y paz en estos momentos difíciles. 
 

“Nos unimos a su dolor con cariño, respeto y solidaridad, deseando que el amor de quienes 
les rodean les brinde alivio y calma en este difícil momento”. 

 
ARTÍCULO 5.  Pésame por el fallecimiento del señor Juan Manuel Murillo Sanchez. 



  

 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  El Concejo Municipal lamenta profundamente el 
fallecimiento de:  
 

JUAN MANUEL MURILLO SANCHEZ 
Hermano del Ex Regidor Juan Carlos Murillo 

 

Nos unimos al dolor que embarga a su estimable familia y a sus seres queridos, así mismo 
hacemos llegar nuestro sentimiento de solidaridad. Que el Señor Dios Todopoderoso, les 

otorgue fortaleza y paz en estos momentos difíciles. 
 

“Se podrá haber escapado de nuestra vista, pero jamás de nuestros corazones”. 
 
ARTÍCULO 6.  Pésame por el fallecimiento del señor Mario Eduardo Arrieta Villalobos. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  El Concejo Municipal lamenta profundamente el 
fallecimiento de:  
 

MARIO EDUARDO ARRIETA VILLALOBOS  
Vecino del Cantón  

 

Nos unimos al dolor que embarga a su estimable familia y a sus seres queridos, así mismo 
hacemos llegar nuestro sentimiento de solidaridad. Que el Señor Dios Todopoderoso, les 

otorgue fortaleza y paz en estos momentos difíciles. 
 

“Señor guía sus pasos a tu encuentro.  Brinda a su alma el descanso eterno”. 
 
ARTÍCULO 7.  Acuerdos de la Auditoría Interna. 
 

INF-AI-
02-2022 

 1. Documentación respaldo de acciones 
implementadas 
  
De acuerdo con la revisión efectuada, se determinó 
que, de las recomendaciones emitidas al 31 de 
diciembre de 2021, ninguna presenta 
documentación en la herramienta Síguelo. 
  
Por lo anterior, ese Órgano debe realizar las 
acciones útiles y necesarias para la atención de 
cada una de las recomendaciones emitidas por la 
Auditoría. Además, documentarlo e incluirlo en la 
herramienta Síguelo, para realizar el debido 
seguimiento y evaluación del estado 
correspondiente por parte de esta Unidad de 
Fiscalización 

Se Elabora Plan de Acción, con 
fechas, actividades y responsables 
de la implementación, mismo que 
se estará subiendo en el segundo 
semestre del 2026 



  

INF-AI-
02-2022 

 Adicionalmente, se debe definir los responsables 
de la carga de información, con el objetivo de que 
la herramienta sea alimentada cada vez que se 
generan acciones para el cumplimiento de las 
recomendaciones asociadas al Concejo Municipal. 

Se Elabora Plan de Acción, con 
fechas, actividades y responsables 
de la implementación, mismo que 
se estará subiendo en el segundo 
semestre del 2026 

INF-AI-
02-2022 

 2. Fecha de cumplimiento de recomendaciones  
 
De acuerdo con la revisión realizada, se determinó 
que ninguna recomendación presenta fecha de 
cumplimiento por lo que no hay un límite 
establecido y un horizonte real para la atención de 
estas. 
  
Por lo anterior, se debe definir para cada 
recomendación que ha emitido la Auditoría, y a 
futuro para cada una de las recomendaciones, el 
responsable y la fecha prevista de implementación 
mediante un plan de acción general, que le permita 
tener el control y un adecuado seguimiento de cada 
recomendación, y a su vez con ello se contribuya 
al fortalecimiento del control interno institucional. 

Se Elabora Plan de Acción, con 
fechas, actividades y responsables 
de la implementación, mismo que 
se estará subiendo en el segundo 
semestre del 2026 

INF-AI-
03-2022 

 24. Definir en el menor tiempo posible, lo 
concerniente con la Unidad de Control Interno y el 
puesto de Asesor de Control Interno, así como las 
funciones de estas, con el fin de alinearlo con lo 
estipulado en el Reglamento de Control Interno, de 
forma tal que se fortalezca el Sistema de Control 
Interno y SEVRI a nivel institucional. 

Solicitar una sesión de trabajo con 
la administración para validar las 
funciones definidas en el nuevo 
Manual de Puestos de la 
Municipalidad de Belén para el 
puesto de Asesor de Control 
Interno, de manera que se 
determine si estas se ajustan a los 
requerimientos del Reglamento de 
Control Interno y la priorización en 
el seguimiento de las Matrices de 
Riesgos y Autoevaluación de 
Control Interno, que por ley se 
elaboran anualmente. 



  

INF-AI-
08-2023 

1. Documentación respaldo de acciones 
implementadas. 
  
El Concejo Municipal debe implementar acciones 
que le permitan atender de forma oportuna cada 
una de las recomendaciones emitidas por la 
Auditoría. Además, documentarlo e incluirlo en la 
herramienta Síguelo, para realizar el debido 
seguimiento y evaluación del estado 
correspondiente por parte de esta Unidad de 
Fiscalización 

Se Elabora Plan de Acción, con 
fechas, actividades y responsables 
de la implementación, mismo que 
se estará subiendo en el segundo 
semestre del 2026 

INF-AI-
08-2023 

2. Responsable del registro de evidencia en el 
módulo de seguimiento de recomendaciones 
Síguelo. 
  
Adicionalmente, se debe definir los responsables 
de la carga de información, con el objetivo de que 
registre la documentación en la herramienta 
Síguelo, cada vez que se generan acciones para el 
cumplimiento de las recomendaciones asociadas 
al Concejo Municipal. 

Se Elabora Plan de Acción, con 
fechas, actividades y responsables 
de la implementación, mismo que 
se estará subiendo en el segundo 
semestre del 2026 

INF-AI-
08-2023 

3. Fecha de cumplimiento de recomendaciones. 
  
De acuerdo con la revisión realizada, se determinó 
que ninguna recomendación presenta fecha de 
cumplimiento, por lo que no hay un límite 
establecido y un horizonte real para la atención de 
estas, se requiere de la elaboración de Plan de 
Acción que incluya las actividades, fechas de 
ejecución y responsables en la atención de las 
recomendaciones. 

Se Elabora Plan de Acción, con 
fechas, actividades y responsables 
de la implementación, mismo que 
se estará subiendo en el segundo 
semestre del 2026 

INF-AI-
03-2024 

1. Responsable del registro de evidencia en el 
módulo de seguimiento de recomendaciones 
Síguelo. 
  
El Concejo Municipal debe definir los responsables 
de la carga de información, con el objetivo de que 
registre la documentación en el Módulo de 
Seguimiento del Sistema de Síguelo, cada vez que 
se generan acciones para el cumplimiento de las 
recomendaciones asociadas al Concejo Municipal. 

Se Elabora Plan de Acción, con 
fechas, actividades y responsables 
de la implementación, mismo que 
se estará subiendo en el segundo 
semestre del 2026 



  

INF-AI-
03-2024 

2. Fecha de cumplimiento de recomendaciones. 
  
De acuerdo con la revisión realizada, ninguna 
recomendación presenta fecha de cumplimiento, 
por lo que no hay un límite establecido y un 
horizonte real para la atención de estas, se 
requiere de la elaboración de Plan de Acción que 
incluya las actividades, fechas de ejecución y 
responsables en la atención de las 
recomendaciones. 

Se Elabora Plan de Acción, con 
fechas, actividades y responsables 
de la implementación, mismo que 
se estará subiendo en el segundo 
semestre del 2026 

INF-AI-
03-2024 

3. Documentación respaldo de acciones 
implementadas. 
  
El Concejo Municipal debe implementar acciones 
que le permitan atender de forma oportuna cada 
una de las recomendaciones emitidas por la 
Auditoría. Además, documentarlo e incluirlo en la 
herramienta Síguelo, para realizar el debido 
seguimiento y evaluación del estado 
correspondiente por parte de esta Unidad de 
Fiscalización 

Se Elabora Plan de Acción, con 
fechas, actividades y responsables 
de la implementación, mismo que 
se estará subiendo en el segundo 
semestre del 2026 

INF-AI-
06-2024 

 Recomendación No.6   
 
Es conveniente que el Concejo Municipal realice el 
análisis y discusión de los estados financieros 
mensuales  para garantizar una gestión pública 
responsable, eficiente y orientada al servicio de la 
comunidad; además, que esto le permite garantizar 
transparencia y rendición de cuentas, la adecuada 
toma de decisiones, control y gestión del gasto 
público, efectuar la planificación y proyecciones de 
planes estratégicos a largo plazo, el cumplimiento 
normativo en la gestión de los fondos públicos y la 
identificación de problemas e irregularidades, que 
deben abordarse de manera oportuna. 

Solicitar si a bien lo toman a la 
Dirección Administrativa Financiera 
la remisión trimestral de los 
estados financieros, así como la 
elaboración de una matriz que 
permita generar indicadores 
financieros de liquidez, eficiencia y 
rentabilidad, con el objetivo de 
tener los parámetros idóneos para 
la toma de decisiones en cuanto a 
la gestión de los recursos para la 
planificación y ejecución de 
proyectos. 

 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dar por recibido los acuerdos.  SEGUNDO:  
Aprobarlos para que la Vicepresidenta y el Presidente Municipal puedan subirlos a Síguelo.  
TERCERO:  Notificar a todas las unidades competentes.   
 
INFORME DE LA AUDITORIA INTERNA. 
 
ARTÍCULO 8.  Se conoce el Oficio AAI-003-2026 de Licda. Maribelle Sancho García y Lic. 
Sergio Vargas Flores Auditoría Interna. ASUNTO: ADVERTENCIA SOBRE INTERINAZGO DE 
LA PLAZA 108 ENCARGADO DEL ACUEDUCTO MUNICIPAL.  Esta Auditoría Interna emite la 
presente advertencia con el fin de aportar criterios técnicos, de control interno asociado a 



  

posibles riesgos que contribuyan a la toma de decisiones por parte de la Administración Activa 
en relación con el proceso de otorgamiento de interinazgo de la plaza 108 encargado del 
acueducto municipal indicada en el asunto.  La presente comunicación se sustenta en la 
documentación analizada, las manifestaciones recabadas y las verificaciones realizadas. Su 
contenido no sustituye las competencias decisorias propias de la Administración Activa, ni 
constituye un pronunciamiento anticipado sobre eventuales responsabilidades. Asimismo, no 
exime a las dependencias competentes de su obligación de documentar, valorar y resolver lo 
que corresponda, de conformidad con el ordenamiento jurídico vigente, los procedimientos 
internos aplicables y los principios del debido proceso. 
  
De acuerdo con la Ley General de Control Interno N°8292, con respecto a las competencias de 
la Auditoría Interna establece lo siguiente:  
“Artículo 22.-Competencias. Compete a la auditoría interna, primordialmente lo siguiente:  
(…) d) Asesorar, en materia de su competencia, al jerarca del cual depende; además, advertir 
a los órganos pasivos que fiscaliza sobre las posibles consecuencias de determinadas 
conductas o decisiones, cuando sean de su conocimiento. (…)” 
  
Así como lo establecido en las Normas para el Ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector 
Público, 1. Normas sobre Atributos, inciso 1.1.4 Servicios de la auditoría interna, que indica: 
  

“Los servicios que presta la auditoría interna se clasifican en servicios de auditoría y servicios 
preventivos.  
Los servicios de auditoría comprenden los distintos tipos de auditoría. A los efectos, debe 
observarse la normativa aplicable.  
Los servicios preventivos incluyen la asesoría, la advertencia y la autorización de libros.”  (Lo 
subrayado es nuestro). 
  
Asimismo, esta norma define el servicio de advertencia, así:  “Es un servicio dirigido a los 
órganos sujetos a la competencia institucional de la auditoría interna, y consiste en señalar los 
posibles riesgos y consecuencias de determinadas conductas o decisiones, cuando sean de 
conocimiento de la auditoría interna.” 
  
Por otra parte, la Contraloría General de la República mediante el criterio externado en el 
oficio No.DI-CR-190 (5202) del 20 de mayo del 2003 indica:  “… los cuales es de interés 
referirse a tres fundamentales, a saber: las auditorías (esencialmente, financiera, operativa 
y estudios especiales), las asesorías y las advertencias.  En ese sentido, de conformidad con 
lo preceptuado por la LGCI, y la doctrina y la técnica, tales procesos y actividades presentan 
las siguientes características principales: 
  
Además, la Contraloría General de la República mediante el criterio externado en el oficio 
No. DFOE-DL-0199 (02743) del 22 de febrero del 2018 manifiesta:  “De previo a entrar en 
materia, es importante señalar que la auditoría interna en el ejercicio de la función de 
asesoría suministra criterios, observaciones, opiniones, advertencias y recomendaciones, 
como resultado de los requerimientos recibidos o de los procesos de control y fiscalización, 
lo que tiene la intención de que se conviertan en insumos para la administración activa que 



  

le permitan tomar decisiones más informadas y quizá más ajustadas al ordenamiento jurídico 
y técnico. En ese mismo sentido, además, puede resultar fortalecido el sistema de control 
interno coadyuvando al logro de los objetivos institucionales.” 
  
Adicionalmente, en el Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Auditoría Interna 
de la Municipalidad de Belén, aprobado por el Concejo Municipal en la Sesión 10-2022, del 
15 de febrero del 2022 y por la Contraloría General de la República mediante el oficio 
N.06798 (DFOE-LOC-0519) del 25 de abril 2022, mismo que fue publicado en la Gaceta No 
148 del 05 de agosto del 2022, se establece respecto al servicio de asesoría los siguiente: 
  

“Artículo 32. Servicios de Auditoría.  
Los servicios que brinda la auditoría consisten principalmente en estudios de auditoría 
financiera, operativa y de estudios especiales. También presta servicios de carácter 
preventivo, constituidos por la asesoría, la advertencia y la autorización de libros.   
Como parte de los servicios preventivos, la Auditoría brinda asesoría al Concejo. Esa 
asesoría puede ser verbal o escrita, sobre asuntos de competencia de la Auditoría y a 
solicitud expresa del Concejo.  
  
(…)  
La asesoría y la advertencia, las decisiones que tome la administración con base en ellas 
quedan bajo su entera responsabilidad; sin embargo, la Auditoría verificará posteriormente, 
lo actuado por esta.   
Los resultados de los servicios preventivos se comunican por escrito en lo posible y por los 
medios que la Auditoría considere pertinentes, y para ello definirá contenido y forma de los 
informes, oficios u otros medios de comunicación conforme la naturaleza de los estudios o 
las situaciones que lo generen.” (Lo resaltado no es del original). 
  

I. RESULTADO OBTENIDO  
Como resultado del análisis efectuado, se advierte sobre una situación que representa un riesgo 
para la legalidad, la seguridad jurídica y el adecuado ejercicio de las competencias 
administrativas. En específico, se determina que el oficio AMB-M-765-2024 dispuso una 
asignación temporal de funciones de coordinación sin que conste un nombramiento interino o 
ad interim formalmente tramitado, lo que limita el respaldo legal para el ejercicio de atribuciones 
propias de un cargo superior y expone a la Administración a eventuales riesgos sobre la validez 
de las actuaciones realizadas bajo dicha condición. 
  

1.1 Antecedentes. 

• El 19 de julio de 2024, la Alcaldesa por medio del oficio AMB-M-765-2024 le solicita al 
Coordinador de Alcantarillado de ese momento que mientras se requiera del apoyo brindado al 
acueducto, actualmente este debe colaborar coordinando las siguientes tareas y funciones: 
  

 Contratación de cloro gas. 

 Adquisición de Finca Los Sánchez. 

 Compra de bombas, equipos de cloración, maquinaria, y suministros, urgentes. 



  

 Para el funcionamiento del acueducto municipal. 

 Cambio de tubería de asbesto en San Antonio. 

 Coordinación del traslado de tubería en San Juan de Santa Bárbara. 

 Implementación de sistema de cloración en el sector de la Rusia. 
  

• El 1 de agosto de 2024, el Coordinador del Acueducto Municipal presenta su renuncia 
formal al puesto, con preaviso hasta el 31 de agosto de 2024, fecha en que se hace efectiva la 
vacancia de la plaza 108. 

• El 11 de agosto de 2025, se nombra a la actual Coordinadora del Acueducto Municipal. 
  
2.1 Ejercicio de funciones sin nombramiento formal que respalde la competencia.  
Del análisis efectuado, se determinó que el citado oficio AMB-M-765-2024 suscrito por la 
Alcaldía configura una asignación temporal de funciones bajo la figura de colaboración o recargo 
funcional, y no un nombramiento interino debidamente formalizado, dado que: 

• No consta la emisión de una acción de personal por parte de la unidad de Gestión de 
Talento Humano que formalice el traslado temporal del funcionario a un puesto con 
competencias de coordinación. 

• No se evidencia el cambio formal de estatus del puesto, ni la suspensión temporal de 
las funciones del cargo base del funcionario. 

• No se acreditó que se haya realizado la verificación de requisitos del puesto superior, 
conforme lo exige el régimen de Servicio Civil. 

• No se identificó respaldo de contenido presupuestario para cubrir eventuales diferencias 
salariales derivadas del ejercicio de funciones de mayor jerarquía. 

• No se constató el registro formal del recargo o sustitución en los sistemas institucionales 
de personal, lo que limita la trazabilidad administrativa del acto. 
En ese sentido, el oficio AMB-M-765-2024, por su naturaleza, se limita a instruir una 
colaboración en funciones específicas, sin conferir competencia plena para el ejercicio de 
potestades administrativas propias de un puesto de coordinación. 
De acuerdo con el análisis efectuado y considerando la normativa, los criterios técnicos 
aplicables en materia de empleo público y el Reglamento Autónomo de Servicio de la 
Municipalidad de Belén, se identificó que la situación analizada corresponde a un recargo de 
funciones y no a un nombramiento interino o ad interim. Al respecto, ambas figuras presentan 
diferencias sustanciales: 

• Recargo de funciones: donde el funcionario mantiene su puesto base y ejecuta tareas 
adicionales, debiendo firmar con su cargo original e indicar la condición de encargado de 
funciones. 

• Nombramiento interino o ad interim: el cual requiere formalización mediante acción de 
personal, habilitando el ejercicio integral del cargo superior, incluyendo la firma de actos 
administrativos como titular provisional. 
 
Sobre dichos conceptos el Reglamento autónomo de servicio de la Municipalidad de Belén 
señala lo siguiente: 
Artículo 4. Definiciones: Para efectos de este Reglamento se entiende: 
(…) 



  

Servidor (a) interino (a): El nombrado para cubrir la ausencia temporal del funcionario (a) 
permanente o, el nombrado en puesto sujeto a concurso. 
(…) 
Artículo 14. Recargo de funciones: En caso de recargo de funciones de un puesto de categoría 
superior, el servidor tendrá derecho a percibir la diferencia entre su salario total y el salario total 
del puesto recargado en caso de ser salario global y en caso del salario compuesto, las 
diferencias entre salario base, siempre y cuando el recargo de funciones sea por un plazo igual 
o superior a tres días hábiles consecutivos, para lo cual el servidor designado deberá contar con 
los requisitos exigidos para el desempeño del puesto en cuestión, según lo establecido en el 
Manual Descriptivo de Puestos. 
Lo anterior además se fundamenta en el criterio expuesto en el oficio AJ-OF-107-2024 del 04 
de marzo de 2024 de la Dirección General de Servicio Civil que refuerza que los nombramientos 
interinos deben responder a condiciones específicas (vacante pura, sustitución de titular o 
suplencia) y, en todos los casos, deben estar debidamente formalizados, tal como se muestra a 
continuación: 
“Por otra parte, es fundamental aclarar que, en el caso de los interinos, existen varios escenarios 
que se contemplan para su nombramiento:  
1) Interino en una vacante pura: es aquella persona servidora que es nombrada en un puesto 
donde no hay un titular nombrado, y que por una necesidad de la Administración se opta por 
nombrar a una persona de forma interina, mientras se realiza el nombramiento de una persona 
en propiedad.  
Es importante aclarar en este punto, que se puede dar la situación de que quien ocupe una 
plaza vacante pura, sea un propietario, que se encuentra nombrado en forma interina, por 
ejemplo, los nombrados en ascensos interinos. 
2) Interino en puestos donde hay un titular nombrado: en estos casos, el titular del puesto se 
encuentra con permiso sin goce de salario por un tiempo determinado, o bien ha sido trasladado 
a otro puesto, por ejemplo, en un ascenso interino.  
3) Interino en suplencia: en estos casos es una figura que no existe en todas las Instituciones, 
sino en aquellas donde presupuestariamente es posible este tipo de nombramientos, es decir 
cuando una persona servidora en propiedad, se encuentra en un permiso con goce de salario, 
incapacitada por un largo periodo de tiempo, en estos casos tanto el titular como el interino 
reciben al mismo tiempo una remuneración económica, por parte de la Administración Activa en 
la cual laboran.” 
 

Por otro lado, la Procuraduría General de la República en su O.J.-035-2010 del 15 de julio del 
2010 en cuanto al tema en cuestión expuso lo siguiente:  “Con respecto al recargo de funciones, 
esta Procuraduría ya ha tenido oportunidad de referirse al tema, en los siguientes términos:  “El 
recargo de funciones es una figura del derecho laboral según el cual es posible asignar 
funciones de otro cargo a un trabajador para que las desempeñe simultáneamente con las 
propias funciones.  El recargo tiene sustento en el deber de colaboración que tienen todos los 
trabajadores para con sus empleadores.  Sobre este particular, la doctrina ha señalado que:  
"Se encuentra al margen de toda duda que el aumento de tareas es posible y lícito aun contra 
la voluntad del empleado, cuando las funciones recargadas son de la misma naturaleza de las 
convenidas o de las que se vienen desempeñando, y si, además, se da dentro de la misma 
jornada y en armonía con la capacidad y aptitudes del empleado. Esto por cuanto el empleado 



  

pone a disposición del empleador, como ha quedado dicho, a cambio de la retribución, el acopio 
de sus fuerzas y de su capacidad profesional durante toda la jornada ordinaria de trabajo, sin 
más límites cuantitativos que los resultantes de la ley, del contrato y de sus posibilidades 
normales durante ese lapso. Es indudable que la relación de trabajo desde el punto de vista de 
la intensidad con que debe ser cumplido no puede concebirse como un algo inmutable al 
extremo de que solamente pueda comprender invariable cantidad de actividades por realizar, 
argumentación que cobra mayor fuerza, si las funciones que constituyen el recargo son de 
naturaleza integrativa frente a la actividad central. Ratifica y en cierto modo fundamenta este 
criterio, el deber de colaboración del empleado y más concretamente una de sus 
manifestaciones: el de diligencia - elevado en algunas legislaciones a la categoría de deber 
primordial del empleado- que se encuentra en íntimo enlace, como observa Pérez Botija, con 
uno de los pilares del nuevo Derecho Laboral: el llamado " principio de rendimiento”. Se debe 
tener entonces como “no colaboración” y consecuentemente como justo motivo de despido, la 
negativa del empleado a ejecutar las funciones adicionales propias de su categoría que le 
encomiende el empleador, si estribara dicha negativa en el solo pretexto de significar un recargo 
de tareas que requiere de un mayor esfuerzo muscular o intelectual. Se exceptúan, por 
supuesto, las alteraciones que pretendan una diligencia o esfuerzo mayor inusitados o que 
excedan de las condiciones personales del empleado o de lo exigible a su categoría y 
especialidad" (CARRO ZÚÑIGA (Carlos), Derecho del Trabajo Costarricense, San José, 
Ediciones Juricentro S.A., 1978, 116-118). 
  

En las Administraciones Públicas, el recargo de funciones por lo general está orientado por el 
deber de brindar un servicio público continuo y eficiente –artículo 4 de la Ley General de la 
Administración Pública-, razón por la cual en determinadas circunstancias y para poder brindar 
el servicio público requerido, se recurre a la figura del recargo de funciones. 
El Código Municipal no contiene una norma específica en relación con el recargo de funciones, 
por lo que debemos recurrir de manera supletoria a las normas del Reglamento al Estatuto de 
Servicio Civil, específicamente en su artículo 22 bis, para definir los alcances de la figura del 
recargo de funciones. (..) 
(Dictamen No. 467-2006 de 21 de noviembre de 2006) 
 

De la extensa cita textual, puede observarse en primer lugar, que en virtud de la índole de las 
tareas que tiene a cargo la Administración Pública en pro de la colectividad,[2] ciertamente 
pueden suscitarse circunstancias, en virtud de las cuales se requiere la colaboración de algún 
o algunos funcionarios o servidores, a fin de que temporalmente se les asignen recargo de 
funciones, aparte de las que  corresponden al puesto que ocupa u ocupan en la institución para 
la cual laboran; sin que ello pueda significar alguna violación de sus derechos laborales, y menos 
la infracción del principio de legalidad regente en todo actuar administrativo, según artículos 11 
de la Constitución Política y su homólogo de la Ley General de la Administración Pública. 
 

Al propio tiempo se advierte de ese pronunciamiento, que dentro del ordenamiento que rige a 
las municipalidades del país, no existe una norma específica que regule la figura del recargo de 
funciones, por lo que, en esa medida, puede recurrirse a los parámetros razonables y precisos 
que prevé el artículo 22 bis, inciso b), del Reglamento al Estatuto de Servicio Civil, que en su 
tenor establece: 

https://pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Pronunciamiento/pro_ficha.aspx?param1=PRD&param6=1&nDictamen=16356&strTipM=T#_ftn2


  

“Artículo 22 bis.- Los traslados y reubicaciones y recargo de funciones se regirán de acuerdo 
con lo que se indica a continuación: 
a) 
b) Los recargos de funciones de puestos de mayor categoría, que excedan de un mes, podrán 
ser remunerados, pero están sujetos a la aprobación de la Dirección General, la que deberá 
constatar que el servidor a quien se hiciere el recargo, reúne los requisitos establecidos.”  
 

Asimismo, la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, refiriéndose a ese concepto, ha 
subrayado: 
“la figura del “recargo de funciones” se caracteriza, en su regulación, por ser temporal, sea por 
períodos cortos, pues se trata de asumir provisionalmente funciones de un puesto de mayor 
categoría, en forma adicional a las labores propias del servidor regular “. 
(Sentencia N° 425 de las 10:10 horas del 1 de agosto del 2001) 
Como puede verse de lo hasta aquí expuesto, es dable en el régimen de empleo municipal, la 
utilización del recargo de funciones, en tanto exista justificación valedera y razonable que así lo 
requiera. Sin embargo, es pertinente advertir, que el servidor a quien se le recarga esas 
funciones debe reunir los requisitos mínimos del puesto de que se trate, según puede inferirse 
con meridiana claridad del inciso a) del artículo 119 del Código Municipal, que a la letra dice: 
“Para ingresar al servicio dentro del régimen municipal se requiere: 
a) Satisfacer los requisitos mínimos que fije el Manual descriptivo de puestos para la clase de 
puesto de que se trata.” 
(…)” 
Aun cuando lo previsto en esa norma es para el ingreso al servicio del régimen municipal, debe 
aplicarse también por paridad de razón – y por lógica- para los recargos de funciones; es decir, 
la persona que sustituya al titular debe cumplir con los requisitos mínimos que fije el Manual 
Descriptivo de Puestos, al tenor del artículo 120 Ibid.” El resaltado es nuestro. 
 
Lo anterior lo reafirma la Contraloría General de la República en su oficio DFOE-DL-0224 del 
16 de marzo, 2017 al citar lo siguiente:  “De igual manera, la PGR indica en el Dictamen C-095-
2014 de 20 de marzo de 2014, que: La figura del recargo surge del deber de colaboración que 
detentan todos los empleados públicos derivado del principio general de continuidad del servicio 
público consagrado en el artículo 4 de la Ley General de la Administración Pública. Señala la 
norma en comentario, lo siguiente: Artículo 4º.-“La actividad de los entes públicos deberá estar 
sujeta en su conjunto a los principios fundamentales del servicio público, para asegurar su 
continuidad, su eficiencia, su adaptación a todo cambio en el régimen legal o en la necesidad 
social que satisfacen y la igualdad en el trato de los destinatarios, usuarios o beneficiarios. Sobre 
este aspecto, esta Procuraduría General en su administrativa (sic) en el dictamen C-097-2009, 
expresamente señaló. “En la jurisprudencia administrativa de este Órgano Superior Consultivo 
se ha señalado que el recargo de funciones se produce cuando se asigna a una persona -que 
ya tiene un puesto permanente- el ejercicio simultáneo de las tareas de otro puesto distinto. Al 
respecto, pueden consultarse los dictámenes C-351-2001 del 18 de diciembre de 2001 y C-078-
2000 del 13 de abril de 2000. (…) Particularmente, de acuerdo con el artículo 22 Bis transcrito, 
el recargo de funciones procede, primero, cuando se trate de funciones de puestos mayor 
categoría, y segundo, se exige que el funcionario que sufra el recargo cumpla con los requisitos 
establecidos para ejercer dichas funciones. (…) Indudablemente, el recargo de funciones 



  

implica un gravamen, pues impone al funcionario afectado, el deber extraordinario de cumplir 
con funciones adicionales a las inherentes a su puesto de trabajo, y que por demás 
corresponden a funciones pertenecientes a un puesto de mayor categoría. Por supuesto, se 
trata de una situación transitoria, lo que ha justificado que el Tribunal Constitucional haya 
señalado que no existe un derecho al recargo de funciones. Se citan las sentencias 6416-2006 
de las 9:35 horas del 12 de mayo de 2006, 10961-2005 de las 13:11 horas del 19 de agosto de 
2005 y 296-1995 de las 11:54 horas del 13 de enero de 1995. (…) Empero, es también cierto 
que en el caso de que el recargo de funciones exceda un mes – como es el supuesto que nos 
ocupa –, el acto apareja una consecuencia positiva, pues conlleva el derecho del funcionario a 
cobrar una remuneración también extraordinaria. (…) Sin embargo, es claro que, en principio, 
la validez del acto que reconozca el derecho a una remuneración extraordinaria por recargo de 
funciones, dependerá principalmente de la regularidad jurídica del acto que impone dicho 
gravamen. El artículo 22 BIS no deja lugar a dudas. El derecho a la remuneración depende de 
que el recargo de funciones se haya tramitado con la aprobación previa de la Dirección General 
de Servicio Civil, que el recargo exceda un mes de tiempo, y que el funcionario reúna los 
requisitos necesarios para desempeñar las funciones recargadas.” De lo anteriormente 
señalado, es criterio de este Órgano Asesor que en el recargo de funciones existen varios 
supuestos que deben de cumplirse: debe el servidor cumplir de forma simultánea las funciones 
propias y las funciones que le fueron impuestas, dichas funciones impuestas deben ser de forma 
temporal y se requiere que el servidor a quien se le van a recargar las funciones reúna los 
requisitos correspondientes del puesto que se le va a recargar.” 
En consecuencia, el ejercicio de funciones asignadas mediante el oficio emitido por la Alcaldía 
y citado anteriormente, carece de los elementos formales necesarios para configurar una 
investidura válida que habilite el ejercicio pleno de competencias, particularmente en actividades 
que implican toma de decisiones, ejecución presupuestaria, contratación administrativa y 
dirección técnica de obras. Adicionalmente, se identifica como aspecto relevante que la plaza 
de Coordinador de Acueducto permaneció vacante durante aproximadamente un año, posterior 
a la renuncia del titular anterior, siendo que la designación formal del puesto se efectuó hasta 
un año después; por lo que las funciones asignadas al funcionario mediante el referido oficio se 
extendieron durante dicho período sin contar con un respaldo formal de nombramiento, lo cual 
incrementa la exposición al riesgo jurídico-administrativo. 
La asignación de estas funciones sin un nombramiento formal genera un riesgo integral de 
ilegalidad administrativa, al permitir el ejercicio de competencias sin investidura válida, lo que 
podría derivar en: 

• Nulidad de actos administrativos. 

• Debilitamiento del sistema de control interno. 

• Afectación a la continuidad y calidad del servicio público esencial (acueducto). 
  
No obstante, es importante señalar que, aun cuando durante el período analizado no se tenga 
evidencia de la materialización de alguno de los riesgos descritos, la ejecución de funciones 
bajo estas condiciones irregulares mantiene latente la exposición institucional a dichos riesgos, 
en tanto se aparta de los controles formales requeridos en la gestión pública. 
  



  

Al respecto la Ley General de Control Interno, No. 8292 en sus artículos 8 y 15, establece lo 
siguiente: 
  
“Artículo 8º—Concepto de sistema de control interno. Para efectos de esta Ley, se entenderá 
por sistema de control interno la serie de acciones ejecutadas por la administración activa, 
diseñadas para proporcionar seguridad en la consecución de los siguientes objetivos: 
(…) c) Garantizar eficiencia y eficacia de las operaciones. (…) 
(…) “Artículo 15.-Actividades de control. Respecto de las actividades de control, serán deberes 
del jerarca y de los titulares subordinados, entre otros, los siguientes: 
b) Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente tanto las políticas como los 
procedimientos que definan claramente, entre otros asuntos, los siguientes: (…) 
iii. El diseño y uso de documentos y registros que coadyuven en la anotación adecuada de las 
transacciones y los hechos significativos que se realicen en la institución. Los documentos y 
registros deberán ser administrados y mantenidos apropiadamente. (…)” (El resaltado en 
nuestro) 
  
En el mismo orden de ideas, las Normas de Control Interno para el Sector Público, norma 2.5.1 
define lo siguiente:  “El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben 
asegurarse de que la delegación de funciones se realice de conformidad con el bloque de 
legalidad, y de que conlleve la exigencia de la responsabilidad correspondiente y la asignación 
de la autoridad necesaria para que los funcionarios respectivos puedan tomar las decisiones y 
emprender las acciones pertinentes”. 
  

II.CONCLUSIONES  
De acuerdo con la revisión efectuada por esta Auditoría, sobre lo señalado, se extrae y concluye 
lo siguiente: 
  

• La asignación de funciones efectuada mediante el oficio AMB M 765-2024 no constituyó 
un mecanismo valido dentro del marco normativo establecido que permitiera conferir al 
funcionario una investidura formal que le habilitara el ejercicio pleno de las competencias 
asociadas a un puesto de coordinación, al no mediar un acto administrativo formal de 
nombramiento debidamente gestionado a través de la unidad competente. 

• Aunque durante el período evaluado no se evidenció la materialización de los riesgos 
identificados durante el período evaluado, la práctica señalada constituye una debilidad en el 
sistema de control interno, en tanto contraviene los procedimientos formales requeridos para la 
asignación de competencias en la función pública.  

• En términos generales, la situación descrita refleja la necesidad de fortalecer los 
mecanismos institucionales de gestión de talento humano, formalización de actos 
administrativos y control de legalidad, a fin de garantizar que el ejercicio de funciones públicas 
se realice con base en una investidura válida, debidamente documentada y conforme al 
ordenamiento jurídico vigente. 
  

III.CONSIDERACIONES FINALES 
A la Administración se considera pertinente que valore lo siguiente: 



  

  
1. Formalizar, mediante los mecanismos establecidos en el ordenamiento jurídico, 
cualquier asignación de funciones que implique el ejercicio de competencias propias de un 
puesto distinto al que ostenta el funcionario,  y el respeto al principio de legalidad, se formalice 
mediante el acto administrativo correspondiente, emitido por la autoridad competente y 
conforme al marco jurídico aplicable, previo al inicio del ejercicio de dichas funciones, con el fin 
de garantizar que se sustente en una investidura válida y jurídicamente eficaz. 
2. Elaborar en caso de que no se disponga de este o revisar, actualizar y documentar el 
procedimiento institucional para la asignación temporal o permanente de funciones, de manera 
que se definan claramente los requisitos, la autoridad competente, los actos administrativos 
requeridos, los controles previos y la documentación que debe incorporarse al expediente de 
personal antes de que el funcionario asuma las funciones asignadas, que permita uniformar el 
proceso de asignación de funciones y reducir el riesgo de actuaciones administrativas sin 
respaldo legal. 
3. En relación con la situación identificada, se considera conveniente que la Administración 
diseñe e implemente controles que permitan verificar, antes de la entrada en vigor de cualquier 
designación a fin de prevenir la recurrencia de prácticas similares de funciones sin el 
cumplimiento de los requisitos legales y administrativos. 
  
El Regidor Propietario Ulises Araya, describe que Gil, yo quería proponer que esto fuera más 
bien directo a la administración y que ellos vean cómo lo resuelven. Por qué razón, porque la 
Unidad de Talento Humano en su momento ellos confirmaron, yo lo tengo por escrito, que el 
nombramiento ahí del Acueducto no tenía una acción de personal por parte de ellos, es decir, 
al menos cuando yo estuve preguntando esto en el Concejo Municipal reiteradamente y no se 
me daba una respuesta satisfactoria, yo acudí a un correo formal a la Unidad de Talento Humano 
y me dijeron que no existía ningún nombramiento interino con acción de personal. Es decir, es 
parte de las anomalías que hubo con respecto a esta plaza del Acueducto Municipal cuando se 
hizo un recargo de funciones porque no fue realmente un nombramiento interino según lo que 
estamos viendo en esta advertencia de la Auditoría. Por lo demás, a mí sí me preocupa el año 
entero que se pasó de esa plaza, sin nombrar la del Acueducto, dando, o profundizando 
problemas recurrentes que ha habido como por ejemplo el tema de la cloración del agua, el 
tema del atraso que existió también en su momento con el resultado de COPRODESA y la 
negociación que se iba a tener, que hasta la fecha no sabemos qué va a pasar con lo de 
COPRODESA. Son procesos varios que quedaron estancados por 1 año por defecto de no 
cumplir con lo que dice la ley del Código Municipal cuando hay unas plazas vacantes. Yo quiero 
reiterar que nosotros cuando señalamos esto en el Concejo Municipal no lo hacemos ni por 
molestar, no lo hacemos ni por joder, lo hacemos porque pensamos en la institución y 
reiterábamos en esa oportunidad que se podía estar debilitando la administración de esta 
Municipalidad con esas plazas vacantes que irregularmente luego fueron llenadas, creo que 
esta advertencia de la Auditoría confirma esas preocupaciones que aquí señalamos n cantidad 
de veces y ojalá que la administración, repito, porque no es necesariamente la Unidad de 
Talento Humano, la Unidad de Talento Humano no hizo acciones de personal que acreditaran 
lo que aquí se tomó, no debería ser la que conteste, sino que debería ser la administración la 
que decida quién va a contestar a esto. Y yo sí pediría, Gilbert, que por favor venga con copia 



  

al Concejo Municipal porque esto es una advertencia propiamente que se está emitiendo, no es 
una asesoría ni es un informe ordinario, sino que es propiamente una advertencia. 
 
La Regidora Propietaria Ana Betty Valenciano, menciona que cuando yo estaba leyendo este 
informe de la Auditoría, me vino a la memoria las varias veces que yo consulté sobre este tema 
del nombramiento de la persona encargada del Acueducto Municipal.  Y como decía Ulises, es 
que no es que nosotros hacemos las intervenciones simplemente porque queremos hacerlas, 
sino porque existe una gran preocupación cuando estas situaciones se presentan a nivel de la 
administración. Y este informe de la Auditoría viene a consolidar las consultas que nosotros 
estábamos haciendo repetidamente en las sesiones del Concejo Municipal y realmente también 
evidencia a lo que pudo haber estado expuesto esta Municipalidad. Y bien lo dice la Auditora 
cuando señala que uno de los puntos que podría haber traído complicaciones a la Municipalidad, 
inclusive son la anulación de actos administrativos y eso podría haber comprometido mucho a 
la Municipalidad, yo creo que a veces cuando nosotros hacemos las intervenciones, las 
hacemos porque realmente nos preocupa la buena gestión que deba hacer la Municipalidad. 
 
El Regidor Propietario Ulises Araya, cuenta que Gil, yo si quiero justificar nuevamente, la Unidad 
de Talento Humano contestó que ellos no tuvieron nada que ver en esto, esto fue una decisión 
del más alto rango de la Alcaldía Municipal, yo en otras ocasiones he sido crítico de la Unidad 
de Talento Humano, pero en esta oportunidad, porque me consta si tengo que hablar, de que la 
Unidad de Talento Humano responsablemente, a mí personalmente me dijo en un correo el cual 
tengo documentado, que ellos en ningún momento habían hecho una acción de personal para 
recargarle funciones ni para pasar al señor José Pablo Suárez a la Unidad de Alcantarillado, 
perdón, a la Unidad de Acueducto Municipal, cuando se dio todo aquel asunto, donde renunció 
el anterior encargado, don Eduardo, si mal no recuerdo y luego don Dennis Mena. Me parece 
que aquí, si nosotros le estamos endilgando esto a Recursos Humanos, a la Unidad de Talento 
Humano, le vamos a poner en una posición bastante incómoda, porque finalmente ella es una 
funcionaria subordinada a la Alcaldía y debería ser la Alcaldía la que conteste o determine cuál 
debe ser la respuesta adecuada en esto, en el tanto fue desde la Alcaldía que se emitió esta 
acción en la cual se nombró irregularmente al Encargado de Alcantarillado Sanitario en la 
Unidad de Acueducto, cuando el señor José Pablo Suárez ocupaba la Unidad de Alcantarillado 
Sanitario. Sería el Concejo Municipal sumamente injusto con la Unidad de Talento Humano si 
esto se le endilga a ellos, cuando debería endilgársele más bien a la Administración Municipal 
y que sea la Administración Municipal en sus competencias la que decida cómo lo va a contestar, 
pero de lo contrario va a ser injusto, para alguien que ya indicó no hubo acción de personal que 
justificara esto. Muchos problemas han tenido esta Municipalidad con el manejo de los recursos 
humanos para que se siga incurriendo en estos problemas que, como ya dijo Ana Betty, incluso 
pueden llevar a nulidades de los actos que haya firmado el señor José Pablo Suárez mientras 
estuvo de forma irregular en el puesto de Acueducto Municipal. 
 
La Regidora Propietaria Ana Betty Valenciano, dice que, con todo respeto, Gilbert, no comparto 
la propuesta de acuerdo que está haciendo usted. Para mí debe ir a la administración. De hecho, 
existe un AMB, no tengo el número ahorita, lo puedo localizar o le pediría a Patricia que me 
ayude a localizarlo, donde la Alcaldesa nos había emitido ese AMB haciendo esa redistribución 
de funciones, yo creo que quien debe contestar esta advertencia a la Auditoría le corresponde 



  

a la administración con copia a este Concejo Municipal. Ese sería el acuerdo que yo estaría 
apoyando. 
 
La Vicepresidenta Municipal Teresita Venegas, cita que sí, buenas. En este oficio, el Concejo 
Municipal no está emitiendo un criterio sobre la legalidad o la ilegalidad del interinazgo de la 
Plaza 108, ni sustituyendo las competencias de la administración activa. Aquí la Auditoría 
Interna, mediante el oficio AAI-003-2026, lo que está emitiendo es una advertencia con el 
propósito de que la administración valore los riesgos y adopte las medidas que corresponden.  
En consecuencia, el acuerdo de remitirlo a la Dirección de Talento Humano sí es procedente, 
ya que es esta la dependencia competente para analizar, documentar y resolver el trámite 
conforme al ordenamiento jurídico vigente, los procedimientos internos y el debido proceso que 
tiene que darse cuando se está tratando de un caso de estos máximos, cuando lo que se alega 
uno de los puntos es que no se hizo la correspondiente acción de personal. Por lo tanto, yo 
estoy de acuerdo con que se remita al área de… 
 
SE ACUERDA CON TRES VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Gilberth Gonzalez, 
Teresita Venegas, Lourdes Villalobos Y DOS EN CONTRA DE LOS REGIDORES Ana Betty 
Valenciano, Ulises Araya:  PRIMERO:  Dar por recibido el Oficio de la Auditoría Interna.  
SEGUNDO:  Remitir a la Unidad de Gestión de Talento Humano para el trámite correspondiente 
según lo indicado por la Auditoría con copia al Concejo Municipal.  
 
ARTÍCULO 9.  Se conoce el Oficio OAI-237-2026 de Licda. Maribelle Sancho García Auditora 
Interna. ASUNTO: MODIFICACION PLAN ANUAL DE AUDITORIA 2026.  De conformidad con 
lo dispuesto en la Ley General de Control Interno, N.° 8292, y en las Normas para el Ejercicio 
de la Auditoría Interna en el Sector Público, la Auditoría Interna debe desarrollar sus actividades 
mediante una planificación basada en riesgos, flexible y susceptible de ajustes cuando las 
circunstancias institucionales así lo requieran, con el propósito de fortalecer el sistema de control 
interno y contribuir al logro de los objetivos institucionales.  En ese contexto, durante el 
seguimiento a la ejecución del Plan Anual de Trabajo del 2026, el cual fue del conocimiento de 
ese Órgano Colegiado en la sesión No03-2026 del 14 de enero del corriente, se identificaron 
situaciones que hacen necesario modificar la programación originalmente establecida, 
considerando cambios en el nivel de riesgo institucional, la implementación de nuevos procesos 
y proyectos la atención de requerimientos prioritarios, requerimientos formulados por diversas 
instancias , así como la atención de denuncias, auditorías especiales o situaciones emergentes 
que demandan la intervención de la Auditoría Interna. 
Adicionalmente, la disponibilidad de recursos humanos y el tiempo efectivo de ejecución han 
variado respecto de las condiciones consideradas al momento de elaborar el Plan Anual de 
Auditoría, lo que hace necesario reprogramar determinadas actividades para garantizar una 
utilización eficiente de los recursos disponibles, sin afectar la calidad, independencia y 
objetividad de los trabajos de auditoría.  A continuación, se indica las actividades que se 
excluyen del presente plan, para ser valoradas en el plan del 2027; 
•Estudio de control interno sobre transferencias a terceros (Asociación Cultural La Ribera) y de 
Inspección de construcciones. 
•Servicio Preventivo de la Política de Seguridad y la Gestión de Cobro. 
•Seguimiento de indicadores de gestión (Compras, TIC, Servicios, Financiero). 



  

Adicionalmente, se ampliará la revisión sobre el estudio relacionado con la Seguridad de la 
Información principalmente en lo relacionado con el cumplimiento de las iniciativas según el 
marco establecido por el MICIT y el análisis de riesgo respectivo, sin embargo, está sujeto a la 
asignación de recursos solicitados para el soporte técnico respectivo.  También, se incorpora el 
estudio de control interno sobre la contratación de tecnologías de información relacionada con 
la mesa de servicio que brinda a la municipalidad.  En consecuencia, la modificación del Plan 
Anual de Auditoría Interna constituye una medida técnicamente justificada, orientada a 
garantizar que la actividad de auditoría continúe proporcionando servicios de aseguramiento y 
asesoría oportunos, pertinentes y de valor agregado, en concordancia con los principios de 
eficiencia, eficacia, economía y legalidad que rigen la administración pública, así como con las 
normas y lineamientos aplicables a la función de auditoría interna en el sector público. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Dar por recibido el Oficio de la Auditoría Interna.  
 
INFORME DE LA SECRETARIA DEL CONCEJO MUNICIPAL. 
 
ARTÍCULO 10.  La Secretaría del Concejo Municipal Ana Patricia Murillo, en cumplimiento del 
Reglamento de Sesiones Artículos 78, 79, 80, 81 y 82, remite el Informe de Acuerdos Pendientes 
de Tramite del Acta 35-2026 al Acta 41-2026.  
 

• Acta 35-2026.  Artículo 11.  Se remite a la Comisión de Gobierno, Administración y Asuntos 
Jurídicos para análisis y recomendación a este Concejo Municipal. MOCIÓN: Solicitud de 
estudio a la auditoría.  a) Si en el proceso de entrega de la Dirección de Desarrollo Social 
cuando ingresó como Directora la funcionaria ACB, se cumplió con la normativa aplicable 
en cuanto a informes de gestión, documentación física y digital, así como el estado de los 
asuntos. 

  

• Acta 35-2026.  Artículo 13.  Solicitar a la Alcaldesa Municipal sus buenos oficios para 
realizar una reunión lo más pronto posible con la Presidenta de la República, doña Laura 
Fernández, con el Concejo Municipal, la Alcaldía, para ya ir finiquitando este tema de los 
límites. 

  

• Acta 35-2026.  Artículo 22.  Remitir a la Comisión de Obras y Asuntos Ambientales.  Trámite 
2322-2026 de Luisa Elena Gómez Jiménez Copropietaria.  Asunto: SOLICITUD DE 
VALORACIÓN URBANÍSTICA PARA PROPIEDAD UBICADA SOBRE LA RUTA 
NACIONAL 111 EN LA ASUNCIÓN DE BELÉN.   

  

• Acta 35-2026.  Artículo 23.  Remitir a la administración para lo que corresponda y nos 
informe las acciones a seguir.  Oficio MH-AMH-0409-2026 de Lic. Víctor Sánchez González 
Alcalde Municipal Municipalidad de Heredia, Residencial Los Arcos. 

  

• Acta 35-2026.  Artículo 24.  Remitir a la Dirección Técnica Operativa para su análisis y 
recomendación a este Concejo Municipal.  Oficio DVM-PICR-DREH-JDNE-0027-2026 de 



  

MSc. Tatiana Gamboa Brenes Directora Jardín de Niños España con VB. Dr. Alejandro 
Rojas Saborío Supervisor circuito 07. 

  

• Acta 36-2026.  Artículo 5.  Remitir a la administración municipal para que se sirve responder 
en un plazo de treinta (30) días hábiles con copia al Concejo Municipal.   Oficio ASAI-003-
2026 de Licda. Maribelle Sancho García y Licda. Ericka Reyes García Auditoría Interna 
dirigido a Zeneida Chaves Fernández Alcaldesa con copia al Concejo Municipal. ASUNTO: 
ASESORÍA SOBRE PROCESO DE CONTRATACIÓN DIRECTA 2020CD-000078-
0002600001 "COMPRA DE SISTEMAS DE CAPTACIÓN DE RESIDUOS EN SISTEMAS 
DE ALCANTARILLADO PLUVIAL".   

  

• Acta 36-2026.  Artículo 7.  Notificar a las unidades municipales para que sean analizados 
los acuerdos pendientes y brindar respuesta en 30 días.  Informe de Acuerdos Pendientes 
de Tramite del Acta 27-2026 al Acta 34-2026. 

            

• Acta 36-2026.  Artículo 10.  Remitir a la Comisión de Hacienda y Presupuesto para su 
análisis y recomendación a este Concejo Municipal.  Oficio AMB-MC-118-2026 de la 
Alcaldesa Municipal Zeneida Chaves Fernández. ASUNTO: REMISIÓN DE MEMORANDO 
NºDAF-M 0158-2026. INFORME DAF-INF08-2026 SOBREESTIMACIÓN DE INGRESOS 
Y AJUSTES AL PRESUPUESTO ORDINARIO 2026.  Hemos recibido el memorando 
NºDAF-M 0158-2026, con fecha del 5 de junio de 2026, suscrito por la señora Johanna 
Gómez Ulloa, Asistente de la Dirección Administrativa Financiera, a través del que remite 
el Informe NºDAF-INF08-2026, elaborado por el señor Jorge Luis González González y, 
que es “Informe sobreestimación de ingresos y ajustes al Presupuesto Ordinario 2026”.   

  

• Acta 36-2026.  Artículo 22.  Remitir a la Unidad de Ambiente para su análisis y 
recomendaciones al Concejo Municipal.  Proyecto de ley “REFORMA DE LOS ARTÍCULOS 
18 Y 18 BIS DE LA LEY N.°7575, LEY FORESTAL, DE 13 DE FEBRERO DE 1996”, 
expediente N.º 25518. 

  

• Acta 36-2026.  Artículo 23.  Devolver a la administración la propuesta para el Reglamento 
de Espectáculos Públicos, con el fin de que se realicen las correcciones necesarias y que 
fueron discutidas en la sesión de trabajo y sea remitido nuevamente al Concejo Municipal 
para su valoración y aprobación.   

  

• Acta 37-2026.  Artículo 2.  Remitirle el memorando NºPTMB-M-127-2026, con fecha del 8 
de junio de 2026, suscrito por el señor Sergio Trujillo Sisfontes, Coordinador de la Policía 
de Tránsito Municipal; por cuyo intermedio se refiere al acuerdo NºRef.6421/2025; lo 
anterior en cumplimento con el acuerdo tomado durante la Sesión Ordinaria Nº64-2025, 
celebrada el 04 de noviembre de 2025; en su capítulo V: Lectura, examen y tramitación de 
la correspondencia; artículo 21. Se conoce trámite Nº3299-2025 de Paola Cecon Din y 22 
firmas, vecinos de calle Las Chilas, para que sea analizado por el Ing. Oscar Hernández, 
para análisis y recomendación a este Concejo Municipal. 

  



  

• Acta 38-2026.  Artículo 4.  Notificar a todas las unidades.  Acuerdos de la Auditoría Interna. 
  

• Acta 38-2026.  Artículo 6.  Remitir a la administración para que la Dirección de Desarrollo 
Social realice una investigación y remita el respectivo informe sobre lo indicado en el oficio 
de la Auditoria en las conclusiones emitidas en un plazo de 30 días hábiles.  Oficio ASAI-
004-2026 de Licda. Maribelle Sancho García y Licda. Ericka Reyes García Auditoría 
Interna. ASUNTO: ASESORÍA SOBRE AYUDAS OTORGADAS A UNA PERSONA 
VECINA DEL BARRIO LA AMISTAD DEL DISTRITO DE SAN ANTONIO DE BELÉN.   

  

• Acta 38-2026.  Artículo 17.  Realizar una sesión de trabajo para conocer los resultados del 
Plan.  Oficio AMB-MC-132-2026 de Zeneida Chaves Fernández Alcaldesa Municipal. 
ASUNTO: REMISIÓN DEL MEMORANDO PI-20-2026. INFORME DE EVALUACIÓN DEL 
PLAN CANTONAL DE DESARROLLO HUMANO LOCAL DE BELÉN DEL AÑO 2025.   

  

• Acta 38-2026.  Artículo 22.  Remitir a la administración para su análisis y recomendación a 
este Concejo Municipal.  Correo de William Arce González Presidente ADI de San Antonio, 
que nos presten las instalaciones de las canchas públicas para poder reunirnos, no 
tenemos un lugar fijo donde hacerlo. 

  

• Acta 38-2026.  Artículo 25.  CUARTO:  Aprobar el Reglamento de Reclutamiento y 
Selección de Personal de la Municipalidad de Belén.  QUINTO:  Girar instrucciones a la 
Secretaría del Concejo Municipal para las respectivas publicaciones en el Diario Oficial La 
Gaceta.        

  

• Acta 38-2026.  Artículo 29.  Solicitar que dicho informe sea presentado ante este Concejo 
Municipal en un plazo razonable, con el fin de valorar las acciones correspondientes y 
definir las medidas necesarias para garantizar el adecuado mantenimiento y 
aprovechamiento de estos espacios públicos.  Moción Revisión, diagnóstico y acciones 
sobre las bancas instaladas por la Municipalidad de Belén en vías públicas del cantón. 

  

• Acta 38-2026.  Artículo 31.  Invitar a una Sesión Extraordinaria del Concejo Municipal, a los 
representantes de los Gobiernos Estudiantiles de los centros educativos públicos y 
privados del cantón.   

  

• Acta 38-2026.  Artículo 35.  Remitir al Asesor Legal para saber si la administración 
municipal incumplió con el acuerdo tomado por este Concejo Municipal donde se menciona 
el tema de la medida cautelar.  (Sesteo). 

  

• Acta 38-2026.  Artículo 37.  SEGUNDO:  Nombrar a María Laura Zamora Sauma en la 
Fundación FUNIMA.  TERCERO:  Remitir a la Secretaría para que se sirva coordinar la 
fecha de la juramentación. 

  

• Acta 38-2026.  Artículo 38.  Aprobar la audiencia y remitir a la Secretaría de este Concejo 
Municipal para que se brinde fecha según el orden correspondiente actual de audiencias 



  

en trámite.  Trámite 2499-2026 de Francisco Núñez Valverde Presidente de la Asociación 
Deportiva Belén Fútbol. 

  

• Acta 39-2026.  Artículo 4.  Notificar a todas las unidades.  Acuerdos de la Auditoría Interna. 
  

• Acta 39-2026.  Artículo 6.  Remitir a la Comisión de Hacienda y Presupuesto para su 
análisis y recomendación a este Concejo Municipal.  Oficio AMB-MC-133-2026 de Zeneida 
Chaves Fernández Alcaldesa Municipal. ASUNTO: REMISIÓN DE MEMORANDO DAF-M 
169-2026. PROPUESTA ESTUDIO TARIFARIO MANT. ACERAS, REHABILITACIÓN Y 
CONST. ACERAS.   

  

• Acta 39-2026.  Artículo 7.  Solicitar al señor Gustavo Espinoza Chávez, Director de dicha 
Área Rectora, que informe a este Concejo Municipal con carácter de urgencia las acciones 
que adoptará para garantizar el cumplimiento del marco normativo aplicable y evitar la 
continuidad de las situaciones señaladas en los informes técnicos correspondientes.  Oficio 
AMB-MC-134-2026 de Zeneida Chaves Fernández Alcaldesa Municipal. ASUNTO: 
REMISIÓN DE MEMORANDO N°DSP-ALS-M-037-2026. ATENCIÓN DE ACUERDOS 
NºREF.1335-2026 Y NºREF.2006-2026.  Hemos recibido el memorando NºDSP-ALS-M-
037-2026, con fecha del 17 de junio de 2026, suscrito por el señor Juan Pablo Artavia 
Jiménez, Coordinador de la Unidad de Alcantarillado Sanitario y PTARs, con el aval de la 
Dirección de Servicios Públicos; por cuyo intermedio se refiere al acuerdo 
NºRef.2006/2026. 

  

• Acta 39-2026.  Artículo 12.  Remitir a la Administración para que nos brinden ayuda con el 
acuerdo solicitado para que nos identifique con la unidad correspondiente.  Oficio AMB-
MC-139-2026 de Zeneida Chaves Fernández Alcaldesa Municipal. ASUNTO: REMISIÓN 
DEL MEMORANDO NºSG-M-125-2026. ATENCIÓN A ACUERDO REF.3604/2026.  
Hemos recibido el memorando NºSG-M-082-2026, con fecha del 24 de junio de 2026, 
suscrito por el señor Luis Daniel Vargas Ramírez, Coordinador de la Unidad Ciudad 
Inteligente y Servicios Generales; a través del que se refiere a lo indicado en el oficio 
NºRef.3604/2026; lo anterior en atención al acuerdo tomado durante la Sesión Ordinaria 
Nº36-2026, celebrada el 16 de junio de 2026; en su capítulo III: Asuntos de trámite urgente 
a juicio del Presidente Municipal, artículo 4; en donde se indica: Acuerdos pendientes de la 
Auditoría Interna por parte del Concejo Municipal. 

  

• Acta 39-2026.  Artículo 13.  Invitar a exponer su trabajo en una Sesión Extraordinaria del 
Concejo Municipal.  Oficio AMB-MC-140-2026 de Zeneida Chaves Fernández Alcaldesa 
Municipal. ASUNTO: REMISIÓN DE MEMORANDO NºUA-073-2026. TRABAJO FINAL DE 
GRADUACIÓN.  Hemos recibido el oficio NºUA-073-2026, con fecha del 18 de junio de 
2026, suscrito por la señora Dulcehé Jiménez Espinoza, Coordinadora de la Unidad 
Ambiental; ingresado a este despacho el 22 de junio del año en curso; por medio presenta 
formal solicitud de remisión al Concejo Municipal de Belén del trabajo final de graduación 
titulado: “Línea base de parámetros socioambientales en el cantón de Belén, Heredia, 



  

Costa Rica: Aplicación de la Metodología Ciudad Verde 5.1”, elaborado por el señor José 
Pablo Murillo, vecino del cantón de Belén.   

  

• Acta 39-2026.   Artículo 23.  SEGUNDO:  Remitir el presente oficio y que nos den respuesta 
al Concejo Municipal al correo proyecto.sj-sr@conavi.go.cr para que ellos nos brinden 
respuesta sobre lo que se está diciendo acá y como tercer punto pues remitirle copia a la 
administración para que ellos hagan los trámites que corresponde también CUARTO:  
Remitir a la Comisión de Obras y Asuntos Ambientales para análisis y recomendación a 
este Concejo Municipal.   Oficio CARTA-CONAVI-CA-DIE-GCTR-2266-2026 de 
Christopher Calderón Mora Ingeniero de Proyecto, Gustavo Bolaños Leandro Coordinador 
de Obras en proceso y Alexander Guerra Morán Gerente Gerencia de Construcción de 
Vías y Puentes CONAVI.  ASUNTO: Atención de solicitud relacionada con el Puente sobre 
Quebrada Seca – Ruta Nacional N°147. 

  

• Acta 39-2026.  Artículo 28.  Remitir a la Unidad de Policía Municipal para análisis y 
recomendación a este Concejo Municipal.  Proyecto de ley, expediente N.º 25.614 “LEY 
GERSON ROSALES CASCANTE LEY DE PROTECCIÓN INTEGRAL A LA VÍCTIMA Y AL 
SERVIDOR POLICIAL.” 

  

• Acta 40-2026.  Artículo 1.  Solicitar a la Administración Municipal integral, la parte 
ambiental, legal, la Administración valorará cuáles son las áreas que también tienen que 
incorporarse, un análisis sobre el Decreto número 44.335-MICIT y la propuesta de acuerdo 
que nos recomienda el Viceministro en su exposición y además traslaparlo con el 
Reglamento que ya está Municipalidad tiene, para ser conocido y analizado luego por el 
Concejo Municipal. 

  

• Acta 41-2026.  Artículo 3.  PRIMERO:  Trasladar la Sesión Ordinaria del martes 15 de 
setiembre de 2026, para el miércoles 16 de setiembre de 2026, a las 6:00 pm.  SEGUNDO:  
Solicitar a la Secretaría del Concejo Municipal publicar en el Diario Oficial La Gaceta. 

  

• Acta 41-2026.  Artículo 10.  Remitir a la administración para que se sirva brindar respuesta 
en 30 días hábiles, con copia al Concejo Municipal.  Oficio OAI-228-2026 de Licda. 
Maribelle Sancho García Auditora Interna. ASUNTO: REMISIÓN DEL INFORME INF-AI-
05-2026.  Para su conocimiento, le remito el Informe INF-AI-05-2026 “Auditoría de Carácter 
Especial Estudio de Contratos de Tecnologías de Información en la Municipalidad de 
Belén”.   

  

• Acta 41-2026.  Artículo 14.  Remitir a la Comisión de Gobierno, Administración y Asuntos 
Jurídicos para su análisis y recomendación a este Concejo Municipal.  Oficio AMB-MC-143-
2026 de Zeneida Chaves Fernández Alcalde Municipal. ASUNTO: REMISIÓN DEL OFICIO 
NºOF-GTH-266-2026. INFORME TÉCNICO PARA LA RECALIFICACIÓN DE LA PLAZA 
VACANTE DE LA PERSONA ENCARGADA DE LA OFICINA DE LA PERSONA ADULTA 
MAYOR Y PERSONA CON DISCAPACIDAD (OPAMDIS) 

  

mailto:proyecto.sj-sr@conavi.go.cr


  

• Acta 41-2026.  Artículo 15.  TERCERO:  Aprobar el Reglamento de audiencias públicas del 
Plan Regulador.  CUARTO:  Girar instrucciones a la Secretaría del Concejo Municipal para 
publicar en el Diario Oficial La Gaceta y someter a consulta pública no vinculante por un 
plazo de 10 días.  

  

• Acta 41-2026.  Artículo 17.  Remitir a la Unidad de Obras y Junta Vial Cantonal para su 
análisis y recomendación a este Concejo Municipal.    Oficio AMB-MC-146-2026 de Zeneida 
Chaves Fernández Alcalde Municipal. ASUNTO: REMISIÓN DEL MEMORANDO PTMB-
M-116-2026. ATENCIÓN A ACUERDO REF.2831/2025.  Hemos recibido el memorando 
NºPTMB-M-116-2026, con fecha del 30 de junio de 2026, suscrito por el señor Sergio 
Trujillo Sisfontes, Coordinador de la Policía de Tránsito Municipal de Belén, ingresado a 
esta Alcaldía el 02 de julio del año en curso; a través del que se refiere a lo indicado en el 
oficio NºRef.2831/2025; lo anterior en atención al acuerdo tomado durante la Sesión 
Ordinaria Nº31-2026, celebrada el 13 de mayo de 2025; en su capítulo VI: Mociones e 
Iniciativas, artículo 31; en donde se indica que, se conoce Moción para explorar soluciones 
al problema del tránsito vehicular mediante el criterio técnico de la Policía de Tránsito 
Municipal de Belén.   

  

• Acta 41-2026.  Artículo 18.  Remitir a la Administración para que nos indiquen el proceso 
de la conformación del expediente y que quede plasmado dentro del documento.  Oficio 
DJ-384-2026 de Diego Aguilar Ugarte Dirección Jurídica. Por este medio, y con 
instrucciones superiores, procedemos a atender el oficio Ref. 2823/2026, fechado el 20 de 
mayo del año en curso, con fundamento en los extremos que se exponen a continuación.  
Se remite a este centro de trabajo, para su análisis y consideración, una propuesta de 
reglamento que iría destinado a regular el reconocimiento honorífico de personas 
funcionarias destacadas de esta municipalidad, propuesta que ha sido elaborada por la 
asesoría legal externa de este órgano colegiado.   

  

• Acta 41-2026.  Artículo 24.  Aprobar una sesión de trabajo, el jueves 23 de julio a las 4:00 
pm en el Salón de Sesiones con la administración, los Regidores y Don Luis Álvarez (de 
forma virtual), para valoración a la administración, deberían estar la Dirección Técnico 
Operativa en el caso de Don José Zumbado, Doña Ligia Franco la Unidad de Cultura Doña 
Carla Villegas y la Dirección Jurídica (incorporación del proyecto del Teatro Municipal 
dentro de los instrumentos de planificación institucional). 

  

• Acta 41-2026.  Artículo 25.  Sentencia constitucional N° 2026006234.  En ejercicio de las 
competencias de control político y bajo el marco del sistema de control interno, el Concejo 
Municipal debe requerir a la Alcaldía Municipal la remisión de un informe integral, 
debidamente fundamentado, sobre el estado de cumplimiento de la sentencia, las acciones 
ejecutadas, las pendientes y los riesgos identificados, en atención a lo dispuesto en los 
artículos 8 inciso d) y 12 inciso b) de la Ley General de Control Interno.   

  

• Acta 41-2026.  Artículo 26.  En consecuencia, la propuesta de reforma al artículo 27 de la 
Ley de Patentes de la Municipalidad de Belén puede considerarse jurídicamente 



  

procedente, proporcional y alineada con el ordenamiento jurídico, por lo que resulta viable 
el aval del Concejo Municipal para que continúe el trámite de aprobación por parte de la 
Asamblea Legislativa.  

  

• Acta 41-2026.  Artículo 27.  Remitir a la administración para lo que corresponda e informe 
al Concejo Municipal.  Trámite 2658-2026 de Andrés Seas, reportar una descarga de aguas 
provenientes del Condominio Distrito 7, por medio de la laguna de retención del proyecto, 
el video lo tomé hoy viernes 26 de junio a las 11:44 am.  

  

• Acta 41-2026.  Artículo 34.  Remitir al Asesor Legal para análisis y recomendación a este 
Concejo Municipal.  Oficio CARTA-SCM-317-2026 de Milena Fonseca Cubero Secretaria 
a.i Concejo Municipal Municipalidad de San Rafael de Heredia (protección de las aguas 
subterráneas, los perímetros de protección de los pozos de abastecimiento público y las 
obligaciones de las instituciones públicas en la tutela del recurso hídrico).  

 

Unidad Responsable  Acuerdo  Fecha de 
notificación  

Alcaldesa Municipal Acta 35-2026.  Artículo 13 

Acta 35-2026.  Artículo 23 

Acta 36-2026.  Artículo 5 
Acta 36-2026.  Artículo 23 

Acta 38-2026.  Artículo 6 

Acta 38-2026.  Artículo 22 

Acta 38-2026.  Artículo 29 

Acta 39-2026.  Artículo 12 

Acta 40-2026.  Artículo 1 

Acta 41-2026.  Artículo 10 

Acta 41-2026.  Artículo 18 

Acta 41-2026.  Artículo 25 

Acta 41-2026.  Artículo 27 

12 Junio 2026 

18 Junio 2026 

24 Junio 2026 

19 Junio 2026 

03 Julio 2026 

03 Julio 2026 

03 Julio 2026 

08 Julio 2026 

08 Julio 2026 

15 Julio 2026 

15 Julio 2026 

15 Julio 2026 

15 Julio 2026 

Asamblea Legislativa Acta 41-2026.  Artículo 26 13 Julio 2026 

Asesor Legal Acta 38-2026.  Artículo 35 

Acta 41-2026.  Artículo 34 

03 Julio 2026 

15 Julio 2026 

Comisión de Gobierno, 
Administración y Asuntos Jurídicos 

Acta 35-2026.  Artículo 11 

Acta 41-2026.  Artículo 14 

18 Junio 2026 

15 Julio 2026 

Comisión de Hacienda y Presupuesto Acta 36-2026.  Artículo 10 

Acta 39-2026.  Artículo 6 

26 Junio 2026 

08 Junio 2026 

Comisión de Obras y Asuntos 
Ambientales 

Acta 35-2026.  Artículo 22 

Acta 39-2026.   Artículo 23 

18 Junio 2026 

08 Julio 2026 

Concejo Municipal  Acta 35-2026.  Artículo 12 

Acta 38-2026.  Artículo 17 

Acta 41-2026.  Artículo 24 

19 Junio 2026 

03 Julio 2026 

13 Julio 2026 

Dirección de Desarrollo Social Acta 38-2026.  Artículo 6 03 Julio 2026 

Dirección Técnica Operativa Acta 35-2026.  Artículo 24 18 Junio 2026 



  

Gustavo Espinoza Chávez, Director 
de dicha Área Rectora 

Acta 39-2026.  Artículo 7 08 Julio 2026 

Ing. Oscar Hernández Acta 37-2026.  Artículo 2 25 Junio 2026 

Junta Vial Cantonal Acta 41-2026.  Artículo 17 15 Julio 2026 

proyecto.sj-sr@conavi.go.cr Acta 39-2026.   Artículo 23 08 Julio 2026 

Secretaría del Concejo Municipal Acta 38-2026.  Artículo 25 

Acta 38-2026.  Artículo 31 

Acta 38-2026.  Artículo 37 

Acta 38-2026.  Artículo 38 

Acta 41-2026.  Artículo 3 

Acta 41-2026.  Artículo 15 

03 Julio 2026 

03 Julio 2026 

03 Julio 2026 

03 Julio 2026 

13 Julio 2026 

16 Julio 2026 

Unidad de Ambiente Acta 36-2026.  Artículo 22 24 Junio 2026 

Unidad de Obras Acta 41-2026.  Artículo 17 15 Julio 2026 

Unidad de Policía Municipal Acta 39-2026.  Artículo 28 08 Julio 2026 

Unidades municipales Acta 36-2026.  Artículo 7 

Acta 38-2026.  Artículo 4 

Acta 39-2026.  Artículo 4 

24 Junio 2026 

03 Julio 2026 

08 Julio 2026 

 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dar por recibido y agradecer el informe por 
parte de la Secretaría del Concejo Municipal.  SEGUNDO:  Notificar a las unidades municipales 
para que sean analizados los acuerdos pendientes y brindar respuesta en 30 días. 
 
ARTÍCULO 11.  Se conoce el Oficio SC-54-2026 de Ana Patricia Murillo Delgado, Secretaría 
del Concejo Municipal. Asunto: Solicitud de Presupuesto.  Por medio de la presente les 
informamos que para el año 2026, para el pago de las facturas del Asesor Legal se presupuestó 
¢24.000.000 millones, con ese dinero al día de hoy hemos pagado cinco facturas para un total 
de ¢18.286.125 millones, por lo tanto, nos queda un saldo de ¢5.713.875 millones, para finalizar 
el año, este dinero no es suficiente para los meses restantes.  En virtud de lo anterior, ya que el 
presupuesto de la Secretaría del Concejo Municipal no tiene otras metas de donde modificar, 
se plantea la posibilidad de solicitar al Director del Área Financiera incluir recurso económico en 
la próxima modificación presupuestaria para lograr finalizar el año.  De detalla el cuadro de las 
facturas canceladas al día de hoy: 
 

 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dar por recibido el Oficio de la Secretaría del 
Concejo Municipal.  SEGUNDO:  Remitir a la Dirección Administrativa Financiera para su 

mailto:proyecto.sj-sr@conavi.go.cr


  

respectivo análisis y consideración del recurso solicitado y de ser posible que sea incluido en la 
próxima modificación.  
 

CAPÍTULO IV 
 

INFORME DE LA ALCALDÍA Y CONSULTAS A LA ALCALDÍA. 
 

La Alcaldesa Municipal Zeneida Chaves Fernández, plantea los siguientes asuntos: 
 

INFORME DE LA ALCALDESA. 
 
ARTÍCULO 12.  Se conoce el Oficio AMB-C-235-2026 de Zeneida Chaves Fernández Alcaldesa 
dirigido a Paul El Achtar Chariff Apoderado Generalísimo Pleasure Island S.A. con copia a Minor 
J. González Quesada, Vicealcalde I; Rodrigo F. Calvo Fallas, Director Jurídico a.i.; José L. 
Zumbado Chaves, Director Técnico Operativo y Desarrollo Urbano; Unidad de Servicio al 
Cliente; Concejo Municipal de Belén y Archivo.  ASUNTO: Respuesta en atención al trámite 
Nº2859-2026.  Hemos recibido su trámite N°2859-2026, con fecha 13 de julio de 2026, 
ingresado a esta institución a través de la Unidad de Servicio al Cliente, mediante el trámite 
N°2859-2026; por cuyo intermedio remite en el asunto: “Trámite N°2725-202, Finca folio real 
N°4-154564-000, Pleasure Island S.A., cédula jurídica 3-101-316507”; y además señala el 
correo electrónico realauto26@gmail.com como medio para atender las notificaciones 
relacionadas con el trámite N.° 2725-2026 
Al respecto, le informamos que con mucho gusto se procederá a gestionar la incorporación del 
correo electrónico indicado, para que sea utilizado como medio para futuras notificaciones 
dentro del expediente correspondiente. 
 
El Regidor Propietario Ulises Araya, pregunta que me queda la duda en qué consiste el trámite 
2725-2026, que es algo que no venía explicado. Yo quisiera recordar nada más de que la 
naciente de La Gruta tiene un tubo de flujo, el cual está protegido por el Plan Regulador, aunque 
se hubiera intentado ilegalmente reducir ese tubo de flujo, lo cierto es que el tubo de flujo existe.  
No quisiera pensar, este Regidor, de que estamos hablando de un permiso de construcción en 
la zona. Por lo demás, propongo al Concejo Municipal que remitamos para su información este 
informe al Vicealcalde, que según nos ha explicado la Alcaldesa, es el que lleva adelante temas 
relacionados a ese orden. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Dar por recibido el Oficio.   
 
ARTÍCULO 13.  Se conoce el Oficio AMB-MC-154-2026 de Zeneida Chaves Fernández 
Alcaldesa. ASUNTO: REMISIÓN DE OFICIO N°DSP-GIR-068-2026 | UC-014-2026. 
ATENCIÓN A ACUERDOS NºREF.1524/2026 Y REF.2308/2026.  Hemos recibido el oficio 
NºDSP-GIR-051-2026 | UC-014-2026, con fecha del 7 de julio de 2026, suscrito por el señor 
Esteban Salazar Acuña, Encargado de la Gestión Integral de Residuos, con el aval de la 
Dirección de Servicios Públicos y por el señor Manuel Alvarado Gómez, Encargado de la Unidad 
de Comunicación; ingresado a este despacho el 10 de julio del año en curso; por medio del que 
se refieren a lo indicado en los oficios NºRef.1524/2026 y Ref.2308/2026; ambos en relación 
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con una estrategia de comunicación acerca de la gestión de los residuos sólidos en el cantón 
de Belén para el sector comercial y residencial.  Al respecto, remitimos adjunto una copia de la 
documentación recibida para su conocimiento y trámites que estimen oportunos. 
 
DSP-GIR-068-2026 | UC-014-2026 
En atención a los acuerdos del Concejo Municipal con referencias 1524-2026 y 2308-2026, en 
relación con una estrategia de comunicación sobre la gestión de los residuos sólidos en el 
Cantón de Belén para el sector comercial y residencial, las suscritas, Unidad de Gestión Integral 
de Residuos y la Unidad de Comunicación, nos permitimos remitir respuesta a los acuerdos:  
En atención al Acuerdo con referencia 2308-2026, mediante el cual se instruye a la Unidad de 
Comunicación Municipal realizar publicaciones en las redes sociales institucionales para 
informar a la ciudadanía sobre el debido proceso para la presentación de quejas relacionadas 
con el servicio de recolección de residuos sólidos, se hace constar que esta Unidad ha 
desarrollado diversas acciones de comunicación en conjunto con la Unidad de Gestión Integral 
de Residuos con dicho propósito.  Entre las acciones implementadas se encuentran la 
elaboración y difusión de artes informativos con los calendarios y fechas de recolección de las 
diferentes categorías de residuos, infografías con información de interés para la ciudadanía, así 
como transmisiones en vivo y publicaciones informativas en las que se ha explicado el 
procedimiento adecuado para canalizar consultas, reportes o inconvenientes relacionados con 
el servicio, indicando los medios oficiales de contacto con la Unidad de Gestión Integral de 
Residuos, todo lo cual puede verificarse en las diferentes redes sociales de la Municipalidad.  
De esta manera, la Unidad de Comunicación en conjunto con la Unidad de Gestión Integral de 
Residuos han mantenido una estrategia permanente de información y orientación a la 
ciudadanía, utilizando los distintos canales institucionales para promover el uso de las vías 
oficiales de atención y facilitar una comunicación oportuna con la dependencia competente.  Es 
importante recordar que, desde mayo del 2025, en atención con los cambios normativos y 
tarifarios, se generó una estrategia de comunicación con la implementación de charlas en más 
de 29 comunidades, Asociaciones de Desarrollo Integral y barrios; así como la entrega de más 
de 6000 “brochures” a través de la participación de los becarios de la Municipalidad, como parte 
de la retribución por el apoyo municipal.  Es así, se aclara que en todos los medios oficiales de 
la Municipalidad, se pueden encontrar de forma frecuente diversas publicaciones asociadas a 
la Gestión Integral de Residuos, en donde el Gobierno Local ha hecho un esfuerzo para divulgar 
y comunicar a su ciudadanía todo lo relacionado con los servicios y acciones en gestión Local 
de Residuos.  
Por otro parte, en atención a las necesidades institucionales el presupuesto 2026 y la propuesta 
en elaboración del PAO 2027 cuentan con reducción importantes de recursos financieros, lo que 
limita la capacidad de acción de las unidades competentes, considerando que la Unidad de 
Comunicación atiende toda la divulgación institucional. Es inconsistente técnicamente suponer 
que se pueden logar mayores alcances en información y comunicación hacia la comunidad con 
recursos más limitados de una forma permanente y constante.  La Municipalidad en su 
búsqueda de alianzas con diferentes actores pude encontrar programas o proyecto en un 
momento dado en el tiempo permitan abordar un tema. Sin embargo, debe quedar claro que 
estos proyectos tienen un período de ejecución y que están sujetos al financiamiento externo y 
a la participación de empresa mediante políticas de Responsabilidad Social Empresarial (RSE).  



  

En otro ámbito de competencia, La Unidad de gestión Integral de Residuos ha sido enfática con 
la Administración y el Concejo Municipal sobre la distinción entre la función divulgativa, 
informativa y de apoyo contra el rol y responsabilidad de la educación en materia de gestión de 
residuos, en donde se ha instado a la Municipalidad para que, desde la función política, solicite 
el cumplimiento y la ejecución eficiente, óptima y relevante del artículo 19 de la Ley Nª 8839, 
que textualmente indica:   
“Artículo 19- Programa Nacional de Educación. Se crea el Programa Nacional de Educación 
para la Gestión Integral de Residuos y se declara de interés público. Este incluye tanto la 
educación formal como la no formal. 
   
El Consejo Superior de Educación emitirá las políticas educativas nacionales que orienten el 
Programa Nacional de Educación sobre la Gestión Integral de Residuos, en todos los niveles 
de la Educación Preescolar, General Básica y Diversificada, tanto pública como privada. Para 
ello, se incorporarán como eje transversal del currículo los objetivos, los contenidos, las 
lecciones y las actividades necesarias para ese fin, que propicien el fortalecimiento, la formación 
y la divulgación de nuevos valores y actitudes en lo relativo a pautas de conducta y que 
contribuyan a alcanzar los objetivos de esta ley. Para estos efectos, el Ministerio de Educación 
Pública (MEP) coordinará estas acciones con el Ministerio de Salud.  Cada año, el Ministerio de 
Educación Pública deberá incorporar estas actividades en la elaboración del Plan Anual 
Operativo, a fin de asegurar la dotación de los recursos necesarios para su ejecución.  
Las instituciones de educación superior y técnica deberán establecer, en los programas 
académicos de las carreras afines a la materia, la formación en gestión integral de residuos.  
Asimismo, todos los centros educativos públicos y privados del país deberán establecer e 
implementar planes de manejo integral de residuos que se generen en sus instalaciones, como 
una forma de enseñar a los educandos en forma práctica sobre la gestión integral de residuos. 
Los recicladores de base y otro tipo de gestores, así como los productores de productos 
prioritarios, podrán colaborar en la implementación de tales programas.” (El subrayado no es el 
original).  
Asimismo, dentro de la misma legislación, el artículo 8 inciso j, textualmente indica:  
“j) Promover la capacitación y realizar campañas educativas de sensibilización de los habitantes 
del cantón respectivo para fomentar la cultura de recolección separada, de limpieza de los 
espacios públicos y de gestión integral de residuos.” (el subrayado no es el original).   
Por lo consiguiente, tanto el personal técnico como el ámbito político de la institución deben 
tener claridad y delimitar las aspiraciones, alcances y objetivos de la Municipalidad en materia 
de educación, distinguiendo claramente entre la promoción y la generación de campañas 
educativas, que el rol de formación educativa formal y no formal propio del Ente Rector en 
Educación y del Ente Rector en Residuos, tal y como lo establece la legislación vigente.  Debe 
además considerarse que los procesos de educación son procesos permanentes, periódicos en 
donde se aspira contar con personal capacitado en ciencias de la educación y especializada 
hacia la educación ambiental, en donde de un equipo de trabajo pueda establecer líneas de 
acción concretas. Es aquí donde se vuelve relevante recordar que tanto la Unidad de 
Comunicación como la Unidad de Gestión Integral de residuos son unidades técnicas asociadas 
a la prestación de servicios específicos (información y servicios públicos respectivamente) como 
actividades primordiales dentro de la estructura municipal. Además, es fundamental establecer 
que ambas unidades son unipersonales desde hace más de 15 años, lo que también debe 



  

considerarse a la hora de establecer las capacidades y alcances de ejecución y seguimiento de 
lo propuesto por el Concejo Municipal 
 
La Regidora Suplente Marita Arguedas, denuncia que, en primer lugar, agradecer a Manuel y a 
Esteban Salazar por el informe que nos comparten. Evidentemente hay una significativa 
cantidad de recursos que se han utilizado de estrategias de comunicación para llegar a la 
población.  Creo que este es un tema recurrente, muchas personas no se informan, muchas 
personas no se acercan a consultar, sino que cuando tienen la emergencia es que vienen y 
comienzan a disparar, sin tener ese conocimiento de información. Creo que por ser un tema que 
es siempre presente en la gestión municipal, debería establecerse tal vez un manejo de alguna 
información básica que la maneje la Unidad de Servicio al Cliente, para atender ese tipo de 
consultas. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dar por recibido el Oficio.  SEGUNDO:  
Agradecer por la información y por el trabajo realizado. 
 
ARTÍCULO 14.  Se conoce el Oficio AMB-MC-155-2026 de Zeneida Chaves Fernández 
Alcaldesa. ASUNTO: REMISIÓN DEL MEMORANDO DSP-M-056-2026. REMISIÓN DE ACTAS 
DE AUDIENCIAS PÚBLICAS.  Hemos recibido el memorando NºDSP-M-056-2026, suscrito por 
el señor José Pablo Suárez Sánchez, Director de Servicios Públicos, con fecha del 15 de julio 
de 2026; mediante el que informa que el 14 de julio del año en curso se efectuaron las audiencias 
públicas relacionadas con las propuestas de ajuste tarifario de los servicios de Limpieza de vías 
y sitios públicos, así como también para los servicios de Mantenimiento de parques y obras de 
ornato; estas audiencias fueron convocadas a través del publicación en el diario oficial La 
Gaceta Nº99 del 1 de junio de 2026.  Al respecto, remitimos la documentación recibida para su 
conocimiento, valoración y fines correspondientes. 
 
DSP-M-056-2026 
Por medio de la presente, se informa que el 14 de julio de 2026 se llevaron a cabo las audiencias 
públicas relacionadas con las propuestas de ajuste tarifario de los servicios de Limpieza de Vías 
y Sitios Públicos y de Mantenimiento de Parques y Obras de Ornato, convocadas mediante 
publicación en el Diario Oficial La Gaceta N°99, del 1 de junio de 2026.  Se hace constar que, 
durante el periodo establecido, no se recibieron consultas, objeciones ni solicitudes de 
modificación por escrito respecto de las propuestas tarifarias, de conformidad con lo dispuesto 
en el reglamento municipal vigente. Asimismo, ninguna persona interesada se presentó a las 
audiencias públicas, situación que quedó consignada en las actas correspondientes y en las 
listas de asistencia que se adjuntan.  En virtud de lo anterior, se remite la documentación 
correspondiente en formato digital y se solicita que se remita al Concejo Municipal para la 
aprobación definitiva de los ajustes tarifarios propuestos, así como la autorización a la 
Administración Municipal para efectuar su publicación definitiva y realizar las gestiones técnicas 
y administrativas necesarias para su aplicación. 
De conformidad con el reglamento vigente, las nuevas tarifas entrarán en vigor treinta días 
después de su publicación. 
 



  

La Regidora Propietaria Ana Betty Valenciano, sugiere que primero que nada, quisiera hacer 
una observación. El hecho de publicar las audiencias públicas en el diario oficial La Gaceta me 
deja a mí un sinsabor, porque realmente yo creo que a nivel cultural nosotros no estamos 
acostumbrados a revisar La Gaceta todos los días, a mí me parece que eso no tiene el alcance 
suficiente como para que la población belemita se entere de cuándo es la audiencia pública y 
pueda acudir a esa audiencia. Yo considero que una vez que sea publicado en La Gaceta, la 
Unidad de Comunicación podría hacer esa publicación en las redes oficiales de la Municipalidad 
para que así pudieran asistir más personas a las audiencias, porque viendo las actas solamente 
llegaron 2 funcionarios y el consultor que se contrató para hacer los estudios tarifarios, es 
imposible que las belemitas puedan asistir porque realmente la información no está llegando a 
ese nivel.  Eso, por un lado. Por otro lado, en el Acta 19, en el Artículo 25, cuando se recibió el 
CHAP-04, hubieron 3 votos a favor de ese dictamen de Comisión y 2 votos en contra, que 
presentamos un dictamen de minoría donde justificábamos nuestro voto. En ese dictamen de 
minoría nosotros presentamos 5 observaciones al Estudio tarifario del mantenimiento de 
parques y obras de ornato, en donde solamente los 4 contratos que se tienen actualmente para 
cubrir este servicio andaban alrededor de los 676 millones de colones.  Cuando nosotros 
presentamos en ese dictamen de minoría el cuadro comparativo de lo que es el resumen de 
gastos versus lo que venía en el Estudio tarifario, se refleja una diferencia de 44 millones de 
colones. Por lo tanto, la posición nuestra, tanto dentro de la Comisión como cuando se rechazó 
el dictamen y presentamos nuestro dictamen de minoría, era que ese Estudio tarifario debería 
ser devuelto a la Administración para poder revisar esas deficiencias que habíamos detectado 
en ese estudio tarifario. Por lo tanto, yo no estaría de acuerdo en votar positivamente el acuerdo 
que se está proponiendo.  Y con referente al Estudio tarifario de limpieza de vías y sitios 
públicos, en la misma Acta, Acta 19, solamente que en el Artículo 26, cuando recibimos el 
CHAP-05, después de hacer un análisis en el seno de la Comisión y apegados a las 
recomendaciones del MB-071-2025, nosotros sí votamos a favor ese estudio tarifario. 
 
El Regidor Propietario Ulises Araya, ratifica que por las razones expuestas por la compañera 
Ana Betty, quería solicitar si podemos votar por aparte los 2 estudios tarifarios, en el caso del 
mantenimiento de parques y el de limpieza de vías, para lo cual en mi caso estaremos ambos 
votando la nueva tarifa de limpieza de vías, pero no estaríamos votando el de mantenimiento 
de parques por los errores previamente ya señalados por la compañera, para efectos del acta y 
para lo que va a quedar en adelante, quiero justificar mi voto de no votar la tarifa de 
mantenimiento de parques, porque es una tarifa, como ya explicó la compañera Ana Betty, que 
está cargada de errores, errores que posteriormente incluso pueden salirnos 
administrativamente más caros cuando por esos errores las y los belemitas tengan que sufrir en 
un mediano plazo un nuevo proceso de tarifa. Con el tema de limpieza de vías, este Regidor 
quiere clarificar que estoy de acuerdo con la nueva tarifa de limpieza de vías, absolutamente sí, 
pero lamentablemente siendo que no se puede votar por aparte, lo cual debería poderse hacer, 
tendría que votar en su conjunto negativo el acuerdo que se va a tomar.  Reiterando una vez 
más para que quede absolutamente claro, yo, Ulises Araya Chávez, estoy de acuerdo con la 
tarifa de limpieza de vías, no estoy de acuerdo con la tarifa de mantenimiento de parques. 
 
La Regidora Propietaria Ana Betty Valenciano, siente que, Don Gilbert, a mí me parece que no 
está bien no separar los 2 estudios tarifarios, porque a la correspondencia llegó las 2 actas por 



  

separado, se hicieron las audiencias por separado y me parece que lo justo y legal es hacer las 
votaciones de los estudios tarifarios por separado. 
 
El Presidente Municipal Gilberth Gonzalez, pronuncia que Don Luis, existe algún problema en 
que yo tome el acuerdo así como lo leí, en conjunto porque el MB, el que hace referencia, hace 
referencia a las 2 tarifas y aquí él se está aprobando ambas, quisiera saber su respuesta. 
 
El Asesor Legal Luis Alvarez, confirma que la propuesta de acuerdo puede ser como se plantee, 
el que toma la decisión de cómo se apruebe es el Concejo por mayoría, la propuesta de Ana 
Betty de separar las tarifas es una decisión del Concejo si la acepta o no.  Si el Concejo desea 
votar en conjunto las 2 tarifas, lo puede hacer o puede separarlo, es una decisión que se toma 
por mayoría. No habría ningún inconveniente en adoptar cualquiera de las 2 formas. Lo 
importante es que quede claro qué es lo que se está aprobando con el respaldo técnico que 
queda en el acta y en Secretaría en el expediente. 
 
La Regidora Propietaria Ana Betty Valenciano, comenta que, si la propuesta es no hacer la 
votación por separado, yo estaría justificando mi voto negativo en el estudio tarifario del Servicio 
de Mantenimiento de Parques y Obras de Ornato como se expuso en el dictamen de minoría 
con relación al CHAP-04. Y sí daría mi voto positivo para el estudio tarifario del Servicio de 
Limpieza de Vías y Sitios Públicos que se analizó con el CHAP-05 bajo el criterio del MB-071-
2025. 
 
La VIcepresidenta Municipal Teresita Venegas, denuncia que aquí mi voto yo lo justifico 
favorable y lo fundamento en que este expediente efectivamente fue y demuestra que la 
Administración cumplió con el procedimiento previo que fue realizar las audiencias públicas para 
conocer las propuestas del ajuste tarifario. Asimismo, existen las actas de dichas audiencias, 
las cuales fueron remitidas al Concejo Municipal para su conocimiento y valoración, lo que 
fortalece la transparencia de este proceso, el Concejo Municipal, aunque tiene la 
responsabilidad de analizar la propuesta técnica presentada por la Administración y el 
expediente, acá se desprende que se cumplieron los requisitos legales, el estudio técnico y el 
procedimiento de participación ciudadana, corresponde hacer los ajustes tarifarios.  Esto para 
garantizar la sostenibilidad financiera de los servicios públicos municipales. Mantener tarifas 
desactualizadas puede perfectamente afectar la calidad, la continuidad y la eficiencia de los 
servicios esenciales, como son la limpieza de vías, los sitios públicos, el mantenimiento de 
parques, el ornato. Y este voto, aunque no significa aprobar aumentos por conveniencia, es 
respaldar un proceso técnico, transparente, que yo siento y ajustado al ordenamiento jurídico.  
Para ello se dio el debido proceso y se solicitó para eso la presentación ante el público. Así que 
sin los Regidores que estamos aquí tuvimos esa oportunidad. Ahora, la decisión de tomar eso 
debe basarse siempre en estudios técnicos financieros y que obran y están en el expediente y 
no en criterios solamente políticos.  Así que yo apoyo el procedimiento legal que sí se cumplió 
y los estudios que justifican el ajuste. Básicamente ese es mi argumento para dar el apoyo a 
favor. 
 
SE ACUERDA CON TRES VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Gilberth Gonzalez, 
Teresita Venegas, Lourdes Villalobos Y DOS EN CONTRA DE LOS REGIDORES Ana Betty 



  

Valenciano, Ulises Araya:  PRIMERO:  Dar por recibido el Oficio.  SEGUNDO:  Aprobar los 
ajustes tarifarios propuestos en la tarifa de limpieza de vías y de parques y autorizar a la 
Administración Municipal para efectuar su publicación definitiva y realizar las gestiones técnicas 
y administrativas necesarias para su aplicación. 
 
ARTÍCULO 15.  Se conoce el Oficio AMB-MC-156-2026 de Zeneida Chaves Fernández 
Alcaldesa. ASUNTO: REMISIÓN DEL MEMORANDO DTO-099-2026. ACUERDO 
REF.3729/2025.  Hemos recibido el memorando NºDTO-099-2026, suscrito por el señor José 
Luis Zumbado Chaves, Director Técnico Operativo y de Desarrollo Urbano; a través del que se 
refiere a lo indicado en el oficio NºRef.3729/2025, en cumplimento con el acuerdo tomado 
durante la Sesión Ordinaria Nº37-2025, celebrada el 24 de junio 2025; en su capítulo VII: 
Lectura, Examen y Tramitación de la Correspondencia; artículo 29; donde indican que se 
conoció el trámite 1959-2025 de Godofredo Chaves Aguilar, representante legal de Agrogarpoz, 
S.A.  Al respecto, remitimos una copia de la documentación recibida, con las recomendaciones 
de la Dirección Técnica Operativa y de Desarrollo Urbano para su conocimiento, análisis y 
trámite de gestiones correspondientes. 
 
DTO-099-2026 
Consecuente con el proceso de acompañamiento de la Dirección Técnica Operativa para la 
adquisición de terrenos de Interés Público Ambiental y en específico al acuerdo del Concejo 
Municipal de la sesión ordinaria N° 1959-2025, se remite expediente administrativo 
correspondiente al trámite N°1959 -2025, que fue conocido en la sesión ordinaria N° 3729-2025 
y que corresponde a la  solicitud  de venta  de la finca del partido de Heredia , matrícula de folio 
real N°45987-000, propiedad de AGROGARPOZ   SOCIEDAD ANÓNIMA , cedula jurídica 3-
101-489541, ubicada en el distrito 2° La Rivera, cantón 7° Belen, provincia 4° Heredia.  La finca 
citada requiere el estudio de la Unidad Ambiental para su priorización presupuestaria a partir del 
2027, en cuanto a recursos financieros de acuerdo con la disponibilidad de estos, por lo que se 
debe comunicar al señor Godofredo Chaves Aguilar al correo:solissalas84@hotmail.com. 
  
A continuación, Matriz con la información del terreno de interés:   
  

  
  

Folio real  

  
  

Área (m2) Avaluó Valor (¢) 

  
  

Observaciones 

  
4045987-

000 

  
  
  
  
  
  

  
8505.45 

  
MBVA-AV-

EX-009-2026 

  

  
290578365.37 

  
(Doscientos noventa 
millones quinientos 
setenta y ocho mil 

trecientos sesenta y cinco 
colones /37) 

  
Según Avaluó la 

propiedad presenta 
afectaciones como radio 

de protección de 
naciente Baltazar 1 y 2, 
zona de humedal, Pozo 
AB-257, áreas definidas 
como no construibles. 
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Recomendaciones:  
1. Que la Unidad Ambiental proceda con la priorización de la adquisición de fincas 

ambientales para el 2027 de acuerdo con la disponibilidad presupuestaria. 
2. Se comunique el acuerdo municipal respectivo al señor Godofredo Chaves Aguilar 

representante legal de AGROGARPOZ   SOCIEDAD ANÓNIMA, cedula jurídica 3-101-
489541, propietaria de la finca del partido de Heredia, matrícula de folio real N°405987-
000, al correo:solissalas84@hotmail.com. 

 
El Regidor Propietario Ulises Araya, manifiesta que es muy positivo aquí lo que estamos 
haciendo, porque le estamos dando continuidad a lo que podría ser la primera compra por parte 
de esta Municipalidad de una zona vinculada con el humedal de La Ribera, además con las 
nacientes Gaspar I y Gaspar II y creo que hay otro cuerpo de aguas por ahí también involucrado. 
Sin embargo, quiero también recordar que ya hubo una vecina, o unos vecinos, apellidos 
Zamora, que previamente habían hecho una gestión también para valorar la adquisición por 
parte de la Municipalidad de otra propiedad que también abarca el humedal de La Ribera y que 
incluso abarca más terreno del humedal de La Ribera que este otro que tenemos de Agrogarpos 
S.A. En mi opinión, lo ideal sería comprar los 2, pero si no tuviéramos el dinero suficiente, pienso 
en 2 cosas. Número 1, cuál de los 2 terrenos es el que abarca, más área de humedal de La 
Ribera. Y número 2, aplicar la vieja y conocida frase «primero en tiempo, primero en derecho», 
que es lo más justo, para que, por favor, desde la Administración pongamos atención a este 
detalle.  Por lo demás decir que el humedal de La Ribera se acerca ya a lo que va a ser su final 
en cuanto al juicio que lleva en el Contencioso Administrativo. Esperamos que en el primer 



  

trimestre máximo del 2027 haya un fallo y hay que estar preparados para ese momento, antes 
de, no hay que hacer movimientos que tengan que ver con el humedal, sino hasta que el proceso 
judicial acabe y por dicha, podamos ponerle punto final a un asunto lamentable que cumple 26 
años de lucha inclaudicable de los vecinos de la Urbanización de La Ribera con el apoyo de 
muchas personas del Cantón de Belén que se han sumado con los años a apoyar la causa de 
que el humedal de La Ribera siga existiendo y hayamos detenido, por dicha, el drenaje y la 
desaparición que en su momento quiso hacer una urbanizadora con el cómplice voto de los 
Regidores del Concejo Municipal del 2002-2006. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dar por recibido el Oficio.  SEGUNDO:  
Aprobar las recomendaciones emitidas en el memorando NºDTO-099-2026.  TERCERO:  Que 
la Unidad Ambiental proceda con la priorización de la adquisición de fincas ambientales para el 
2027 de acuerdo con la disponibilidad presupuestaria.  CUARTO:  Se comunique el acuerdo 
municipal respectivo al señor Godofredo Chaves Aguilar representante legal de AGROGARPOZ   
SOCIEDAD ANÓNIMA, cedula jurídica 3-101-489541, propietaria de la finca del partido de 
Heredia, matrícula de folio real N°405987-000, al correo: solissalas84@hotmail.com.  QUINTO:  
Solicitar a la Unidad de Ambiente la actualización de la priorización de la adquisición de las 
fincas ambiental. 
  
CONSULTAS A LA ALCALDESA MUNICIPAL. 
 
ARTÍCULO 16.  La Regidora Suplente Marita Arguedas, determina que Doña Zeneida, es para 
consultarle con relación a cuál es el estado actual de la planta de tratamiento en Ciudad Cariari.  
Porque el año pasado, al finalizar el año, usted nos dijo que quedaba concluida el 25 de 
diciembre. Sin embargo, ya estamos concluyendo el mes de julio y no hemos tenido ninguna 
información al respecto. 
 
La Alcaldesa Municipal Zeneida Chaves, aclara que hemos tenido algunos problemas con la 
capacidad hidroeléctrica e eléctrica. Es por eso que se ha atrasado tanto el proyecto. Pero yo 
le podría estar pasando la fecha estimada que se ha venido trabajando con demasiado apoyo 
de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz para poder lograrlo.  Pero el problema ha sido la 
carga eléctrica. 
 
ARTÍCULO 17.  El Regidor Suplente Sigifredo Villegas, afirma que Alcaldesa, mi consulta para 
hoy tiene que ver con un proyecto constructivo. Este se ubica en calle Potrerillos, 
específicamente frente a Condominio Vista de Lindora.  El sábado pasado que pasé por ahí, vi 
esa obra en proceso y me entró como inquietud. Y hoy fui a visitarla. El proyecto se llama 
Construcción de Nave Industrial Desarrollador Muebles y Cocinas Moderama S.A. Área 5.135 
m2. Fecha de permiso fue 10 de enero de 2024, de Setena. Al hacer la consulta... Perdón, eso 
lo tomé de una información que está pegada en las partes de afuera.  Y también hay una solicitud 
de nuevo servicio de agua, pero hecho a AyA, para el mismo proceso. Y dicha obra cuenta con 
el permiso de construcción número 146-2026, Municipalidad de Alajuela. Para mí fue totalmente 
sorpresivo.  Me tenía la inquietud, pero lo pude corroborar. La pregunta es, hay un asunto como 
de desconcierto o una osadía de parte de la Municipalidad de Alajuela en esa región, porque 
ahora se... Hablaba con el maestro de obras y me dice, es que esto es de Alajuela, porque de 
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esa calle para allá recoge la basura Belén, pero es que de esa calle para allá está también el 
proyecto Condominio Vistas de Lindora, que también sacó permiso en Alajuela.  Yo el otro día 
también hice una manifestación aquí, que había de ese mismo condominio en la parte de atrás, 
allá pegando con Escobal, estaba en un proceso y lo dije aquí. Y lo que se me dijo es que tenía 
inscripción del plano en Alajuela. Esa fue la razón que por lo menos en su momento don Enio 
manifestó.  Pero lo que yo siento es que hay como una pasividad de parte del municipio nuestro 
con respecto a esa zona. Sabemos que esa es una zona que está esperando la definición del 
expediente 24625 a nivel de la Asamblea Legislativa, que Dios mediante se conceda para 
solventar todas esas situaciones. Y está el tema de límites de hechos y límites de derechos.  
Pero para la Municipalidad de Alajuela esos temas no lo son. Concretamente, sí sabía de este 
proceso constructivo, que es bastante grande, es media hectárea y qué acciones la 
administración puede llevar a cabo para hacerse sentir en ese sitio, que no sigamos siendo tan 
invadidos por la parte de Alajuela, aprovechando esa situación limítrofe. 
 
ARTÍCULO 18.  La Regidora Propietaria Ana Betty Valenciano, interroga que doña Zeneida. Mi 
pregunta es la siguiente.  Si se logró coordinar alguna visita integral al Condominio Casas Max 
para confirmar lo expresado en el oficio DSPALS-O-023-2026, en su punto 4, donde dice 
Adicionalmente, el sistema fue diseñado para tratar las aguas residuales generadas por 125 
viviendas. Sin embargo, actualmente sólo se encuentran habitadas aproximadamente 15 
viviendas. Yo la semana pasada le hacía la consulta a usted de si se podía coordinar una visita 
integral al Condominio Casas Max y verificar si realmente lo que dice ese oficio está todavía en 
pie, porque ese condominio no ha sido recibido por la Municipalidad, por lo tanto, perdón, no 
debería estar habitado. 
 
ARTÍCULO 19.  El Regidor Suplente Jose Pablo Delgado, reitera que Zene, quería hacerle 2 
consultas, más que todo, porque queda en acta por respeto a los vecinos que me la solicitan.  
La primera es el estado del parque Nuevo San Vicente. Un día pasé y vi que ya se hicieron unos 
gaviones y más bien el parque ahora quedó más grande de cómo estaba, en qué estado está, 
si ya se recibió y la cuestión de los juegos y si tienen alguna fecha prevista para abrirlo.  La otra 
consulta, Zene, es, usted conoce el problema de ciertas cuarterías que tenemos en San Vicente. 
El asunto es que tenemos el problema de que esa cuartería, como es una población muy 
fluctuante, lo que hay ahí, ellos llegan y se pasan y resulta que cuando se van a ir, agarran 
muchas cosas que les sobraron o que no les sirven y las ponen ahí en la orilla de la acera y las 
dejan ahí. Sé que, del lado de Alajuela, lamentablemente, la Muni no puede actuar, no podemos 
hacer nada, pero resulta que del lado de Belén, sí, ahí hay una propiedad que es que está 
diagonal al Super 10 donde rentan mucho extranjero y usted pasa en estos momentos por ahí 
y ahí tienen un colchón, había un servicio en la acera, un colchón y otro colchón en la esquina 
y ellos lo sacan porque se van a ir y lo tiran ahí, mi consulta y la consulta que me hacían unos 
vecinos era la siguiente, si no se puede aplicar el reglamento a los vecinos o a la cuartería que 
está del lado del cañón del Virilla, sí le podemos aplicar el reglamento al vecino, al dueño de la 
propiedad de ese inmueble porque es del lado de Belén, quería pedirle el favor a ver qué opción 
hay de que analicen eso y aplicarle multa porque ya eso es reincidente, ya son muchos los 
casos donde ellos sacan, como le digo, un servicio y lo dejan ahí, un montón de cajas y lo dejan 
ahí, se muda otro y otras cosas y están constantemente en eso y el dueño no tiene control de 
la situación, ver qué opción hay de si hay que aplicarle la multa o lo que llega a aplicarle a sus 



  

vecinos que se le aplique para ver si acaso sí logran poner las barbas en remojo y controlar eso 
y si se pudiera, sé que legalmente no, pero si se pudiera hacer algo con los vecinos del otro 
lado, del lado del cañón del río y hablar con ellos para ver también, tener control sobre eso 
porque el problema es que al final de cuentas los perjudicados son los vecinos que pasan por 
la acera y tienen ese montón de cosas ahí tiradas y les estorban. 
 
La Alcaldesa Municipal Zeneida Chaves, plantea que Pablo, vieras que sobre todo Esteban con 
este tema y cuando es multa tiene que haber una denuncia, yo le puedo tramitar lo que sea, 
pero que hagan la denuncia porque eso es lo que queda como evidencia, se busca en la cámara, 
se pone la fecha, todo eso se lleva de respaldo para poder llegar a hacer la multa, pero sí se 
puede, claro que sí se puede.  Cuando ha existido una denuncia formal, Esteban es súper 
diligente y siempre le da el seguimiento a la trazabilidad y si no hay, ya él ahora está súper 
acostumbrado, que nos vamos a monitoreo y se empieza a ver con evidencia quién fue el que 
sacó esa basura. Y el tema de las cuarterías, hemos venido trabajando con CCCI y también 
estamos teniendo reuniones de propuestas con el Ministerio de Salud porque tenemos 
muchísima preocupación por la situación que está pasando en San José, a la hora de que están 
desarmando tanta cuartería, la migración va a otras zonas circunvecinas. Y lo que debemos 
nosotros es de buscar cómo se busca la ley, regular que el permiso de funcionamiento para una 
patente, poder reducir el espacio de renta, para poder regular quién alquila.  Y en eso estamos 
trabajando, ver de qué manera podemos hacer una propuesta con el Ministerio de Salud. 
 
El Regidor Suplente Jose Pablo Delgado, piensa que, en cuanto a la cámara, Zene, la cámara 
creo que va a agarrar la parte de la cuartería del lado de la franja de Alajuela, creo que eso es 
lo que va a agarrar, porque la otra parte está como donde se instaló el semáforo nuevo, más o 
menos, un poquitico más para acá, no sé si logra agarrar esa parte.  Igual, voy a mencionar a 
los vecinos que pongan la denuncia y si ellos no ponen la denuncia, la pongo yo, porque sí he 
recibido quejas, no sé, de los vecinos. En cuanto a la basura, el problema de la basura, 
propiamente en la esquina, ahí donde está la cámara, es por toda esa población de la cuartería 
que hay ahí y llegan y tiran toda la basura y todo el asunto ahí, pero tenemos el monitoreo de la 
cámara, pero de qué manera podemos hacerles la multa a ellos. Esa es la parte que tal vez se 
ha luchado un poco desde hace tiempo y se viene luchando con esa situación, porque usted 
sabe que la cuartería es ahí, el problema es ahí, el problema es en Puente Mulas, el problema 
es más atrás yendo hacia el Súper 10, un toquecito, esos 3 focos son los que nos están dando 
problema, pero con este sí podemos controlar, tal vez vea la opción de estar monitoreando un 
poco con esa cámara, y como le digo, el problema es cuándo ellos se mudan, que es muy 
constante, cuando usted ve a un carro bajando cosas, dejaron un poco tiradas y se fueron y 
están en esa situación, sí le agradecería y le voy a hacer la consulta a los vecinos a ver si ellos 
quieren poner la denuncia y si no la pondré yo, porque yo sí traté de hablar con los dueños de 
la propiedad en algún momento, varios vecinos trataron de hablar con los dueños de la 
propiedad y no quiso hacer caso, ya tocará las otras opciones. 
 
ARTÍCULO 20.  El Regidor Propietario Ulises Araya, formula que buenas noches Alcaldesa 
nuevamente, informarle a usted y a todo el pueblo que nos escucha que hoy se presentó el 
proyecto de ley ya formalmente, reforma al Artículo 27 de la Ley de Patentes de la Municipalidad 
de Belén, se le asignó el número de expediente 25.663, la intención como se fue esto de acá es 



  

que lo firmaran los Diputados de la provincia de Heredia, lo firmaron las diputaciones de 
Liberación Nacional, del Frente Amplio, pero no lo firmaron las diputaciones de Pueblo 
Soberano, doña Marta Esquivel y el otro señor se me olvida el nombre, yo quería consultarle si 
usted sabe algo al respecto, porque aparentemente lo que señalaban ellos es que van a 
presentar ellos otro proyecto de Ley de Patentes, para lo cual me suena extraño porque un 
proyecto de ley de patentes de cualquier Municipalidad tiene que ir con acuerdo previo del 
Concejo Municipal y siendo que en este momento nosotros no tenemos en la agenda ningún 
proyecto de ley distinto, quería saber si usted está informada al respecto. Sé que en algún 
momento usted nos había hablado de un tema de cobrarle mediante la Ley de Patentes a las 
cableras, lo cual yo veía muy loable y muy positivo, pero también habíamos dicho que para 
nosotros era una urgencia tener esto ya reformado para efectos de Cuidados Paliativos, para 
efectos de que el Adulto Mayor, para efectos de que la Cruz Roja pudieran tener fondos 
asegurados en ley, y que como ha sido la intención de todos acá, suya y nuestra, a futuro 
independientemente de quienes estén aquí, ese dinero esté asegurado, lo que quería 
consultarle es si usted sabe algo al respecto de esta situación de otro proyecto de ley de 
patentes que provendría de la Municipalidad de Belén y que podría haber sido la razón de por 
qué los Diputados de Pueblo Soberano, los 2 de Heredia, no firmaron el proyecto. 
 
La Alcaldesa Municipal Zeneida Chaves, advierte que acá desde que yo ingresé, usted se 
acuerda de que hemos venido buscando esto cuando era Regidora, que se había mocionado 
para que en los espectáculos públicos se hiciera un porcentaje, se había hecho una distribución 
y que eso se había mandado a Jorge González y a Patentes. Ellos siempre lo que dijeron era 
que tenían una contratación para hacer la reforma de la Ley de Patentes. Y esa contratación, 
voy a averiguarme absolutamente qué es lo que ha pasado, porque sí hay, desde ese momento 
yo sé que hay una propuesta para hacer la reforma de la Ley de Patentes, pero prefiero 
consultarle a Jorge González, hacerle una consulta más específica, como usted hoy me la 
realiza a mí. 
 
El Regidor Propietario Ulises Araya, consulta que sí, Zene, entonces vos no hablaste con doña 
Marta Esquivel sobre el tema, porque no sé si doña Marta habría llamado a don Jorge, lo dudo 
mucho que ella tenga el teléfono de don Jorge, pero lo que ellos adujeron, no es que están en 
contra, no dijeron que están en contra de la Ley de Patentes que mandamos como Concejo 
Municipal, lo que adujeron es que ellos escucharon que se va a presentar otro proyecto de Ley 
de Patentes y que por eso es que no lo firmaron. Es saber si usted tenía conocimiento o le 
preguntaron a usted, más concretamente, acerca de este asunto. 
 
La Alcaldesa Municipal Zeneida Chaves, razona que yo te voy a averiguar bien a ver qué fue lo 
que pasó, no estoy ahorita, no tengo conocimiento de eso, pero yo le puedo decir desde lo que 
he estado, Jorge, que hemos estado tratando siempre que los espectáculos públicos le dejaran 
un porcentaje, que ha sido mi lucha, que se le deje un porcentaje a la Cruz Roja, Cuidados 
Paliativos y al Centro Diurno del Adulto Mayor, que eso es siempre, que si el pueblo se jode, 
que de verdad reciba el beneficio a ellos, con la ley de espectáculos públicos, que eso se ha 
aprobado por unanimidad cuando yo era Regidora, pero esta parte voy a consultarlo.  Lo que 
yo sé es que había una contratación para hacer la Ley, que Jorge me lo ha reiterado muchas 
veces y yo le he dicho que trabajemos, porque eso, cuando empezamos a hablar sobre el 



  

Reglamento de Espectáculos Públicos que se hizo a nivel nacional, eso también se había 
hablado, de verdad, de muchas necesidades, de que siempre existe una, de que el pueblo se 
jode unos días, pero recibe bastantes recursos libres, que son los más difíciles. Por ejemplo, 
este año, con relación al año pasado, hay 300 millones menos que vamos a recibir para 
presupuestar en el 2027, es doloroso que en realidad no tengamos nosotros esos recursos para 
poder invertir, porque los recursos libres nos ayudan con lo social cualquier cantidad.  Y de ahí 
es una cosa que esta que está aquí está muy ocupada y preocupada de qué manera vamos a 
compensar eso. 
 
ARTÍCULO 21.  La Vicepresidenta Municipal Teresita Venegas, señala que doña Zeneida. En 
realidad yo quería reforzar un poco la consulta que hizo el compañero Regidor José Pablo 
Delgado sobre el tema del Parque de San Vicente, porque precisamente el pasado 10 de julio 
que estuvimos por allá en la participación que hubo con los medios de comunicación sobre el 
tema de los límites, yo me fui a dar una vuelta en la noche buscándolas porque se modificó el 
lugar y precisamente llegué a ese parque y no sé, los compañeros, los chiquitos que estaban 
alrededor se me acercaron y me preguntaron que si yo era de la Muni y me expresaron que ya 
sí tenían varios años de que tienen el parquecito cerrado, mi consulta va orientada, aquí tengo 
un video de ellos pidiendo la apertura y me partió el alma en ese sentido porque es una de las 
comunidades de más bajos recursos del Cantón y de más necesidad, encomendarle que nos 
dé un informe sobre la situación de ese parque. 
 

CAPÍTULO V 
 

INFORMES DE LOS ASESORES DEL CONCEJO MUNICIPAL. 
 

ARTÍCULO 22.  Se conoce el Oficio MB-060-2026 del Asesor Legal Luis Alvarez.  De 
conformidad con el requerimiento del Concejo Municipal mediante oficio N° Ref. 0711/2026, del 
11 de febrero del 2026; procede esta asesoría legal a emitir las siguientes consideraciones, 
aclarando de previo que los alcances del presente pronunciamiento constituyen una mera 
opinión jurídica que no involucra un pronunciamiento de carácter obligatorio y vinculante, el cual 
puede ser adicionado o aclarado por éste órgano asesor en caso de que así se requiera, 
indicando además que se basa en los aspectos consultados y limitado al estudio del expediente 
y documentos remitidos a estudio. 
 
PRIMERO: OBJETO DE LA CONSULTA.  Criterio legal respecto de la regulación del acceso y 
participación en las sesiones del Concejo Municipal, los alcances de la costumbre como fuente 
del derecho y la delimitación competencial entre el Concejo Municipal y la Alcaldía, en razón del 
oficio DJ-048-2026 emitido por la Dirección Jurídica.  
 
SEGUNDO: ANÁLISIS LEGAL DEL CASO CONCRETO 
 
a) Sobre la costumbre como fuente del derecho y la jerarquía de normas. 

 
La costumbre sí puede operar como fuente del derecho, pero su eficacia está subordinada a la 
jerarquía normativa y, en el ámbito del derecho público, solo resulta admisible de manera 



  

complementaria, esto es, para interpretar, integrar o delimitar el ordenamiento jurídico, nunca 
para contrariar una norma escrita ni para desplazar el principio de legalidad. 
 
Respecto a la supremacía de la ley, dispone el artículo 129 de la Constitución Política: 
 
“ARTÍCULO 129.- Las leyes son obligatorias y surten efectos desde el día que ellas designen; 
a falta de este requisito, diez días después de su publicación en el Diario Oficial.   

 
Nadie puede alegar ignorancia de la ley, salvo en los casos que la misma autorice.   

 
No tiene eficacia la renuncia de las leyes en general, ni la especial de las de interés público.   

 
Los actos y convenios contra las leyes prohibitivas serán nulos, si las mismas leyes no disponen 
otra cosa.   

 
La ley no queda abrogada ni derogada sino por otra posterior; contra su observancia no podrá 
alegarse desuso, costumbre ni práctica en contrario. Por vía de referéndum, el pueblo podrá 
abrogarla o derogarla, de conformidad con el artículo 105 de esta Constitución”.  
 
En sintonía, el artículo 7 de la Ley General de la Administración Pública establece: 
 
“Artículo 7º.- 

 
1. Las normas no escritas -como la costumbre, la jurisprudencia y los principios generales de 
derecho- servirán para interpretar, integrar y delimitar el campo de aplicación del ordenamiento 
escrito y tendrán el rango de la norma que interpretan, integran o delimitan. 

 
2. Cuando se trate de suplir la ausencia, y no la insuficiencia, de las disposiciones que regulan 
una materia, dichas fuentes tendrán rango de ley. 

 
3. Las normas no escritas prevalecerán sobre las escritas de grado inferior”. 
 
En ese marco, la jerarquía normativa cumple una función de orden y prevalencia. No toda 
práctica reiterada de la Administración ni todo uso institucional adquiere, por sí mismo, valor 
normativo suficiente para imponerse sobre una disposición vigente. La validez de la costumbre 
depende de su compatibilidad con el bloque de legalidad. 
 
Ello ha sido reiterado por la Procuraduría General de la República y la doctrina, que disponen:  
“Ahora bien, la doctrina se ha interrogado sobre si tiene valor normativo el llamado precedente 
administrativo, sea la práctica reiterada de la Administración en la aplicación de una norma. La 
respuesta a la pregunta ha sido negativa.  Al respecto, García de Enterría   nos señala:  Como 
ha notado De Castro nuestro Derecho sólo admite la costumbre extra legem, no la secundum 
legem. Cuando existe una Ley ha de aplicarse, los sujetos del ordenan directamente a ella, sin 
que tener que pasar por la versión que de la misma da uno de esos sujetos, la Administración; 
mucho más el argumento es aplicable respecto de los Tribunales a los que sería absurdo 



  

entender vinculados por esa práctica administrativa”. (Dictamen C-232 del 23 de junio del 2005, 
PGR) 
 
A partir de lo anterior, debe entenderse que, aun cuando una práctica administrativa sea 
constante, uniforme y prolongada, no puede prevalecer sobre la Constitución, la ley ni el 
reglamento que regula la materia; únicamente puede ser tomada en consideración cuando actúa 
secundum legem o, en su caso, praeter legem, pero no contra legem.  En derecho público la 
costumbre no tiene aptitud para derogar, modificar o vaciar de contenido una regla escrita, sino, 
a lo sumo, para auxiliar su entendimiento o colmar vacíos dentro de los límites que el 
ordenamiento permite.  Desde esa perspectiva, si el ordenamiento costarricense reconoce una 
escala de fuentes y una prelación entre ellas, la costumbre queda necesariamente situada en 
un plano subordinado respecto de las fuentes escritas superiores.  
 
De ahí que el análisis correcto no consista en preguntar solo si una práctica ha existido o si ha 
sido reiterada, sino, además, si esa práctica es jurídicamente compatible con la norma aplicable.  
En otras palabras, la repetición fáctica no transforma, por sí sola, una conducta en regla 
jurídicamente obligatoria frente a un mandato expreso del ordenamiento.  Así las cosas, la 
práctica invocada como costumbre no tiene la virtud de desplazar ni modificar el régimen jurídico 
que al efecto establece el aplicable a la participación en las sesiones del Concejo Municipal, por 
cuanto se encuentra subordinada a la jerarquía normativa y al principio de legalidad, de modo 
que únicamente podría ser considerada en forma complementaria, nunca en contravención de 
normas expresas. 
 
Es decir, la práctica institucional consistente en la participación de determinados funcionarios o 
asesores en las sesiones del Concejo Municipal, sin un sustento expreso en la normativa vigente 
o en contravención de esta, no puede considerarse jurídicamente obligatoria ni válida por el solo 
hecho de su reiteración en el tiempo. 
 
b) Sobre la asistencia y participación a las sesiones del Concejo Municipal. 

 
El ordenamiento jurídico municipal reconoce al Concejo Municipal la competencia para acordar, 
mediante mayoría calificada, medidas restrictivas en el acceso o la participación del público en 
la sala de sesiones, incluyendo la determinación del número de personas asistentes y la orden 
de salida de quienes, por su comportamiento, interrumpan o imposibiliten el adecuado desarrollo 
de la sesión, facultad que constituye una manifestación legítima de la potestad de 
autoorganización y de policía interna del órgano colegiado, directamente vinculada a su función 
deliberativa y plenamente compatible con el carácter público de las sesiones, en tanto su 
ejercicio se oriente a garantizar el orden, la funcionalidad y la eficacia del debate, bajo criterios 
de razonabilidad y proporcionalidad. 
 
En una primera dimensión, el Concejo Municipal debe ajustar su actuar al principio de legalidad, 
consagrado en los artículos 11 de la Constitución Política y de la Ley General de Administración 
Pública, los cuales, respectivamente, indican: 
 



  

“ARTÍCULO 11.-Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad. Están 
obligados a cumplir los deberes que la ley les impone y no pueden arrogarse facultades no 
concedidas en ella. Deben prestar juramento de observar y cumplir esta Constitución y las 
leyes. La acción para exigirles la responsabilidad penal por sus actos es pública. La 
Administración Pública en sentido amplio, estará sometida a un procedimiento de evaluación 
de resultados y rendición de cuentas, con la consecuente responsabilidad personal para los 
funcionarios en el cumplimiento de sus deberes. La ley señalará los medios para que este 
control de resultados y rendición de cuentas opere como un sistema que cubra todas las 
instituciones públicas”. 

 
“Artículo 11.- 

 
1. La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar 
aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la 
escala jerárquica de sus fuentes”. 
 
En virtud de dicho principio, el Concejo Municipal únicamente puede ejercer aquellas 
competencias que le han sido expresamente atribuidas por el ordenamiento jurídico, debiendo 
ajustar su actuación a los fines y límites establecidos por la ley, sin incurrir en extralimitaciones 
ni en la asunción de potestades ajenas a su ámbito funcional.  
 
En consideración de ello, debe atenderse a lo descrito por el inciso v) del artículo 13 del Código 
Municipal, que dispone: 
 
“Artículo 13. - Son atribuciones del concejo:  

 
(...) 

 
v) Acordar medidas restrictivas en el acceso o la permanencia en la sala de sesión. Mediante 
mayoría calificada, determinará el número de personas asistentes a la sesión en calidad de 
público, así como ordenará la salida del recinto de aquellas personas que por su 
comportamiento imposibiliten o interrumpan el desarrollo de esta”. 
Asimismo, debe leerse lo dispuesto en el artículo 13 del Reglamento de sesiones y 
funcionamiento del concejo municipal del cantón de Belén: 
 
“Artículo 13.—Corresponde a la Presidencia del Concejo: 

 
a. Presidir y dirigir las sesiones, abrirlas, suspenderlas y cerrarlas. 
b. Preparar el orden del día. 
c. Recibir las votaciones y anunciar la aprobación o el rechazo de un asunto. 
d. Dirigir y coordinar el debate. 
e. Conceder la palabra y regularla. 
f. Retirar la palabra a quien haga uso de ella sin permiso, no se concrete al tema en discusión 
o se exceda en sus expresiones. 
g. Vigilar el orden en las sesiones y el respeto mutuo entre los participantes. 



  

h. Hacer retirar de ellas a quienes se comporten indebidamente. 
i. Firmar, junto con la secretaría, las actas de las sesiones. 
j. Nombrar a los y las integrantes de las comisiones permanentes (artículo 49 del Código 
Municipal), ordinarias y especiales (artículo 34 inciso g), del Código Municipal), haciendo que 
participen en ellas las fracciones políticas representadas en el Concejo, procurando equidad 
de género en cada una de ellas, y señalarles el plazo para rendir sus dictámenes. 
k. Conceder los recesos de acuerdo con el presente reglamento. 
l. Otorgar o denegar los permisos para abandonar las sesiones”. 
 
El inciso anterior constituye una habilitación legal expresa a favor del Concejo Municipal para 
adoptar medidas restrictivas relacionadas con el acceso y la permanencia del público en la sala 
de sesiones, siempre que estas se acuerden mediante mayoría calificada y se orienten a 
garantizar el adecuado desarrollo de la deliberación.  Esta disposición confirma que el legislador 
reconoció al Concejo una potestad específica de orden y control interno, vinculada directamente 
a su funcionamiento como órgano colegiado, la cual debe ejercerse en armonía con el principio 
de publicidad de las sesiones, sin desnaturalizarlo, pero permitiendo la adopción de medidas 
razonables y proporcionales cuando el comportamiento de las personas asistentes afecte la 
normalidad, el orden o la eficacia del debate municipal. 
 
Dicha disposición debe leerse en forma de base para la lectura del artículo 41 del mismo cuerpo 
normativo, que cita: 
 
“Artículo 41. - Las sesiones del Concejo serán públicas. El Concejo deberá reglamentar la 
intervención y formalidad de los particulares”. 
 
Conforme a lo expuesto, las sesiones del Concejo Municipal revisten carácter público; sin 
embargo, dicho órgano se encuentra legalmente facultado para regular la asistencia, 
permanencia, participación, y sobre todo la forma de intervención de las personas asistentes, 
en la medida en que ello resulte necesario para garantizar el orden y el adecuado desarrollo de 
las sesiones, sin afectar el principio de publicidad ni interferir en la dinámica administrativa 
municipal ni en las competencias propias del Alcalde.  Adicionalmente, el reglamento delimita 
claramente quiénes son participantes permanentes o invitados a las sesiones, al disponer: 
 
“Participantes invitados o convocados: Son aquellas personas que han sido invitadas o que 
han pedido audiencia a la sesión; que han sido convocadas a ella para participar, asesorar, 
aportar en el debate, informar, presentarse o presentar algún asunto, juramentarse, recibir 
información o reconocimiento y cualquier otro motivo que el Concejo haya considerado 
pertinente. Los servidores municipales tienen obligatoriedad de asistencia a la convocatoria 
cuando el Concejo lo determine, conforme a lo dispuesto por el artículo 40 del Código Municipal. 

 
Participantes permanentes del Concejo: Son personas designadas por elección popular para 
ejercer su voz, a saber, regidores, síndicos, alcalde y vicealcaldes; ya sean propietarios o 
suplentes. Todos fueron electos para representar la voz (opinión) de los munícipes y esto debe 
reflejarse en este reglamento. Dentro del gobierno municipal y principalmente en las sesiones 
sólo los regidores propietarios pueden ejercer el voto. Todos están en la sesión para opinar y 



  

representar a los munícipes. Debe quedar claro que esa es una función de todos y cada uno 
de los electos”. 
 
En esa línea, el propio reglamento de sesiones delimita claramente las categorías de 
participantes, permanentes e invitados, así como las condiciones bajo las cuales los servidores 
municipales pueden ser convocados, lo cual evidencia que la participación en las sesiones no 
es irrestricta, sino jurídicamente regulada. En consecuencia, cualquier práctica que pretenda 
flexibilizar o alterar estas reglas debe ser analizada a la luz del bloque de legalidad, y no asumida 
como obligatoria por su sola reiteración. 
 
Al respecto, la Procuraduría General de la República, mediante el criterio PGR-C-116-2025, se 
pronuncia sobre la potestad legal del Concejo Municipal para convocar a un funcionario a 
comparecer ante el órgano colegiado, y desarrolla los alcances y límites de dicha atribución 
dentro del marco de las competencias legalmente asignadas al Concejo:  “Es necesario indicar 
que bajo ninguna circunstancia se puede entender como que el Concejo estaría anulando, 
desautorizando, o bien, constriñendo las competencias dispuestas en el artículo 17 al Alcalde, 
ya que el artículo 40 es claro al atribuirle exclusivamente la potestad de llamar a cualquier 
funcionario municipal a sus sesiones, por lo que el Alcalde no tiene injerencia alguna en este 
llamado, así que no se le estaría cercenando ninguna de sus competencias. 

 
(...) 

 
En ese orden de ideas, no es necesario que exista un “visto bueno” del Alcalde Municipal, para 
que un funcionario que haya sido requerido por el Concejo Municipal de conformidad con lo 
que se establece en numeral 40 del Código Municipal, pueda asistir a la sesión a la que se le 
ha requerido, ya que tal y como se encuentra prevista la norma (artículo 40), este llamado es 
una potestad única y exclusiva del Concejo, sin que para esto la ley haya establecido acción 
alguna del Alcalde”.  
 
El análisis contenido en el criterio PGR-C-116-2025 resulta aplicable al supuesto de la 
restricción de acceso o participación de un funcionario en las sesiones del Concejo Municipal 
porque ambos escenarios (la convocatoria a comparecer y la eventual limitación de acceso o 
permanencia), parten de una misma premisa jurídico-institucional: la existencia de potestades 
propias, expresamente atribuidas al Concejo Municipal por el legislador, directamente 
vinculadas a su funcionamiento deliberativo y al ejercicio de control político, y diferenciadas de 
las competencias administrativas que corresponden a la Alcaldía.  Este mismo razonamiento se 
proyecta, por analogía jurídica, al ejercicio de la potestad del Concejo de regular el acceso y la 
participación de personas, incluidos funcionarios, en sus sesiones. En ambos casos, se trata de 
decisiones intrínsecamente ligadas a la dinámica interna del órgano colegiado, orientadas a 
garantizar el orden, la eficacia y la normalidad del debate, y no al ejercicio de funciones de 
dirección administrativa, gestión del personal o control jerárquico, que sí corresponden a la 
Alcaldía. 
 
Por ello, la eventual restricción de la participación de un funcionario en una sesión, cuando 
responde a criterios objetivos, razonables y debidamente motivados, no supone una anulación, 



  

desautorización ni interferencia ilegítima en las competencias del Alcalde, sino el ejercicio 
legítimo de una potestad propia del Concejo. 
 

c) Sobre la relación entre el Concejo Municipal y la Alcaldía.  
 
La relación entre el Concejo Municipal y la Alcaldía no es de subordinación ni de 
coadministración, sino de ejercicio autónomo de competencias legalmente asignadas, dentro de 
una distribución funcional definida por el ordenamiento jurídico.  En efecto, el régimen municipal 
costarricense se estructura a partir de una clara separación de funciones entre el órgano 
deliberativo (Concejo Municipal) y el órgano ejecutivo (Alcaldía), ambos dotados de 
competencias propias, excluyentes y no subordinadas entre sí. 
 
Al respecto, explica la Procuraduría General de la República:  “… Ahora bien, esta especial 
relación entre el Concejo y el Alcalde se subsume dentro de las características propias del 
régimen municipal que, tal y como está Procuraduría lo ha indicado, es “…una representación 
a escala del gobierno nacional…”, por ende, fundamentado en los principios de democracia 
representativa, alternativa y responsable, así como en el de separación de funciones.  En el 
gobierno municipal “… existe un cuerpo deliberativo de elección popular (Concejo), que tiene 
competencias muy importantes, y un órgano ejecutivo (Alcalde), también de elección popular, 
al que le competente la función ejecutiva dentro del Gobierno Municipal.  Así las cosas, el 
gobierno municipal está compuesto por dos órganos diferentes entre sí: el Concejo y el Alcalde.  
El primero, es deliberativo, plural, donde están representadas todas las fuerzas políticas de la 
comunidad que, siguiendo el sistema electoral que prevé la Constitución Política y el Código 
Electoral, lograron obtener un puesto en ese órgano.  El segundo, es unipersonal, ejecutivo y 
con dedicación exclusiva.  Desde esta perspectiva, si bien el Alcalde no forma parte del Concejo, 
sí es un elemento esencial del Gobierno Municipal” (C-114-2002 de 9 de mayo de 2002). 

 
Debe precisarse que entre ambos órganos no media una relación de subordinación jerárquica, 
sino una dinámica de coordinación y colaboración interorgánica orientada a la satisfacción de 
los intereses públicos municipales. En esa misma línea, la Procuraduría General de la República 
ha señalado:  “…Si bien debe admitirse que los ayuntamientos tienen un “régimen bifronte”, 
compuesto por dos centros jerárquicos de autoridad, que por disposición expresa del artículo 
169 de la Constitución Política y 3 y 12 del Código Municipal, conforman el Gobierno Municipal 
(jerarquía superior) de las Corporaciones Municipales: Por un lado, el Concejo, integrado por 
regidores de elección popular, con funciones de tipo política y normativa (ordinal 12 del C.M); 
es decir, se trata de un órgano de deliberación de connotación política. Y por otro, el Alcalde, 
funcionario también de elección popular (artículo 12 del C.M.), con competencias de índole 
técnica, connotación gerencial y de ejecución (numerales 14 al 20 ibidem). Y que entre ambos 
no existe un ligamen jerárquico, sino una relación interadministrativa de coordinación necesaria 
para la labor de administración de los intereses y servicios locales del cantón a cargo del 
Gobierno Municipal que ambos conforman (artículo 169 constitucional) (Al respecto véase la 
resolución Nº 000776-C-S1-2008 de las 09:25 horas del 20 de noviembre de 2008, Sala Primera 
de la Corte Suprema de Justicia). Lo cierto es que en el caso de las corporaciones municipales, 
dadas las atribuciones que le son asignadas en el artículo 13 del Código Municipal, no cabe 
duda de que el “órgano superior supremo de la jerarquía administrativa” es el Concejo municipal, 



  

tal y como lo hemos sostenido en el dictamen C-048-2004  de 2 de febrero de 2004 (confirmado 
en el C-028-2010 de 25 de febrero de 2010) –esto con base en la resolución N° 3683-94 de las 
8:48 hrs. de 22 de julio de 1994, de la Sala Constitucional…” (Dictamen C-321-2011 del 19 de 
diciembre de 2011). 
 
A partir de esta delimitación, resulta jurídicamente improcedente entender que exista una 
relación de subordinación entre ambos órganos. El Concejo Municipal no es jerárquicamente 
superior a la Alcaldía en el ejercicio de sus competencias administrativas, ni la Alcaldía puede 
condicionar o limitar el ejercicio de las potestades propias del Concejo en su ámbito deliberativo. 
Cada órgano constituye, en su respectivo ámbito competencial, la máxima autoridad, sometida 
únicamente al ordenamiento jurídico.  En esa misma línea, tampoco puede sostenerse la 
existencia de una relación de coadministración, entendida como una gestión conjunta o 
compartida de competencias. El ordenamiento no prevé un ejercicio indistinto o concurrente de 
funciones entre el Concejo y la Alcaldía, sino una distribución clara de roles. La eventual 
interacción entre ambos órganos —por ejemplo, en la ejecución de acuerdos o en la 
comparecencia de funcionarios— no desnaturaliza esta separación, sino que constituye una 
manifestación del principio de coordinación interorgánica, siempre dentro de los límites de sus 
respectivas competencias. 
 
Este entendimiento resulta esencial para analizar las actuaciones relacionadas con el 
funcionamiento de las sesiones del Concejo Municipal. Las decisiones relativas al orden interno, 
la conducción del debate y la regulación de la participación en las sesiones pertenecen al ámbito 
propio del Concejo, como órgano deliberativo, y no pueden ser condicionadas por la Alcaldía. 
De igual forma, las decisiones relativas a la dirección administrativa, organización del personal 
y gestión institucional corresponden a la Alcaldía, sin injerencia del Concejo más allá de los 
mecanismos de control político que la ley establece.  Así las cosas, la regulación del acceso y 
participación en las sesiones del Concejo Municipal no constituye una limitación ilegítima ni una 
“mutilación” del derecho–deber de la Alcaldía de participar en las deliberaciones, sino el ejercicio 
legítimo de una potestad de orden interno que debe armonizarse con las competencias propias 
de cada órgano. 
 
En efecto, conforme al diseño institucional del régimen municipal, la Alcaldía, aun cuando no 
forma parte del Concejo Municipal, constituye un elemento esencial del gobierno local y posee 
un derecho–deber de participación en las sesiones, en tanto su intervención resulta necesaria 
para garantizar una gestión informada, la rendición de cuentas y la adecuada articulación entre 
la función deliberativa y la función ejecutiva.  No obstante, dicho derecho de participación no es 
absoluto ni irrestricto, sino que debe ejercerse dentro del marco normativo que regula el 
funcionamiento del órgano colegiado. En ese sentido, la potestad del Concejo Municipal de 
regular el acceso, participación y orden en sus sesiones, incluyendo la posibilidad de adoptar 
medidas restrictivas ante conductas que afecten el desarrollo del debate, no tiene como finalidad 
limitar competencias de la Alcaldía, sino garantizar el adecuado ejercicio de la función 
deliberativa. 
 
Así, no puede sostenerse válidamente que el ejercicio de esta potestad implique una afectación 
sustancial al derecho de la Alcaldía de participar en las sesiones, en tanto no se trate de una 



  

exclusión arbitraria, generalizada o carente de motivación. Por el contrario, cuando las medidas 
adoptadas responden a criterios objetivos, razonables y proporcionales, y se orientan a 
preservar el orden, la funcionalidad y el respeto dentro de la sesión, estas resultan plenamente 
compatibles con el ordenamiento jurídico.  Desde esta perspectiva, la regulación del acceso o 
participación no incide en la titularidad de la competencia de la Alcaldía ni en su deber de 
participación, sino únicamente en las condiciones de ejercicio de dicha participación dentro del 
espacio deliberativo. En otras palabras, no se trata de una supresión o “mutilación” de derechos, 
sino de una delimitación funcional necesaria para asegurar la correcta dinámica del órgano 
colegiado. 
 
TERCERO: CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES.  De conformidad con las 
consideraciones de hecho y de Derecho expuestas, se concluye lo siguiente: 
 
1. Con fundamento en el artículo 129 de la Constitución Política, el artículo 7 de la Ley General 

de la Administración Pública y el Dictamen C-232-2005 de la Procuraduría General de la 
República, la costumbre, la costumbre, en el ámbito del derecho público, tiene un carácter 
subordinado a la jerarquía normativa, por lo que únicamente puede operar de forma 
complementaria para interpretar, integrar o delimitar el ordenamiento jurídico, sin que 
pueda contradecir normas escritas ni desplazar el principio de legalidad. 

 
2. Con base en el principio de legalidad, así como en la doctrina administrativa citada por la 

Procuraduría General de la República en el dictamen C-232 del año 2005, la práctica 
administrativa consistente en permitir la participación o permanencia irrestricta de 
funcionarios o asesores en las sesiones del Concejo Municipal, sin sujeción a las reglas 
establecidas en el Código Municipal y el reglamento de sesiones, no tiene la virtud de crear 
una regla jurídica obligatoria ni de modificar el régimen legal aplicable, siendo que al efecto 
prevalece la regulación que al efecto se haya dispuesto en el Reglamento de sesiones y 
funcionamiento del Concejo Municipal del cantón de Belén. aprobado en el ejercicio de las 
facultades que le confieren la Constitución Política en los artículos 169 y 170, y en el Código 
Municipal en el artículo 4º inciso a); artículo 13 inciso d). 

 
3. Con fundamento en el artículo 13 inciso v) del Código Municipal, en relación con el artículo 

41 del mismo cuerpo normativo y el artículo 13 del Reglamento de sesiones y 
funcionamiento del Concejo Municipal del cantón de Belén, el Concejo Municipal cuenta 
con una habilitación legal expresa para regular el acceso, participación y la permanencia 
en la sala de sesiones, incluyendo la posibilidad de limitar la presencia de personas y 
ordenar su retiro cuando su conducta afecte el desarrollo de la sesión, como manifestación 
de su potestad de autoorganización y policía interna. 

 
4. De conformidad con los artículos 169 de la Constitución Política, 12, 13 y 17 del Código 

Municipal, así como los dictámenes C-114-2002 y C-321-2011 de la Procuraduría General 
de la República y la resolución N° 000776-C-S1-2008 de la Sala Primera, la relación entre 
el Concejo Municipal y la Alcaldía es de coordinación y no de subordinación ni de 
coadministración, siendo cada órgano la máxima autoridad dentro de su respectivo ámbito 
competencial. 



  

 
5. Con base en el artículo 40 del Código Municipal, el criterio PGR-C-116-2025 y el principio 

de legalidad, en ese marco, la regulación del acceso o participación en las sesiones del 
personal de la Alcaldía no constituye una “mutilación” del derecho–deber de la Alcaldesa 
de participar en las deliberaciones, sino una delimitación válida de las condiciones en que 
se ejerce dicha participación conforme lo regula el Código Municipal y el Reglamento de 
Sesiones y Funcionamiento del Concejo Municipal de Belén. 

 
6. Por el contrario, una eventual práctica que pretenda impedir o condicionar de forma general 

la participación de la Alcaldesa en las sesiones sí resultaría contraria al ordenamiento 
jurídico; no así las medidas puntuales orientadas a garantizar el orden y la eficacia del 
debate que se adecúan a las competencias otorgadas por el Código Municipal, en apego 
al principio de legalidad. 

 
La Regidora Propietaria Ana Betty Valenciano, expone que gracias, don Luis, por el informe. Yo 
iría un poquito más allá, porque hasta el día de hoy yo creo que vamos a finiquitar un tema que 
nació a raíz de un oficio que presentó doña Teresita cuando fue Presidenta del Concejo 
Municipal para que se le aclararan cuáles eran las funciones que tenía un Presidente del 
Concejo Municipal. Posteriormente a eso, hubo un Recurso de Revisión presentado por el 
compañero Hilbert sobre el acuerdo que habíamos tomado en relación a ese oficio, e inclusive 
hay un dictamen de Comisión de la Comisión de Gobierno, Administración y Asuntos Jurídicos, 
en el cual nosotros presentamos un dictamen de minoría a ese dictamen de la Comisión, en 
donde se decía que en ese Concejo Municipal era costumbre de que los funcionarios vinieran y 
pudieran participar.  Nosotros siempre mantuvimos las tesis respaldadas en el Artículo 40 del 
Código Municipal, que es el Concejo Municipal el que solicita la presencia de un funcionario 
municipal cuando se necesita el criterio técnico o ampliar la información que tiene en ese 
momento en discusión o en análisis el Concejo Municipal. Y creo que hoy, con el dictamen que 
nos presenta don Luis, el MB-060, ya eso queda claro para todas las partes. Nosotros nunca 
nos hemos opuesto a que un funcionario municipal participe de una sesión municipal.  Lo que 
siempre quisimos aclarar es que se debía ser apegados al Artículo 40 del Código Municipal y 
hoy don Luis, con ese oficio, nos ratifica lo que nosotros expusimos reiteradas veces en este 
Concejo Municipal. 
 
El Regidor Propietario Ulises Araya, recomienda que agradecerle mucho a la Asesor Legal don 
Luis Álvarez.  Me parece que, más allá del asunto que originaba este informe legal, sirve para 
muchísimo. Es un documento en el que uno aprende bastante desde el principio de legalidad, 
desde el rango de la norma, desde las fuentes originarias del derecho. En eso yo le agradezco 
a don Luis.  Creo que es uno de esos MB que yo guardo en una carpeta especial con MB que 
son muy importantes. Y ahí lo dejo a punto de que trata, porque es algo que para futuro va a 
servir muchas veces más. Por lo demás, yo quisiera señalar lo que indica la página 8 del MB, 
donde indica en esta línea y cito el propio Reglamento de Sesiones delimita claramente las 
categorías de participantes permanentes e invitados, así como las condiciones bajo las cuales 
los servidores municipales pueden ser convocados lo cual evidencia que la parte de 
participación en las sesiones no es irrestricta, sino jurídicamente regulada”. Esta discusión 
derivó de una práctica que, si bien se hacía en el Concejo Municipal, no era una práctica de 



  

participación. No estaba conforme al derecho.  Se practicaba, sí, pero se practicaba al margen 
de lo que dice el marco normativo aplicable. Llámese el Código Municipal y llámese el 
Reglamento de Sesiones del Concejo Municipal. Nunca ha sido intención cercenar el derecho 
que tiene la Alcaldía a que pueda expresarse.  Puede expresarse la Alcaldesa todo lo que ella 
considere. Puede hacerse acompañar de sus asesores, los cuales puedan recomendarle. Pero 
la participación de funcionarios está regulada y esa regulación otorga al pleno del Concejo 
Municipal que, si alguien quiere desvirtuar el Orden del Día, se ocupa mayoría calificada para 
que alguien que no es miembro permanente de este Concejo Municipal pueda participar.  Y eso 
fue lo que siempre señalamos nosotros con mucho respeto. Yo considero que, lo digo 
respetuosamente para doña Zeneida, uno cuando acepta un cargo tan importante como el de 
la Alcaldía, debe hacer siempre un esfuerzo por estar medianamente informado de los asuntos 
que pasan en la administración municipal. Es cierto que uno no va a tener jamás todas las 
respuestas, menos cuando son asuntos de índole técnico, pero lo cierto es que sí debería uno 
manejar cómo van los procesos más importantes de la Municipalidad de Belén.  Y es por eso 
que incluso el Reglamento de Sesiones tiene una parte que habla sobre Consultas a la Alcaldía. 
Sobre el tema originario, incluso me voy de previo a lo que mencionaba la compañera Ana Betty 
cuando la compañera Teresita Venegas hizo esa petición. Hubo varias sesiones al inicio de esta 
gestión donde hubo funcionarios, no voy a decir el nombre para no aludir, que a mi modo de ver 
se pasaron.  Una cosa es discutir aquí, una cosa es discrepar, pero otra es gritarle a los 
Regidores. Los Regidores hemos sido electos por el Cantón de Belén, por la población del 
Cantón de Belén. Y un funcionario, aunque sea el más antiguo o el penúltimo más antiguo de 
esta Municipalidad no tiene por qué venir a gritarle a un Regidor porque tiene un punto 
discordante de lo que él señala.  El aspecto técnico es sumamente importante, nosotros lo 
requerimos siempre, pero tampoco es la voz del Papa que en materia de fe se dice que es 
infalible. Puede ser falible, uno puede equivocarse y puede haber elementos que a la luz de una 
lectura y de un consejo de alguien que orientó, otro técnico externo, podría hacer contrario en 
ese argumento a lo que refleja un determinado técnico de la Municipalidad de Belén. Así que, 
de mi parte, con el aval de este MB-060-2026, creo que la discusión queda zanjada y de aquí 
para futuro tenemos más que clara cuáles son las reglas del juego del funcionamiento del 
Concejo Municipal. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dar por recibido el oficio del Asesor Legal.  
SEGUNDO:  Aprobar las recomendaciones del oficio del Asesor Legal.  TERCERO:  Con 
fundamento en el Artículo 129 de la Constitución Política, el Artículo 7 de la Ley General de la 
Administración Pública y el Dictamen C-232-2005 de la Procuraduría General de la República, 
la costumbre, la costumbre, en el ámbito del derecho público, tiene un carácter subordinado a 
la jerarquía normativa, por lo que únicamente puede operar de forma complementaria para 
interpretar, integrar o delimitar el ordenamiento jurídico, sin que pueda contradecir normas 
escritas ni desplazar el principio de legalidad.  CUARTO:  Con base en el principio de legalidad, 
así como en la doctrina administrativa citada por la Procuraduría General de la República en el 
dictamen C-232 del año 2005, la práctica administrativa consistente en permitir la participación 
o permanencia irrestricta de funcionarios o asesores en las sesiones del Concejo Municipal, sin 
sujeción a las reglas establecidas en el Código Municipal y el reglamento de sesiones, no tiene 
la virtud de crear una regla jurídica obligatoria ni de modificar el régimen legal aplicable, siendo 
que al efecto prevalece la regulación que al efecto se haya dispuesto en el Reglamento de 



  

sesiones y funcionamiento del Concejo Municipal del cantón de Belén. aprobado en el ejercicio 
de las facultades que le confieren la Constitución Política en los artículos 169 y 170, y en el 
Código Municipal en el artículo 4º inciso a); artículo 13 inciso d).  QUINTO:  Con fundamento en 
el Artículo 13 inciso v) del Código Municipal, en relación con el Artículo 41 del mismo cuerpo 
normativo y el Artículo 13 del Reglamento de sesiones y funcionamiento del Concejo Municipal 
del Cantón de Belén, el Concejo Municipal cuenta con una habilitación legal expresa para 
regular el acceso, participación y la permanencia en la sala de sesiones, incluyendo la 
posibilidad de limitar la presencia de personas y ordenar su retiro cuando su conducta afecte el 
desarrollo de la sesión, como manifestación de su potestad de autoorganización y policía 
interna.  SEXTO:  De conformidad con los artículos 169 de la Constitución Política, 12, 13 y 17 
del Código Municipal, así como los dictámenes C-114-2002 y C-321-2011 de la Procuraduría 
General de la República y la resolución N° 000776-C-S1-2008 de la Sala Primera, la relación 
entre el Concejo Municipal y la Alcaldía es de coordinación y no de subordinación ni de 
coadministración, siendo cada órgano la máxima autoridad dentro de su respectivo ámbito 
competencial.  SETIMO:  Con base en el artículo 40 del Código Municipal, el criterio PGR-C-
116-2025 y el principio de legalidad, en ese marco, la regulación del acceso o participación en 
las sesiones del personal de la Alcaldía no constituye una “mutilación” del derecho–deber de la 
Alcaldesa de participar en las deliberaciones, sino una delimitación válida de las condiciones en 
que se ejerce dicha participación conforme lo regula el Código Municipal y el Reglamento de 
Sesiones y Funcionamiento del Concejo Municipal de Belén.  OCTAVO:  Por el contrario, una 
eventual práctica que pretenda impedir o condicionar de forma general la participación de la 
Alcaldesa en las sesiones sí resultaría contraria al ordenamiento jurídico; no así las medidas 
puntuales orientadas a garantizar el orden y la eficacia del debate que se adecúan a las 
competencias otorgadas por el Código Municipal, en apego al principio de legalidad. 
 
ARTÍCULO 23.  Se conoce el Oficio MB-061-2026 del Asesor Legal Luis Alvarez.  De 
conformidad con el requerimiento del Concejo Municipal mediante acuerdo N° Ref. 6722/2025, 
del 02 de diciembre del 2025; procede esta asesoría legal a emitir las siguientes 
consideraciones, aclarando de previo que los alcances del presente pronunciamiento 
constituyen una mera opinión jurídica que no involucra un criterio de carácter obligatorio y 
vinculante, el cual puede ser adicionado o aclarado en caso de que así se requiera, indicando 
además que se basa en los aspectos consultados y limitado al análisis del expediente y los 
documentos remitidos a estudio. 
 
PRIMERO: OBJETO DE LA CONSULTA.  A solicitud del Concejo Municipal se remite 
investigación preliminar relacionada con las actuaciones administrativas vinculadas con el 
dictado, ejecución y revisión de la Resolución N° 022-2015 del 28 de enero de 2015, emitida 
por la Unidad Tributaria de la Municipalidad de Belén, a efectos de suministrar al Concejo 
Municipal y a la Administración activa un insumo jurídico para valorar, dentro de sus respectivas 
competencias, la eventual existencia de responsabilidades administrativas, civiles o penales 
atribuibles a las personas funcionarias que resulten vinculadas con los hechos, así como la 
eventual procedencia de acciones de recuperación patrimonial contra personas exfuncionarias, 
previa verificación de los presupuestos legales y los plazos de prescripción aplicables. 
 



  

De conformidad con lo expuesto en la presente investigación preliminar, se remite este 
documento, de carácter confidencial, al Concejo Municipal para su conocimiento y para que 
valore ponerlo en conocimiento de la Alcaldía Municipal, a fin de que adopte las actuaciones 
que correspondan dentro de su condición de administradora general y jefatura de las 
dependencias municipales. 
 
ACUERDO 23.  SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVAMENTE 
APROBADO:  PRIMERO:  Dar por recibido el oficio de Asesor Legal.  SEGUNDO:  Notificar a 
la Auditoría Interna copia de este acuerdo, como lo indica don Luis Álvarez.  TERCERO:  Dejar 
en estudio para una sesión de trabajo en los próximos 15 días antes del martes 4 de agosto 
para volver a tomar el acuerdo en el Concejo Municipal. 

 
CAPÍTULO VI 

 
LECTURA, EXAMEN Y TRAMITACIÓN DE LA CORRESPONDENCIA. 

 
ARTÍCULO 24.  Se conoce el Trámite 2845-2026 de la Junta Directiva ASOFÁTIMA dirigido a 
Ing. Ana Mariela Sancho Salas, Jefe a.i Departamento de Previsión Vial (Subdirección de Diseño 
Vial) Ministerio de Obras Públicas y Transportes con copia a Sra. Zeneida Chaves Fernández, 
Alcaldesa, Concejo Municipal y al Ing. David Umaña Corrales, Coordinador, Unidad de 
Desarrollo Urbano 

Asunto: Solicitud de aclaración sobre el cronograma y las etapas de ejecución del Plan Remedial 
en las rutas nacionales N.° 129 y N.° 111 

En primer lugar, la Asociación de Desarrollo de Barrio Fátima agradece la pronta atención 
brindada a nuestra gestión y la respuesta contenida en el oficio CARTA-MOPT-DVOP-DI-DV-
PV-2026-1797. Valoramos que ese Ministerio reitere que todas las áreas intervenidas deberán 
ser restituidas a condiciones equivalentes o superiores a las existentes antes del inicio de las 
obras, así como que la recepción definitiva estará sujeta a la correspondiente verificación técnica 
y al cumplimiento de las obligaciones que corresponden a la empresa desarrolladora CasaMax.  
Asimismo, consideramos importante que se confirme que dicha restitución comprende no solo 
el alcantarillado, sino también las aceras y los demás elementos intervenidos dentro del derecho 
de vía, ya que este ha sido uno de los principales aspectos planteados por esta Asociación y 
por los vecinos de Barrio Fátima. Lo anterior resulta particularmente relevante en sectores como 
el ubicado frente a la Casona del Pollo, donde aún permanecen las medidas paliativas 
implementadas para evitar el ingreso de aguas pluviales a las viviendas. Precisamente respecto 
de ese sector, en su "Informe de revisión del sistema pluvial en rutas nacionales 129 y 111 tras 
condiciones lluviosas del 13 de septiembre de 2025", de fecha 29 de septiembre de 2025, la 
empresa CasaMax reconoce expresamente que en ese sector se construyeron pozos de 
manera provisional, una cuneta de forma provisional y una conexión provisional entre la tubería 
existente y la nueva, lo que evidencia el carácter no definitivo de esas intervenciones. 
No obstante, resulta necesario solicitar una aclaración respecto de lo señalado en el oficio, en 
cuanto se indica que la restitución de las obras de alcantarillado previstas en el sector contiguo 
a la plaza de Barrio Fátima, sobre la Ruta Nacional N.° 129, no necesariamente se ejecutará de 
forma inmediata una vez concluidas las obras sobre la Ruta Nacional N.° 111, debido a que "el 
proyecto se desarrolla en distintas etapas constructivas y existen varias intervenciones sobre la 



  

Ruta Nacional N.° 129 que deben atenderse".  Esta Asociación comprende que el Plan Remedial 
fue estructurado para ejecutarse por etapas. De hecho, en marzo de 2026 nos fue compartido 
el cronograma elaborado por la empresa CasaMax y aprobado por ese Ministerio, el cual 
contempla las distintas etapas de ejecución del proyecto con sus respectivas fechas estimadas. 
Asimismo, durante la reunión celebrada el 11 de diciembre de 2025 se expuso que las obras de 
alcantarillado en el sector contiguo a la plaza de Barrio Fátima forman parte de una etapa 
específica dentro de dicho Plan Remedial. 
Al respecto, no resulta claro si las "varias intervenciones sobre la Ruta Nacional N.° 129" 
corresponden a alguna de las etapas originalmente contempladas dentro del Plan Remedial 
aprobado o si, por el contrario, hacen referencia a intervenciones adicionales o a modificaciones 
posteriores del cronograma inicialmente autorizado. Por ello, respetuosamente solicitamos se 
aclare el alcance de dicha afirmación e indique expresamente si el cronograma y las etapas del 
Plan Remedial se mantienen en los términos originalmente aprobados o si han sido objeto de 
alguna modificación. Asimismo, dado que ese Ministerio confirma que las obras de alcantarillado 
en el sector contiguo a la plaza de Barrio Fátima continúan formando parte de las intervenciones 
que deberán ejecutarse, solicitamos se indique a cuál etapa del Plan Remedial corresponde 
actualmente dicho sector y la fecha estimada para su ejecución. En caso de que el cronograma 
originalmente aprobado haya sido modificado, agradecemos se informe el fundamento técnico 
y administrativo que sustenta dicha modificación, así como la versión actualizada de este. 
Finalmente, reiteramos nuestro agradecimiento por la atención que ese Ministerio ha brindado 
a las inquietudes planteadas por esta Asociación y por la disposición mostrada para mantener 
un canal de comunicación abierto con la comunidad. Confiamos en que las aclaraciones 
solicitadas contribuirán a brindar mayor certeza sobre el desarrollo del Plan Remedial y a 
fortalecer el seguimiento de las obligaciones asumidas en el marco de este proyecto, en 
beneficio tanto de los vecinos de Barrio Fátima como de la adecuada protección de la 
infraestructura pública. 
  
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dar por recibido el Oficio de la Asociación de 
Barrio Fatima.  SEGUNDO:  Apoyar la gestión realizada por los vecinos y solicitar copia de la 
respuesta que se le brinde a ellos para las acciones que se deban de tomar desde este Concejo 
Municipal.   
  
ARTÍCULO 25.  Se conoce el Trámite 2883-2026 de Karla Rojas Tabash dirigido a Ing. David 
Umaña Corrales Coordinación Desarrollo Urbano y Control Constructivo con copia a la Alcaldía 
Municipal, Gestión Ambiental, Contraloría de Servicios, Concejo Municipal y Archivo. 
krtabash@gmail.com 

Asunto: Reclamo formal y solicitud de información respecto al proyecto constructivo desarrollado 
en las fincas matrículas 4-277858-000, 4-1590470-000 y 4-72545-000, ubicadas en Parque 
Residencial Cariari.  Yo, Karla Rojas Tabash, vecina de Parque Residencial Cariari, 
respetuosamente deseo presentar el presente reclamo formal, así como una solicitud de 
información pública y de verificación del cumplimiento de la normativa urbanística y ambiental, 
respecto del proyecto constructivo que actualmente se desarrolla sobre las fincas matrículas 4-
277858-000, 4-1590470-000 y 4-72545-000, inscritas a nombre de la sociedad Beshert II, S.A., 
cédula jurídica 3-101-210454.  De conformidad con la información registral, dichas propiedades 

mailto:krtabash@gmail.com


  

son colindantes entre sí y poseen áreas de 747 m², 977 m² y 772 m², respectivamente, para un 
área total aproximada de 2.496 m². 
I. Hechos 

Como vecina del sector, he observado el desarrollo continuo durante años, de un proyecto 
constructivo sobre las tres fincas antes indicadas.  Las edificaciones presentan características 
constructivas que razonablemente permiten inferir que forman parte de un único complejo, pues 
se encuentran físicamente integradas mediante conexiones elevadas tipo puente entre los 
edificios, situación fácilmente verificable mediante una inspección municipal.  Asimismo, durante 
una inspección realizada por funcionarios municipales, el profesional que manifestó encontrarse 
a cargo de la obra por parte del propietario, indicó que los permisos de construcción fueron 
tramitados individualmente para cada lote.  No obstante, esta explicación genera dudas 
razonables, por cuanto: 
• Las tres fincas pertenecen al mismo propietario registral. 
• Son fincas colindantes. 
• Las edificaciones funcionan físicamente como un solo conjunto. 
• El proyecto se ejecuta simultáneamente en las fincas 4-277858-000 y 4-72545-000 (sin 
permiso) 
Estas circunstancias hacen necesario determinar si la Municipalidad analizó el desarrollo como 
una única unidad constructiva o únicamente como permisos independientes por finca. 
Adicionalmente, el día de ayer funcionarios municipales suspendieron las obras que se 
ejecutaban en la finca que permanecía libre de construcción 4-72545-000, debido a que, según 
fue informado en el sitio, no existía permiso municipal para dichas obras. 
Durante la inspección indicó el ingeniero de la propietaria, que únicamente se realizaban 
bodegas y movimientos de tierra; sin embargo, los vecinos hemos sido informados de que dicho 
terreno podría destinarse posteriormente como área de parqueo al servicio del proyecto 
principal. En ese sentido, solicito se indique si la Municipalidad considera que dichos 
movimientos de tierra constituyen una obra independiente o forman parte del desarrollo 
constructivo principal y, en consecuencia, bajo qué permiso van a ser autorizados. 
Además, la intervención comprende cortes y conformación del terreno con diferencias 
importantes de nivel respecto de la vía pública, superiores aproximadamente a 1,50 metros solo 
a la tapia de colindancia, hacia atrás de la finca la propiedad supera las 6 m de altura. 
II. Marco normativo 

El artículo 30 de la Constitución Política reconoce el derecho de toda persona a acceder a la 
información de interés público contenida en los expedientes administrativos. 
Asimismo, corresponde a las municipalidades velar por el cumplimiento de la Ley de 
Construcciones, la Ley de Planificación Urbana y del Plan Regulador vigente del cantón. 
De conformidad con el Reglamento del Plan Regulador de Belén, Parque Residencial Cariari se 
ubica dentro de la Zona Residencial de Baja Densidad (ZRBD).  El mismo Reglamento establece 
que dentro de dicha zona pueden desarrollarse hoteles únicamente cuando se cumplan 
determinadas condiciones urbanísticas, entre ellas: 
• Que el lote posea un área superior a una (1) hectárea. 
• Cobertura máxima del cincuenta por ciento (50%). 
• Frente a una calle principal; 
• Cumplimiento de los demás requisitos establecidos por la normativa vigente. 



  

En este caso, las tres fincas objeto del presente reclamo poseen áreas individuales de 747 m², 
977 m² y 772 m², respectivamente.  Inclusive consideradas en conjunto, su superficie 
aproximada es de 2.496 m², de conformidad con la información registral disponible para quien 
suscribe.  Las tres fincas antes indicadas no alcanzan la superficie mínima de una hectárea 
prevista por el Plan Regulador para el desarrollo de hoteles en la Zona Residencial de Baja 
Densidad, razón por la cual respetuosamente se solicita a la Municipalidad explicar de qué 
manera verificó el cumplimiento de dicho requisito.  No corresponde a esta gestión afirmar cuál 
es el uso finalmente autorizado por la Municipalidad; precisamente por ello se solicita que esa 
Administración confirme cuál fue el uso aprobado en los permisos de construcción y explique 
de qué manera verificó el cumplimiento de los requisitos urbanísticos aplicables. 
Por otra parte, el artículo 17 de la Ley Orgánica del Ambiente establece que las actividades, 
obras o proyectos capaces de alterar el ambiente deben someterse previamente al 
procedimiento de Evaluación de Impacto Ambiental. 
En virtud de ello, si el proyecto autorizado corresponde efectivamente a un hotel o si fue 
autorizado como un desarrollo que por sus características funcionales constituye un 
establecimiento de hospedaje, solicito se informe si cuenta con la correspondiente Viabilidad 
Ambiental emitida por SETENA, indicando número de expediente, resolución y copia de dicho 
acto administrativo. 
III. Preocupación vecinal 
La preocupación de la comunidad no se limita únicamente a la naturaleza del proyecto.  Existe 
una percepción generalizada de que, pese a las múltiples denuncias presentadas por distintos 
vecinos, las obras continúan ejecutándose y las eventuales infracciones son tratadas 
únicamente mediante la imposición de multas económicas.  Respetuosamente considero que el 
pago de una multa no sustituye el cumplimiento de la normativa urbanística ni ambiental, ni 
constituye una autorización para continuar ejecutando obras que eventualmente carezcan de 
los permisos legalmente exigidos.  Asimismo, preocupa que se haya indicado a algunos vecinos 
que el análisis sobre la eventual operación del establecimiento corresponderá posteriormente al 
Departamento de Patentes.  No obstante, dicha circunstancia no releva a la Municipalidad de 
ejercer el control integral de la legalidad urbanística durante la etapa constructiva. En otras 
palabras, la eventual tramitación o denegatoria de una patente comercial no subsana ni sustituye 
la obligación de verificar, desde ahora, que las obras ejecutadas correspondan al uso 
autorizado, que cuenten con todos los permisos requeridos y que se ajusten al Plan Regulador 
y a la legislación ambiental vigente. 
Inclusive, si el proyecto finalmente no solicitara una patente comercial y optara por operar bajo 
otra modalidad de alojamiento, como alquileres de corta estancia o plataformas digitales, ello 
no modificaría la naturaleza del uso constructivo autorizado ni eximiría a la Municipalidad de 
verificar que la edificación ejecutada corresponde al uso permitido y aprobado en los permisos 
de construcción.  Sin perjuicio de las competencias de dicho departamento, el control de la 
legalidad urbanística corresponde desde la etapa constructiva a la Municipalidad.  Si durante la 
ejecución del proyecto se incumplen las disposiciones del Plan Regulador, de la Ley de 
Construcciones, de la Ley Orgánica del Ambiente o de cualquier otra normativa aplicable, 
corresponde a la Administración ejercer las potestades de fiscalización, suspensión y, de ser 
procedente, clausuras previstas por el ordenamiento jurídico. 
IV. Solicitudes 

Con fundamento en lo anteriormente expuesto, respetuosamente solicito: 



  

1. Copia íntegra de los permisos de construcción otorgados para las fincas matrículas 4-
277858-000, 4-1590470-000 y 4-72545-000, incluyendo los planos aprobados y el expediente 
administrativo correspondiente. 
2. Que se certifique si las tres fincas constituyen un único expediente administrativo o si 
existen expedientes separados para cada una de ellas, indicando el número de expediente 
correspondiente en cada caso. 
3. Que se informe expresamente cuál fue el uso autorizado en cada uno de dichos 
permisos. 
4. Que se indique si el proyecto fue evaluado por la Municipalidad como un único 
desarrollo o mediante expedientes independientes, indicando el fundamento técnico y jurídico 
que justificó dicho procedimiento. 
5. Que se informe de qué manera verificó la Municipalidad el cumplimiento de los 
requisitos establecidos por el Plan Regulador para el uso finalmente autorizado, particularmente 
en cuanto al área mínima del lote, cobertura, frente a calle principal, densidad, retiros y demás 
parámetros urbanísticos aplicables. 
6.Que se confirme si el proyecto cuenta con Viabilidad Ambiental emitida por SETENA y, en 
caso afirmativo, se remita copia de la resolución correspondiente, indicando el número de 
expediente administrativo. 
7. Que se informe si los movimientos de tierra que serían ejecutados en la finca que permanecía 
libre de construcción (4-72545-000) contarán con los permisos municipales correspondientes y 
si dichas obras van a ser contempladas dentro del proyecto originalmente autorizado como parte 
de un todo. 
8. Que se indique si el eventual desarrollo de un parqueo en dicha finca va a ser autorizado por 
la Municipalidad y bajo qué fundamento normativo. 
9. Que se informe cuáles medidas administrativas ha adoptado la Municipalidad respecto de las 
obras ejecutadas sin permiso de construcción y cuáles acciones adoptará para garantizar el 
cumplimiento efectivo de la normativa urbanística y Ambiental. 
10. Que, en caso de determinarse incumplimientos a la normativa vigente, se adopten las 
medidas administrativas que correspondan para restablecer la legalidad, incluyendo la 
suspensión de obras o cualquier otra medida cautelar prevista por el ordenamiento jurídico y no 
delegar estos al Departamento de Patentes. 
V. Consideraciones finales 

Los vecinos de Parque Residencial Cariari reconocemos y respetamos el derecho de toda 
persona a desarrollar proyectos inmobiliarios dentro del marco de la ley.  Sin embargo, también 
confiamos en que la Municipalidad ejercerá plenamente sus competencias para garantizar que 
dichos proyectos se ajusten estrictamente al Plan Regulador, la Legislación Ambiental y la 
Normativa Urbanística vigente.  El propósito de esta gestión no es obstaculizar el desarrollo 
legítimo de actividades económicas, sino asegurar que cualquier proyecto se ejecute con total 
apego a la legalidad, respetando el ordenamiento territorial, los derechos de los vecinos y el 
interés público que corresponde tutelar a la Administración.  Solicito respetuosamente que la 
presente gestión sea incorporada al expediente administrativo correspondiente y que la 
respuesta sea emitida por escrito dentro del plazo legal.  La presente gestión constituye una 
solicitud formal de información pública y de fiscalización administrativa, por lo que 
respetuosamente solicito que la respuesta atienda de manera expresa cada uno de los puntos 



  

planteados, indicando el fundamento técnico y jurídico correspondiente en caso de denegarse 
cualquiera de las solicitudes formuladas. 
 
El Regidor Propietario Ulises Araya, presenta que recibimos esta nota de varios vecinos 
liderados por doña Carla Rojas con el mayor de los respetos, sí debo decir que empatizo mucho 
con lo denunciado porque son cuestiones que a uno le resuenan de casos similares donde las 
actitudes que se acusan, las irregularidades que se acusan de la Unidad de Desarrollo Urbano, 
yo personalmente las he visto en otros casos, voy a poner un ejemplo, cuando ellos hablan de 
la cobertura, sabemos que por Plan Regulador usted tiene su propiedad, su finca y por Plan 
Regulador se determina qué tanta cobertura puede hacer de la misma, yo este caso que ellos 
están diciendo de lo que está pasando allá en Cariari, lo he visto por ejemplo con el proyecto de 
condominio Los Toros, que el condominio Los Toros tiene un cierto porcentaje de 
impermeabilización pero se interpreta que si usted pone adoquines esa impermeabilización ya 
no es total y ya se reduce y usted puede impermeabilizar más y ese tipo de interpretaciones son 
las que al final terminan poniendo en papel mojado lo que dice el Plan Regulador, yo sí creo que 
es importante prestarle atención a lo que estos vecinos están denunciando yo quisiera también 
recomendarle a doña Carla Rojas de que a este informe que está muy concreto pueda adjuntarle 
fotografías y mi sugerencia a doña Carla es acuda a la Auditoría Interna de la Municipalidad de 
Belén y haga la denuncia formal en ese espacio, por qué, porque por el Plan de Trabajo de la 
Auditoría para el año 2025 sabemos que están preparando una investigación relacionada a los 
permisos de construcción que se emiten en esta Municipalidad, perdón, 2026 porque estaba 
para este año lo que pasa es que uno las ve en el año 2025 y luego se ejecutan en el año 2026, 
por ahí va el error, indicar también que sí considero por la cantidad de vecinos que han firmado 
de esto en Cariari sí creo que la respuesta que se vaya a emitir, me parece que debería venir 
con copia al Concejo Municipal, nosotros como Concejo deberíamos también preocuparnos por 
lo que los vecinos de Cariari están alegando, son varios vecinos de Cariari que están alegando 
en esta situación decir también que otro de los ejemplos de esto que ellos están denunciando 
que a mí me parece que es reiterativo en la Unidad de Desarrollo Urbano es lo que pasó por 
ejemplo también en Calle Zumbado mismo caso, se dice que se otorga a un condominio 
disponibilidad de agua potable viene el Concejo y se aprueba aquí en el Concejo Municipal el 
condominio la disponibilidad de agua potable, pero cuando viene el permiso de construcción 
resulta que ya no es condominio, ahora son apartamentos y ya no viene el Concejo Municipal, 
qué es lo que está ocurriendo en la Unidad de Desarrollo Urbano, ahí en Cariari están hablando 
de que son 3 fincas separadas y que cada finca está pidiendo permisos por separado no se 
puede y eso lo dice la Política de Regulación Anual de Crecimiento Urbano en la Municipalidad 
de Belén, usted no puede fragmentar permisos de construcción, el permiso de construcción que 
usted va a hacer si va a ser un hotel, si va a ser un Airbnb o va a ser lo que sea tiene que hacerlo 
en uno solo, pero si usted lo que hace es únicamente pedir 1 para esta finca, otro para esta 
finca perdón, pero eso es, hay que tener 2 dedos de frente para saber cuál es la intención y no 
basta, como dicen en esta carta, con únicamente imponer multas ok, lo hicieron mal, multa lo 
hicieron mal, multa, lo hicieron mal, multa no, porque eso es agarrarle a la Municipalidad de 
maje y la Municipalidad de Belén no está para agarrarle a maje creo que está fallando la 
inspección de la Unidad de Desarrollo Urbano y estos vecinos tienen todo el derecho de enviar 
esto a la administración para que contesten y además a nosotros para que estemos informados 
y a lo que estamos informados yo le quiero proponer a doña Carla Rojas que si me necesitan a 



  

mí y a la Fracción de la Unión Belemita para una reunión para que nos expliquen esto a 
cabalidad, con todo gusto estamos dispuestos a reunirnos con ustedes para entender qué es lo 
que está pasando acá, nuestro número lo pueden solicitar a la Secretaría del Concejo Municipal 
y con mucho gusto nosotros les atendemos cuando gusten. 
 
La Regidora Suplente Marita Arguedas, detalla que en realidad en primer lugar agradecer a 
doña Carla Rojas y al grupo de vecinos que nos envían copia de este documento es un 
documento sumamente completo, amplio, detallado y que en realidad enciende las alarmas 
porque hay antecedentes que nos ha tocado vivir en estos 2 años anteriores con un proyecto 
urbanístico que tiene alguna similitud con todo lo denunciado y descrito en el informe que nos 
presentan no es suficiente solo el establecimiento de multas por irregularidades que se 
presenten durante el proceso constructivo, hay aspectos muy importantes que son transversales 
al proceso constructivo y que tienen que prevalecer antes de iniciar el mismo me refiero 
directamente a lo que se está definiendo como el cumplimiento de toda la normativa técnica y 
jurídica, que quiere decir esto toda la normativa competente en aspectos urbanísticos, 
ambientales y el Plan Regulador, hacer un llamado a la administración para que se dé 
cumplimiento de forma correcta, de conformidad a la normativa que regula esa materia según lo 
descrito anteriormente y que no se permita las irregularidades en un proceso constructivo que 
después nos va a generar una serie de consecuencias, no solo a la administración municipal, 
sino que a los vecinos que habitan en el sector. 
 
La Regidora Propietaria Ana Betty Valenciano, entiende que yo no me voy a referir con tanta 
amplitud a la solicitud que está haciendo doña Carla pero sí quisiera que en el acuerdo quedara 
de que nos dirijan copia de la respuesta que se le dé a doña Carla y a los vecinos de Cariari en 
relación a esta solicitud que ellos están haciendo y si el acuerdo lo pudiéramos tomar en ADA 
sería mucho mejor para que la Unidad de Desarrollo Urbano le dé prioridad a esta solicitud que 
están haciendo los vecinos, porque realmente es muy preocupante lo que ellos exponen en este 
oficio. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Dar por recibido el Trámite y solicitar copia a este Concejo 
Municipal de la respuesta que se brinde a los vecinos.  
 
ARTÍCULO 26.  Se conoce el Oficio DFOE-LOC-0938 (08894) de Licda. Vivian Garbanzo 
Navarro, Gerente de Área y Mag. Sujey Montoya Espinoza Asistente Técnico de la Contraloría 
General de la República. 
Asunto: Aprobación parcial del presupuesto extraordinario n.° 1-2026 de la Municipalidad de 
Belén 

La Contraloría General recibió el oficio n.° AMB-C-189-2026 del 09 de junio de 2026, mediante 
el cual se remite el presupuesto extraordinario n.° 1-2026 de la 1 Municipalidad de Belén, por la 
suma de ₡2.078,79 millones, que tiene el propósito de 2 incorporar al presupuesto vigente, 

 
1 Ingresado con el número 12371-2026, el 10 de junio del 2026. 
2 El Presupuesto contempla un aumento de ingresos y gastos por ₡2.058,11 millones y una disminución de ingresos y gastos 

por ₡20,67 millones, para un efecto neto visualizado en el SIPP de ₡2.037,44 millones, producto de los movimientos 
propuestos. 



  

ingresos no tributarios, así como recursos provenientes de Financiamiento (Recursos de 
vigencias anteriores -Superávit libre y 3 específico-), para ser aplicados en las partidas de 
Servicios, Materiales y suministros, Bienes duraderos, Transferencias corrientes y 
Transferencias de capital. 
 
1. CONSIDERACIONES GENERALES 

1.1. FUNDAMENTO NORMATIVO DE LA GESTIÓN 

El acto de aprobación presupuestaria se efectúa en base con las atribuciones conferidas a la 
Contraloría General de la República en los artículos 184 de la Constitución Política de la 
República de Costa Rica, 18 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República 
(LOCGR), n.° 7428, y otras leyes conexas.  La aprobación interna efectuada por el Concejo 
Municipal como requisito de validez del documento aportado, consta en el acta de la sesión 
ordinaria n.° 31 celebrada el 26 de mayo de 20264. Esto de conformidad con lo regulado en la 
norma 4.2.3 de las Normas Técnicas sobre Presupuesto Público (NTPP). 5 

 
1.2. ALCANCE DEL ACTO DE APROBACIÓN EXTERNA 

La aprobación parcial se fundamenta en la documentación proporcionada y en las certificaciones 
remitidas por esa entidad de acuerdo con lo establecido en la norma 4.2.14 de las NTPP; por lo 
que la veracidad de su contenido es de exclusiva responsabilidad del personal que las suscribió. 
Además, se aclara que de acuerdo con la norma 4.2.16 de las NTPP, el análisis de legalidad 
que realiza la Contraloría General en la aprobación presupuestaria externa, se circunscribe a 
los aspectos detallados en la norma 4.2.13 y 4.2.14 de ese mismo cuerpo normativo. Por lo 
tanto, queda bajo la exclusiva responsabilidad de la Administración los demás aspectos no 
abordados en el análisis descrito, los cuales están sujetos a la fiscalización posterior facultativa 
y en general a las vías ordinarias de revisión de los actos, tanto en sede administrativa como 
judicial.  Asimismo, lo resuelto con respecto a este presupuesto no constituye una limitante para 
el ejercicio de las potestades de fiscalización de la Contraloría General sobre los recursos y 
aplicaciones a los cuales se les da contenido presupuestario en este documento o en futuros 
presupuestos extraordinarios y modificaciones presupuestarias. 
 
1.3. RESPONSABILIDADES DE LA ADMINISTRACIÓN DURANTE LA FASE DE EJECUCIÓN 
PRESUPUESTARIA 

La ejecución del presupuesto es de exclusiva responsabilidad del jerarca y de los titulares 
subordinados, la cual debe ajustarse a la programación previamente establecida y realizarse 
con estricto apego a las disposiciones legales y técnicas, dentro de las que se encuentran el 
título III de la Ley Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, n.° 9635 y sus reformas, y la Ley 
Marco de Empleo Público, n.° 10159 y sus reformas. 
 
2. RESULTADOS 

Al respecto, luego del análisis realizado, el Órgano Contralor resuelve aprobar parcialmente el 
citado documento presupuestario, de conformidad con lo que a continuación se indica: 

 
3 Corresponde a disminución de ingresos y gastos. 
4 Ratificación en sesión ordinaria n.° 33 del 02 de junio del 2026. 
5 Resolución n.° R-DC-24-2012 del 29 de marzo de 2012 y sus reformas. 



  

 
1. Se aprueba: 
a) Los ingresos estimados por un monto de ₡415,00 millones; correspondientes a Ingresos no 
Tributarios por concepto de Servicios de Recolección de basura, con base en las justificaciones 
y documentación aportada por la municipalidad. 
b) Los ingresos por recursos de vigencias anteriores, correspondientes al Superávit específico 
por la suma de ₡1.630,31 millones, con base en el resultado de la liquidación presupuestaria 
del período 2025, aprobada por el Concejo Municipal en sesión ordinaria n.° 06 del 27 de enero 
del 2026. Ver apartados de improbaciones y otros aspectos. 
c) La disminución por recursos de vigencias anteriores, correspondientes al Superávit Libre por 
un monto de ₡20,67 millones y su aplicación en gastos, con base en las justificaciones y 
documentación presentada por la Municipalidad. 
d) El contenido presupuestario para financiar los gastos a nivel de programa y partida, según lo 
dispuesto en la norma 4.2.10 de las NTPP; con excepción de lo indicado en el apartado de 
improbaciones. 
 
2. Se imprueba: 
a) El ingreso de recursos de vigencias anteriores, por concepto de Superávit específico 
correspondiente al “Mantenimiento y conservación caminos vecinales y calles urbanas” (Ley n.° 
6909 y su reforma) por ₡12,81 millones y su aplicación en gastos: por cuanto la administración, 
presupuestación y el giro de los recursos compete exclusivamente al Ministerio de Hacienda, 
según lo indicado en el oficio n.° 15579 (DFOE-FIP-0544) del 29 de agosto de 2025 emitido por 
la Contraloría General. (Principio de universalidad e integridad establecido en los artículos 176 
de la Constitución Política, el 100 del Código Municipal, el 5 inciso a) de la Ley n.° 8131 y el 
numeral 2.2.3 inciso a) de las NTPP). 
 
3. Otros aspectos: 
a) La Administración municipal deberá realizar las siguientes reclasificaciones: 
i. El ingreso considerado en el grupo “3.3.2.0.00.00.0.0.000 Superávit específico”, 
correspondiente al concepto denominado “Aporte Sector Privado para Mejoras Viales”, por la 
suma de ₡1,04 millones, al grupo “3.3.1.0.00.00.0.0.000 Superávit libre”. Sobre el particular, se 
determinó que el artículo 87 de la Ley n.° 7794 Código Municipal6, no asigna un destino 
específico a los recursos citados. 
ii) El contenido presupuestario considerado en la subpartida “2.99.06--Útiles y materiales de 
resguardo y seguridad” del Programa II, por la suma de ₡7,52 millones, a la subpartida “5.01.99-
-Maquinaria, equipo y mobiliario diverso”. 
iii.) El contenido presupuestario considerado en la subpartida “1.04.04--Servicios en ciencias 
económicas y sociales” del Programa II, por la suma de ₡29,77 millones, a la subpartida 
“6.01.03--Transferencias corrientes a Instituciones Descentralizadas no Empresariales”, de 
acuerdo con lo indicado por la Administración mediante oficio n.° DAF-PRE-16-2026 del 07 de 
julio del 2026. 7  Todo lo indicado anteriormente, en cumplimiento de lo dispuesto en los 

 
6 Fundamento legal indicado por esa Administración en el Anexo n.°1 de la Liquidación Presupuestaria del período 2025, 

aprobada por el Concejo Municipal en sesión ordinaria n.° 06 del 27 de enero del 2026, ingresada con el número 3362-2026. 
7 Ingresado con el NI 14381-2026. 



  

Clasificadores de Ingresos y Objeto del Gasto, así como las Normas y Criterios Operativos para 
la utilización de los clasificadores presupuestarios del Sector Público 

b) La información contenida en documentos “NI 12371-2026 CHAP-06-2026 Dictamen de la 
Comisión de Hacienda”, “NI 12371-2026 DAF-PRE-M 39-2026 Ext 01-2026, Plurianual y Guía” 
y “NI 12371-2026 Dictamen vinculación PAO-Extraordinario 01-2026 PND 2023-2026”, remitida 
mediante el Sistema de Información sobre Planes y Presupuestos (SIPP), no fue objeto de 
análisis en este Presupuesto Extraordinario, por cuanto no constituyen requerimientos 
establecidos en las Indicaciones de formulación presupuestaria vigentes. 
En consecuencia, dicha documentación no deberá remitirse a la Contraloría General de la 
República en futuros trámites presupuestarios. 
c) En lo que respecta al Sistema de Información sobre Planes y Presupuestos (SIPP), las 
cuentas de ingresos y subpartidas de gastos improbados y reclasificados del presupuesto se 
pondrá a disposición de los usuarios que tienen la función de registrar y validar la información 
presupuestaria en dicho sistema con el fin de que esa Administración realice los ajustes 
correspondientes. Dado que no resulta posible para la Contraloría General identificar las cuentas 
y subpartidas afectadas con la improbación, se deberá solicitar mediante el SIPP las cuentas 
para proceder a su habilitación y la Administración realice los ajustes. 
Para cumplir con todo lo indicado anteriormente se concede un plazo de cinco días hábiles, 
contados a partir del recibido del oficio. Asimismo, deberá realizarse el ajuste de la información 
del Módulo de Planificación en los casos que corresponda producto de las improbaciones 
realizadas en el presente documento presupuestario, en el plazo indicado anteriormente. 
 
3.CONCLUSIÓN  
El análisis que el Órgano Contralor llevó a cabo se fundamentó en el cumplimiento de los 
requisitos establecidos en la normativa legal vigente. Por tanto, la Contraloría General aprueba 
parcialmente el presupuesto extraordinario n.° 1-2026 por la suma de ₡2.065,98 millones8.  
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dar por recibido el Oficio.  SEGUNDO: Remitir 
a la Administración para lo que corresponda.    
  
ARTÍCULO 27.  Se conoce el Oficio DFOE-LOC-0939 (08895) de Licda. Vivian Garbanzo 
Navarro, Gerente de Área y Mag. Sujey Montoya Espinoza Asistente Técnico de la Contraloría 
General de la República. 
Asunto: Comunicado sobre acciones que debe efectuar la Municipalidad de Belén en relación 
con la aprobación parcial del presupuesto extraordinario n.º 01-2026 
En el punto 2, inciso a), del oficio n.° 08894 (DFOE-LOC-0938) de fecha 13 de julio 2026, relativo 
a la aprobación parcial del presupuesto extraordinario n.° 01-2026 de la Municipalidad de Belén, 
se comunicó la improbación de los recursos de vigencias anteriores correspondientes al 
superávit específico del Fondo del impuesto al ruedo, regulado por la Ley n.° 6909, por un monto 
acumulado de ₡12,81 millones.  Sobre el particular, resulta relevante indicar que la Contraloría 
General, mediante oficio n.° 15579 (DFOE-FIP-0544) del 29 de agosto de 2025, desarrolló el 
marco técnico y jurídico aplicable a los recursos provenientes del impuesto establecido en la 
Ley n.° 6909, precisando que, si bien las municipalidades son las beneficiarias finales de dichos 

 
8 Monto exacto ₡2.065.982.152,11, para un efecto neto en el SIPP de ₡2.024.634.275,21. 



  

recursos, estos corresponden a un ingreso tributario de carácter nacional, cuya gestión 
presupuestaria debe realizarse en el ámbito del Presupuesto de la República.  En esa línea, 
dicho criterio señala que estos recursos deben ser incorporados como ingresos del Gobierno 
Central dentro del Presupuesto de la República, en observancia de los principios de 
universalidad, integridad presupuestaria y caja única, previstos en el artículo 185 de la 
Constitución Política. Para ello, su registro y posterior transferencia a las municipalidades debe 
realizarse a través de las instancias competentes del Ministerio de Hacienda, conforme a los 
procedimientos del sistema de administración financiera del Estado. En consecuencia, esa 
Municipalidad deberá coordinar con dichas instancias la regularización del tratamiento 
presupuestario de estos recursos, de manera que su reconocimiento se efectúe a partir de 
transferencias debidamente incorporadas y giradas conforme al ordenamiento jurídico. 
A partir de lo anterior, y considerando la situación presentada en ese Gobierno Local, 
corresponde a esa Administración realizar las gestiones necesarias, a fin de asegurar que el 
tratamiento presupuestario de dichos recursos se ajuste al marco jurídico aplicable.  Dichas 
actuaciones deberán desarrollarse en apego a lo dispuesto en los numerales 3.1, 3.3, 4.2.1 y 
4.2.6 de las Normas Técnicas sobre Presupuesto Público, velando por la consistencia, legalidad 
y trazabilidad de la información presupuestaria.  Finalmente, se hace de su conocimiento que lo 
anterior podría implicar la necesidad de efectuar los ajustes que correspondan en el resultado 
de la liquidación presupuestaria del período 2025 de esa Municipalidad, registrada en el Sistema 
de Información sobre Planes y Presupuesto (SIPP), con el propósito de reflejar adecuadamente 
la situación de los recursos indicados.  
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dar por recibido el Oficio.  SEGUNDO:  
Remitir a la Administración para lo que corresponda.    
 
ARTÍCULO 28.  Se conoce el Trámite 2885-2026 de Juan España López Presidente 
Escorpiones S.A.D.; juan@scorpionacademy.org 

Asunto: Respuesta a la propuesta de sesión de trabajo 

Quien suscribe, Juan España López, en mi condición de representante legal de Escorpiones 
S.A.D., me permito referirme al acuerdo mediante el cual se propone realizar una sesión de 
trabajo con la participación del señor Daniel Murillo, los padres que acompañan la denuncia 
presentada por este, la Junta Directiva del Comité Cantonal de Deportes y Recreación de Belén, 
nuestra representada y el asesor legal señor Luis Álvarez, para efectuar un análisis y formular 
una recomendación a ese Concejo Municipal.  Al respecto, debemos indicar que el señor Daniel 
Murillo ha difundido reiteradamente, mediante redes sociales y en diversos espacios, 
manifestaciones que nuestra representada considera falsas y lesivas para su honor, reputación 
e imagen institucional. Por estimar que dichas actuaciones podrían resultar constitutivas de 
delitos contra el honor, nuestra representada ha ejercido los mecanismos que el ordenamiento 
jurídico pone a su disposición, mediante la presentación de la correspondiente querella ante la 
jurisdicción penal competente. 
En consecuencia, atendiendo recomendación legal y mientras se encuentre pendiente de 
resolución el proceso penal indicado, no resulta jurídicamente conveniente que representantes 
de Escorpiones participen en una mesa de trabajo conjunta con el señor Murillo. La intervención 
en dicho espacio podría afectar la estrategia procesal de nuestra representada, generar nuevas 
situaciones de confrontación y trasladar a una instancia administrativa hechos sometidos 

mailto:juan@scorpionacademy.org


  

actualmente al conocimiento de los Tribunales de Justicia.  Además, las actuaciones descritas 
resultan incompatibles con los principios de respeto, buena fe, transparencia, sana convivencia 
y deportividad que orientan el funcionamiento y los valores institucionales de nuestro club.  Sin 
perjuicio de lo anterior, manifestamos nuestro respeto por las competencias del Concejo 
Municipal y nuestra disposición para proporcionar, por escrito y mediante los canales 
institucionales correspondientes, la información necesaria para el análisis del asunto o incluso 
participar en sesiones de trabajo donde no se encuentre el señor Murillo y donde prevalezca el 
respeto. 
Adicionalmente, no entendemos la razón por la cual tendría que asistir la Asociación de futbol 
de Belen, ya que ellos no han emitido ninguna denuncia en nuestra contra, y de hacerlo, tendrían 
que pasar por el proceso legal correspondiente para poder ser partícipes de una reunión entre 
las partes.  Dicho esto, informo de manera oficial que para la fecha indicada para la sesión de 
trabajo me encontraré fuera del país debido a una emergencia, circunstancia que imposibilita mi 
asistencia en calidad de representante legal de la sociedad para la fecha inicialmente pautada.  
Por las razones expuestas, solicitamos respetuosamente que se tenga por justificada la 
imposibilidad de Escorpiones S.A.D. de participar en la sesión de trabajo propuesta bajo las 
condiciones señaladas. 
  
El Regidor Propietario Ulises Araya, considera que Don Luis Álvarez con respecto a este tema 
le tengo una consulta nosotros como sabemos con toda esta situación que está en investigación 
por parte de la Auditoría, en cuanto al convenio con Escorpiones Sociedad Anónima de si es 
legal o no es legal la forma en la que están operando en el Polideportivo la semana tras anterior 
nosotros recibimos una nota del Comité de Deportes donde decían que el nuevo convenio, es 
decir no el anterior sino el nuevo que están viendo analizando el señor cómo es que se llama el 
abogado del Comité de Deportes, Carlos Lanzas, el señor Carlos Lanzas le recomendó a la 
Junta Directiva que no mandaran el borrador que mandaran el nuevo convenio ya aprobado por 
el Comité de Deportes, mi pregunta es ante esa situación cómo queda este Concejo Municipal 
que está analizando esa situación. 
 
El Asesor Legal Luis Alvarez, cree que lo primero sería ver el texto que van a mandar sea 
borrador o sea definitivo será con el que trabajaremos me extraña mucho que no hayan querido 
mandar un borrador de previo porque es un tema que de todos modos por transparencia se va 
a discutir en público, pero para no especular esperemos a ver qué es lo que van a mandar y con 
eso trabajamos. 
 
El Regidor Propietario Ulises Araya, opina que Don Luis creo que no me entendió, es que lo que 
está diciendo el Comité de Deportes es que van a mandar ya aprobado por ellos, por la Junta 
Directiva para que queden firmes el nuevo convenio con Escorpiones porque según la tesis de 
ellos, ellos pueden firmar convenios de uso a título precario sin necesidad del aval del Concejo 
Municipal esa es la pregunta, esa es la tesis que están sosteniendo según nota que entró a este 
Concejo Municipal. 
 
El Presidente Municipal Gilberth Gonzalez, establece que ya le quedan los datos a Don Luis 
Álvarez compañeros. Ulises el tema aquí es que él no va a participar de una sesión de trabajo 
ya nos estamos metiendo con el tema del convenio que no tiene que ver nada con el oficio yo 



  

si les pido por favor enfocarnos en el tema porque nos estamos saliendo del tema esto es 
importante, estoy seguro que ninguno de estos 5 Regidores va a aprobar nada que no esté legal 
y así va a ser, yo estoy muy amparado en lo que Don Luis Álvarez siempre nos ha dicho y si 
Luis Álvarez dice eso no es legal yo no voy a levantar esta mano para aprobar nada, por favor 
enfoquémonos en el oficio. 
 
El Regidor Propietario Ulises Araya, puntualiza que estoy enfocado en el oficio es que usted 
tampoco me entendió Gil, en un oficio que entró a este Concejo Municipal hace 15 días ellos 
están diciendo que no van a mandar el borrador van a mandar la aprobación de uso a título 
precario de un nuevo convenio porque según ellos el Concejo Municipal no tiene potestad para 
aprobar o no aprobar eso porque eso le corresponde a ellos esa es la consulta concreta 
jurídicamente cómo se actúa esa situación sobre lo demás del oficio yo si quiero señalar antes 
de que Don Luis Álvarez me conteste si quiero señalar mi solidaridad con el vecino de este 
Cantón Daniel Murillo no tiene Don Daniel por qué recibir ninguna amenaza de una Sociedad 
Anónima que tiene un convenio cuestionado en esta Municipalidad cuando Don Daniel Murillo 
denunció ante este Concejo Municipal que la Sociedad Anónima no pagaba patente resulta que 
se hizo la investigación y que en la investigación se determinó que efectivamente tenían 5 años 
de operar aproximadamente en este Cantón sin patente, mintió o no mintió Don Daniel Murillo 
en eso, no, no mintió, simplemente que la administración municipal pues se le olvidó que ellos 
tenían que actuar con patente y fue hasta que un vecino de este Cantón lo puso en autos a este 
Concejo Municipal que se determinó que tenían que cobrar la patente, sólo eso, mi solidaridad 
con Don Daniel y reiterar la consulta ya aclarada a Don Luis Álvarez. 
 
El Asesor Legal Luis Alvarez, explica que a mí me sorprende mucho eso porque hay 3 MB de 
esta asesoría sobre ese tema, de los cuales todos se les han enviado al Comité de Deportes a 
partir de eso lo único que tendría que decirles es que cada palo aguanta su vela y que si toman 
una decisión de ese tipo tendrán que asumir la responsabilidad que corresponda. 
 
La Regidora Propietaria Lourdes Villalobos, solicita que la verdad que yo esperaría que, si Don 
Juan España no puede venir, por lo menos mande un representante o al abogado, porque sería 
sumamente importante que en la mesa de trabajo se discutiera y estuvieran todas las partes 
ojalá él nos esté escuchando para ver si él puede por lo menos de mandar a un representante, 
que esa era la idea, que estuviéramos todos. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Dar por recibido el trámite.   
  
ARTÍCULO 29.  Se conoce el Oficio 8933 de Karina Arias Sáenz Fiscalizadora y Licda. Grettel 
Cisneros Valverde Gerente Asociada de la Contraloría General de la República. 
Asunto: Emisión de criterio solicitado por el Concejo Municipal, sobre la procedencia del 
reconocimiento de dietas en las sesiones solemnes de los Concejos Municipales así como si es 
posible celebrar 2 sesiones extraordinarias en un mes con su respectivo pago. 
I. MOTIVO DE LA GESTIÓN 
En atención al acuerdo n.° 31-2026 (artículo 25) adoptado por el Concejo Municipal de Belén 
en la Sesión Ordinaria del 26 de mayo de 2026, la secretaría remitió el oficio n.° S-04-2026 de 
27 de mayo de 2026 a efectos de consultar sobre la viabilidad de reconocer las dietas en las 



  

sesiones solemnes del Concejo y al respecto adjuntan el criterio jurídico emitido por el asesor 
legal externo del Concejo Municipal mediante oficio n.° MB-042-2026 de fecha 30 de abril de 
2026.  En concreto, se plantean las siguientes interrogantes: 
a) Si, conforme al principio de legalidad y al régimen jurídico municipal vigente, resulta 
jurídicamente procedente el reconocimiento y pago de dietas por asistencia a sesiones 
calificadas como solemnes de los concejos municipales. 
b) Si el artículo 30 del Código Municipal admite una interpretación extensiva que permita 
reconocer dietas por sesiones no expresamente contempladas en dicha norma. 
c) Si la sesión prevista en el artículo 29 del Código Municipal, relativa a la instalación de los 
concejos municipales, posee características jurídicas diferenciadas respecto de las sesiones 
ordinarias y extraordinarias reguladas en dicho cuerpo normativo, para efectos del eventual 
reconocimiento de dietas con cargo a fondos públicos. 
d) En caso de que la Sesión Solemne no sea considerada una Extraordinaria de celebrarse 2 
Extraordinarias en el mes correspondientes (sic) y pueden ser canceladas como tales. 
II. CONSIDERACIONES PRELIMINARES 

El ejercicio de la potestad consultiva de la Contraloría General se encuentra regulado en el 
artículo 29 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República9 y en el Reglamento 
sobre la recepción y atención de consultas dirigidas a la Contraloría General de la República10.  
Los artículos 8 y 9 del citado Reglamento, señalan que el Órgano Contralor no tiene por norma 
referirse a casos y situaciones concretas que deban ser resueltas por la Administración Pública 
respectiva en el ejercicio de sus competencias.  En este sentido, la Contraloría General de la 
República -en adelante CGR-, dentro del ámbito de competencia emite criterio vinculante en el 
ejercicio de la potestad consultiva, que tiene un carácter general cuyo propósito es servir de 
insumo a la Administración, junto con los elementos fácticos y jurídicos respectivos, que 
permitan orientar la toma de decisiones de los gestores públicos directamente responsables de 
la buena marcha de los asuntos que les competen, por cuanto no se pretende sustituir a las 
entidades consultantes en la solución o respuesta de asuntos propios de su competencia y 
evitar, además, el riesgo que genera emitir un pronunciamiento respecto a situaciones 
específicas cuyas particularidades se desconocen, lo cual imposibilita rendir un criterio completo 
y suficientemente informado. 
III. CRITERIO DEL ÓRGANO CONTRALOR 

1. Sobre el principio de legalidad financiera 

La Administración Pública, conforme con el principio de legalidad solo puede realizar aquello 
que esté previamente autorizado mediante una norma de rango, potencia y resistencia legal y 
por ende sólo podrá regular por vía reglamentaria, lo que se le permita por una disposición legal. 
Señala el Tribunal Contencioso Administrativo11 que “la norma infralegal no podrá, en modo 
alguno, modificar, ampliar o limitar los alcances de la norma legal, so pena de que, en virtud del 
principio de jerarquía normativa, la disposición reglamentaria resulte ilegal.” Así las cosas, 

 
9 Ley n° 7428 del 7 de septiembre de 1994. 
10 Resolución n.° R-DC-0197-2011 de las ocho horas del trece de diciembre del 2011, publicado en la Gaceta No. 244 del 20 

de diciembre de 2011, establece las condiciones que rigen el trámite y la atención de las consultas ingresadas como parte del 
ejercicio de la competencia consultiva. 
11 Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, Sección VII, resolución n.° 01-2014 de las 10:30 horas del 13 de 

enero del 2014. 



  

existen materias que son susceptibles de regulación únicamente por parte del legislador, 
entendido como materias sujetas a reserva de ley12, en tanto se considera que trata ámbitos 
sensibles en los cuales para determinar sus límites y alcances debe gestionarse a través de la 
norma legal.  Particularmente, en materia referente al erario la Sala Constitucional13 indicó:  En 
este sentido, el legislador insertó en el ordenamiento jurídico y desarrolló, dentro de la 
Administración Pública, el principio de legalidad financiera totalmente consecuente con el 
artículo 140 inciso 7) de la Constitución Política, eliminando un uso no autorizado de los recursos 
públicos con la mera discrecionalidad de la Administración Pública mediante un Reglamento 
Autónomo o acto de Derecho público no autorizado expresamente por ley. Precisamente el 
legislador despejó toda duda de los alcances del principio al señalar radicalmente el 
sometimiento pleno en la ley. (El destacado no es del original). 
Conforme con el principio de legalidad financiera, contemplado en el numeral 107 de la Ley de 
Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, no existe discrecionalidad 
para que la Administración pueda crear fuentes de gastos y erogaciones, debe necesariamente 
existir de manera expresa una autorización legal. De manera que, no se puede mediante una 
norma de rango inferior establecer un compromiso para el pago de dietas. 
2.Sobre las dietas a los miembros del Concejo Municipal Las dietas14 corresponden con la forma 
en la cual se remunera a los miembros de los órganos colegiados en virtud de la asistencia 
efectiva a las sesiones. Al respecto, la Procuraduría General de la República -en adelante 
PGR15- ha indicado: en los casos de órganos colegiados creados por ley, donde no se autoriza 
expresamente el pago de dietas a sus miembros, tal autorización no podría ser suplida por vía 
de reglamento ejecutivo, pues ello excedería los límites materiales de la potestad reglamentaria" 
(...) una actuación en esta materia, para que sea sustancialmente conforme con el ordenamiento 
jurídico, tiene que tener como soporte una norma de rango legal, lo anterior de conformidad con 
el principio de legalidad financiera. (El destacado no es del original). En igual sentido, en el 
citado dictámen16 la PGR indicó que la ausencia de una disposición legal que autorice el pago 
de dietas no puede ser suplida por la inserción de una partida para el pago de esa remuneración 
en el desglose de gastos de una ley, concluyendo que si no existe norma de rango legal que 
habilite el pago de la dieta, resultaría improcedente proceder con su pago. 
3.Regulación en el Código Municipal sobre el pago de dietas al Concejo Municipal En línea con 
lo anterior, al enmarcarse las inquietudes planteadas en relación con el reconocimiento de dietas 

 
12 Diccionario usual del Poder Judicial: “reserva de ley // Enunciación que comprende que determinadas materias solo pueden 

ser reguladas por actuación legislativa, mediante ley. “En virtud de la reserva de ley, el régimen de los derechos y libertades 
fundamentales sólo puede ser regulado por ley en sentido formal y material y no por reglamentos u otros actos normativos de 
rango inferior”. Al respecto también véase los oficios n.° 10788 (DFOE-LOC-1045) de 24 de junio de 2022; n.° 1646 (DJ-0144) 
de 2 de febrero de 2021; n.° 8333 (DJ-0768) de 8 de junio de 2021 y n.° 11373 (CGR/DJ-1557) de 10 de agosto de 2015. 
13 Resolución n.° 3267-2012 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. 
14 Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, Sección VII, resolución n.° 01-2014 de las 10:30 horas de 13 de 

enero de 2014 así como el dictamen n.° C-129-2018 de 11 de junio de 2018 en relación con los dictámenes n.° C-011-90 de 31 
de enero de 1990, C-127-97 de 8 de julio de 1997, C-194-99 de 5 de octubre de 1999, C-162-2001, de 31 de mayo de 2001, el 
C-165-2002 de 24 de junio de 2002 y C-004 –2009 de 19 de enero de 2009. 
15 Dictamen n.° C-129-2018 de 11 de junio de 2018, en relación con los dictámenes C-130-2004 de 3 de mayo de 2004, C-

295-2004 de 15 de octubre del 2004, C-178-2005 de 13 de mayo de 2005, C-045-2009 de 18 de febrero de 2009 y 
pronunciamiento 03-081 -2004 de 1 de julio de 2004. 
16 Así como los dictámenes C-295-2004 de 15 de octubre de 2004, C-130-2004 de 3 de mayo de 2004 y C-216-2005 de 10 de 

junio de 2005. 



  

de los miembros del Concejo Municipal, corresponde analizar lo dispuesto en el Código 
Municipal, Ley n.° 7794.  Así las cosas, conforme con el principio de legalidad financiera y según 
lo establecido en el artículo 30 del Código Municipal17, únicamente se puede pagar las dietas 
correspondientes a: 

➢ Sesiones ordinarias. 

➢ Sesiones extraordinarias (un máximo de 2 por mes). 

Regulando además de manera expresa y clara el Código que el resto de las sesiones no se 
pagarán.  Ahora bien, las sesiones ordinarias corresponden con aquellas que como mínimo 
deben realizarse una vez a la semana y para ello acordarán hora, día y lo publicarán de manera 
previa en La Gaceta, lo anterior conforme con lo dispuesto en el numeral 35 del Código 
Municipal.  En cuanto a las sesiones extraordinarias, el Código Municipal es claro en señalar 
que este tipo de sesiones cuentan con ciertas reglas para ser realizadas tal como lo disponen 
los numerales 17 inciso m), 27 inciso f) y 36 en relación con la convocatoria, quiénes la pueden 
realizar, el plazo, la cantidad de regidores y los temas a tratar. Asimismo el párrafo final del 
citado artículo 36 determina que El orden del día para las sesiones remuneradas con dieta, 
según el artículo 30, se señalará mediante acuerdo municipal, siempre que se refieran a asuntos 
cuya atención no pueda esperarse a que acontezca la sesión ordinaria más próxima. Conforme 
con el ordenamiento, tales sesiones únicamente podrán convocarse para atender aquellos 
asuntos que no puedan esperar a la sesión ordinaria más próxima. 
Al respecto la PGR ha indicado respecto de la sesión ordinaria que: 
D.- De conformidad con el cardinal 30 del Código Municipal, solo resulta viable, jurídicamente, 
remunerar una sesión ordinaria por semana, el resto no ostentaran esa condición. Por ende, si 
se considera necesario celebrar una cantidad superior, en aras de cumplir con el deber primario 
que permea al Consejo (sic) Municipal –velar por los intereses locales-, estas no generan el 
pago de contraprestación alguna. // Ilación contrario, conllevaría, el quebranto directo y grosero 
del principio de legalidad, tornando la conducta en absolutamente ilegal, ya que, carecería de 
cualquier sustento normativo que la justifique. (El destacado no es del original)18  Y en relación 
con las sesiones extraordinarias la PGR señala:  se reconocen, únicamente, dos sesiones 
extraordinarias por mes, el resto no ostentaran la condición en estudio –remunerables-. Por 
ende, si se considera necesario celebrar una cantidad superior, en aras de cumplir con el deber 
primario que permea al Consejo (sic) Municipal –velar por los intereses locales-, estas no 
generan el pago de contraprestación alguna. (El destacado no es del original).19 

Adicionalmente el Código Municipal define de manera clara y expresa una sesión particular para 
que los miembros del Concejo Municipal electo así como los síndicos tomen posesión del cargo. 
Concretamente el artículo 2920 del citado Código establece tanto el día de la convocatoria, el 

 
17 Solo se pagará la dieta correspondiente a una sesión ordinaria por semana y hasta dos extraordinarias por mes; el resto de 

las sesiones no se pagarán. 
18 Dictamen C-246-2015 de 9 de septiembre de 2015. 
19 Dictamen C-240-2016 de 8 de noviembre de 2016. 
20 Artículo 29- Los regidores, las regidoras, los síndicos y las síndicas tomarán posesión de sus cargos el primer día del tercer 

mes posterior a la elección correspondiente. A las doce horas, deberán concurrir las personas propietarias y suplentes al recinto 
de sesiones de la municipalidad o al lugar que haya sido definido conforme al artículo 37 de esta ley, quienes se juramentarán 
ante el directorio provisional, luego de que este se haya juramentado ante ellos. El directorio provisional estará formado por las 
regidoras y los regidores presentes de mayor edad que hayan resultado elegidos. La persona mayor ejercerá la presidencia y, 
quien le siga, la vicepresidencia. El Tribunal Supremo de Elecciones, al extender las credenciales respectivas, indicará, de 



  

objeto de la sesión y lo que se debe realizar en la misma. En razón de lo cual en el oficio n.° 
10788 (DFOE-LOC-1045) de 24 de junio de 2022 la CGR concluyó que la sesión del 1° de mayo 
(artículo 29) es un tipo de sesión distinto a las de carácter ordinario (artículo 35) y extraordinarias 
(artículo 36).  Sobre la denominación de la sesiones como solemnes, la CGR mediante el oficio 
n.° 07703 (DFOE-LOC-0823) de 16 de junio de 202621 citando a la PGR22 indicó, que está 
calificación es de carácter protocolario y que deriva de una facultad de autoorganización 
conferida al Concejo Municipal conforme con el artículo 50 del Código Municipal. En este sentido 
se concluyó que la denominación no define su naturaleza jurídica. De manera que, debe 
observarse que se cumpla con los requisitos legales establecidos en los numerales 35 y 36 del 
Código Municipal para su válida celebración, ya sea, como sesión ordinaria o extraordinaria. 
En línea con lo anterior y conforme con lo desarrollado previamente sobre el principio de 
legalidad financiera, en el cual se establece que las dietas están sujetas a reserva de ley, la 
CGR en el oficio citado concluyó que: 
● En relación con la sesión del 1º de mayo: La sesión estipulada en el artículo 29 del CM es un 
tipo de sesión distinta a las ordinarias y extraordinarias, la misma carece de habilitación legal 
expresa en el artículo 30 del CM para ser remunerada, pues dicho numeral proscribe 
expresamente el pago del "resto de las sesiones" que no encuadren en las ordinarias y 
extraordinarias permitidas. // ● En relación con otras sesiones denominadas "solemnes": Para 
cualquier otra sesión que el Concejo califique como solemne por razones protocolarias, el pago 
no procederá por el solo hecho de su denominación. Procederá única y exclusivamente si dicha 
sesión fue convocada jurídicamente cumpliendo todos los requisitos de una sesión ordinaria o 
extraordinaria, y siempre que dicho pago no exceda el límite máximo de una sesión ordinaria 
semanal y dos extraordinarias mensuales establecido en la ley. (El destacado no es del original). 
IV. CONCLUSIONES 

1. La sesión de instalación y elección del directorio del 1º de mayo normada en el artículo 29 del 
Código Municipal constituye un tipo de sesión distinto a las sesiones de carácter ordinario y 
extraordinario23 y no cuenta con norma legal que permita su remuneración. 2. El pago de las 
sesiones denominadas “solemnes” únicamente será procedente si la sesión convocada cumple 
con los requisitos jurídicos previstos para conformar las sesiones ordinarias o extraordinarias y 
se encuentre dentro de los topes máximos de remuneración establecidos en el ordenamiento 
(artículos 30, 35 y 36 del Código Municipal). 3. Conforme con el principio de legalidad financiera 
y reserva de ley, únicamente se pueden pagar las dietas tal como lo dispone el ordinal 30 del 

 
acuerdo con este artículo, cuáles regidores y regidoras deberán ocupar los cargos mencionados. // Corresponderá al directorio 
provisional comprobar la primera asistencia de los regidores, las regidoras, los síndicos y las sindicas, con base en la nómina 
que deberé remitir el Tribunal Supremo de Elecciones (TSE). // Realizada la juramentación, las personas regidoras propietarias 
votarán de manera pública para elegir a la presidenta o el presidente y a la vicepresidenta o el vicepresidente definitivos, 
escogidos de entre las personas propietarias, respetando el principio de paridad de género en la conformación del directorio 
definitivo. Para elegirles se requerirá la mayoría relativa de los votos presentes. De existir empate, la suerte decidirá. El proceso 
de elección deberá constar en el registro de actas y el contenido de la votación deberá ser público. 
21 Tal como lo ha sostenido la Procuraduría General de la República (PGR) en su pronunciamiento n.° OJ-042-2000 -criterio 

que mantiene plena vigencia y resulta de obligada referencia en la actualidad, en virtud de que los preceptos del CM, sobre la 
tipología de las sesiones no han sufrido reformas estructurales que alteren esta interpretación administrativa única-. 
22 Opinión Jurídica de la PGR, n.° OJ-042-2000 de 5 de mayo de 2000: En otras palabras, jurídicamente es irrelevante si ese 

acto se realiza en una sesión ordinaria o extraordinaria a la cual se le da el calificativo de "solemne". Lo que sí tiene importancia 
es que se hayan cumplido todos los requisitos que exige el Código Municipal. 
23 Oficio de la CGR n.° 07703 (DFOE-LOC-0823) de 16 de junio de 2026. 



  

Código Municipal, correspondiendo a las sesiones ordinarias y extraordinarias (un máximo de 
dos por mes), indicando con claridad el citado numeral que el resto de sesiones no se pagarán. 
4. Las sesiones extraordinarias, únicamente se remuneran si se cumple a cabalidad lo dispuesto 
en el numeral 30, 36, 17 inciso m) y 27 inciso f) del Código Municipal, dentro de los topes 
máximos establecidos y en tanto correspondan con asuntos que no puedan esperar a la sesión 
ordinaria más próxima. Finalmente, les informamos que la CGR se encuentra en un proceso de 
mejora continua para ofrecer productos y servicios de calidad, implementando procesos ágiles, 
flexibles y centrados en el cliente. Por esta razón, pone a disposición un medio sencillo para la 
presentación de documentos, que será el medio oficial de correspondencia ante la institución 
en el corto plazo. Puede acceder a este medio en el siguiente enlace: Presentación de 
documentos. Les invitamos a utilizarlo para enviar sus comentarios y observaciones a la citada 
propuesta de reforma. 
 
El Presidente Municipal Gilberth Gonzalez, precisa que acá nos mandan ya la respuesta, donde 
efectivamente nos dicen por un lado que sí la Sesión Solemne si fue convocada como tal Sesión 
Extraordinaria sí se puede pagar, pero por otro lado se menciona que las únicas sesiones que 
se pueden pagar son las Ordinarias y las Extraordinarias, ya don Luis en su momento se 
pronunció aquí dice, únicamente se puede pagar las dietas correspondientes a Sesiones 
Extraordinarias y Ordinarias, Extraordinarias son máximo de 2 por mes yo no me estoy 
inventando lo que dice el texto ni el título acá para que estemos todos seguros y para que en 
este caso Patricia esté segura del pago que se va a realizar de la dieta y máxime que ya don 
Luis se pronunció y no volverle a enviar a él nuevamente esto para que se pronuncie sobre lo 
que ya sabemos que él respondió que él lo dijo y lo explicó acá y quedó en actas que tenían 
que haberse pagado las 2 Sesiones Extraordinarias después, nosotros acá estamos pidiendo 
otro tercer criterio. 
 
El Regidor Propietario Ulises Araya, habla que vean para mí la respuesta fue muy clara y muy 
contundente, la Sesión Solemne no se paga en ese caso yo más bien lo que diría es dada esta 
aclaración más bien deberíamos mandarle esto a todos los Concejos Municipales del país para 
que echen pa su saco y sepa todos que la respuesta a mí me pareció bastante clara y era de 
acuerdo con la tesis de don Luis Álvarez. 
 
La Regidora Propietaria Ana Betty Valenciano, expresa que en realidad para mí el oficio viene 
un poco ambiguo porque en algunas partes habla sobre la definición de las Sesiones Ordinarias, 
Extraordinarias que tiene el Código Municipal pero en otro texto del mismo oficio dice el solo 
hecho de su denominación procederá única y exclusivamente si dicha sesión fue convocada 
jurídicamente cumpliendo todos los requisitos de una Sesión Ordinaria o Extraordinaria y 
siempre que dicho pago no exceda el límite máximo de una Sesión Ordinaria semanal y 2 
Extraordinarias mensuales establecido en la ley en un lado define la tipo de sesiones que están 
establecidas en el Código Municipal pero en otro lado del documento dice que si fue convocada 
jurídicamente cumpliendo todos los requisitos es procedente yo estoy de acuerdo que lo analice 
la Dirección Jurídica. 
 
ACUERDO 29.  SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dar por recibido el Oficio.  
SEGUNDO:  Remitir al Director Jurídico Ennio Rodriguez, para que aclare cuál sesión se debe 



  

proceder a pagar a los miembros del Concejo Municipal, en un plazo de 3 días hábiles para 
verlo el próximo martes en Sesión Ordinaria.  
 
SE ACUERDA EN FORMA DEFINITIVAMENTE APROBADO CON CUATRO VOTOS A 
FAVOR DE LOS REGIDORES Gilberth Gonzalez, Lourdes Villalobos, Ana Betty 
Valenciano, Ulises Araya Y UNO EN CONTRA DE LA REGIDORA Teresita Venegas. 
 
ARTÍCULO 30.  Se conoce el Trámite 2892-2026 de Diego Francisco Montero Jiménez 
Criminólogo, decomontero@gmail.com 

Asunto: Petición ciudadana al amparo de los artículos 27 y 30 de la Constitución Política y de la 
Ley N.º 9097, relativa al estado de la red vial nacional y cantonal, la proliferación de reductores 
de velocidad irregulares, la saturación del sistema de revisión técnica vehicular y la incoherencia 
estructural que este conjunto configura, con fundamento jurídico y criminológico, y con solicitud 
de respuesta escrita. 
I. Objeto de esta carta 

Quien suscribe, en ejercicio del derecho de petición y con fundamento en el deber ciudadano 
de fiscalización de la función pública, presenta ante ustedes una situación que afecta de manera 
directa, cotidiana y cuantificable a la totalidad de las personas propietarias de vehículos 
automotores del país, y de manera indirecta a toda la ciudadanía que depende del transporte 
terrestre: la contradicción estructural entre un Estado que exige, bajo pena de multa, vehículos 
en condiciones mecánicas óptimas, y ese mismo Estado —en sus niveles nacional y municipal— 
actuando como causa relevante y sostenida del deterioro de esos vehículos.  Esta carta no 
cuestiona la existencia de la revisión técnica vehicular, instrumento necesario para la seguridad 
vial. Cuestiona la coherencia del sistema en su conjunto, expone sus implicaciones jurídicas y 
criminológicas, y formula peticiones concretas y verificables. 
II. Los hechos 

Primero. La persona propietaria de un vehículo en Costa Rica paga anualmente el derecho de 
circulación (marchamo), paga la revisión técnica vehicular obligatoria y paga, en cada litro de 
combustible, el impuesto único creado por la Ley N.º 8114, cuyo destino específico incluye la 
conservación de la red vial nacional y cantonal. Es decir: el financiamiento de las vías públicas 
ya está pagado por quienes las utilizan. 
Segundo. A cambio de esos pagos, el usuario recibe calzadas con deterioro extendido y 
documentado técnicamente por los informes públicos de evaluación de la red vial; una 
proliferación de reductores de velocidad instalados sin sujeción verificable a la normativa técnica 
de dimensiones, señalización y autorización; y una congestión crónica que impone costos 
adicionales en combustible, frenos, embrague y transmisión. Estos factores generan daños 
mecánicos directos: suspensiones, compensadores, neumáticos y demás componentes cuya 
integridad la propia revisión técnica evalúa. 
Tercero. El ciclo se cierra de manera perversa: el propietario debe pagar para que se certifiquen 
precisamente los daños que la infraestructura pública contribuyó a causar, y se expone a 
sanciones si su vehículo no aprueba. En términos llanos: quien causa una parte relevante del 
daño cobra por verificarlo y sanciona a quien lo sufre. A ello se suma la saturación del sistema 
de inspección, con tiempos de espera que constituyen, por sí mismos, un costo social no 
reconocido. 

mailto:decomontero@gmail.com


  

Cuarto. Existe, además, un patrón ampliamente percibido por la ciudadanía y susceptible de 
verificación con datos públicos: la concentración de obras viales visibles en los períodos previos 
a procesos electorales, en contraste con la inacción del resto del ciclo presupuestario. La sola 
percepción extendida de un "asfalto electoral" es corrosiva para la confianza pública, y su 
verificación o descarte es un ejercicio elemental de transparencia que esta carta solicita. 
III. Fundamento jurídico 

La Administración Pública está sujeta al principio de legalidad y al deber de rendición de cuentas 
y evaluación de resultados (artículo 11 de la Constitución Política). Los recursos con destino 
específico para la red vial —Ley N.º 8114 y, para la red vial cantonal, la Ley N.º 9329, que 
atribuye a las municipalidades la atención plena y exclusiva de dicha red— no son facultativos: 
constituyen obligaciones de gasto cuya inejecución o ejecución deficiente compromete 
responsabilidad administrativa. 
La Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, N.º 9078, impone deberes de señalización y 
de mantenimiento de las vías en condiciones de seguridad, y la instalación de dispositivos de 
control de tránsito —incluidos los reductores de velocidad— está sujeta a autorización y a 
especificaciones técnicas. Un reductor instalado sin autorización ni señalización no es un 
dispositivo vial: es un obstáculo irregular en la vía pública, cuya tolerancia por la administración 
competente compromete su responsabilidad, incluida la responsabilidad objetiva por el 
funcionamiento anormal del servicio que consagran los artículos 190 y siguientes de la Ley 
General de la Administración Pública. La jurisprudencia constitucional y contencioso-
administrativa ha reconocido reiteradamente la obligación indemnizatoria del Estado y de las 
municipalidades por daños derivados del mal estado de las vías. 
En síntesis jurídica: el ciudadano cumple su parte del contrato público —paga— y el 
ordenamiento obliga a la Administración a cumplir la suya. La brecha entre ambas no es un 
infortunio: es un incumplimiento con responsables identificables. 
IV. Fundamento criminológico: la ilegitimidad institucional es criminogénica 

Quien suscribe es criminólogo, y desea poner ante ustedes una dimensión de este problema 
que excede lo administrativo y toca directamente la principal preocupación nacional: la 
seguridad ciudadana. La criminología, como ciencia social que estudia por qué las personas 
cumplen o infringen las normas, ha establecido con solidez empírica los siguientes mecanismos, 
todos aplicables al caso:  Justicia procedimental y legitimidad (Tom R. Tyler). Las personas 
obedecen la ley, principalmente, no por temor a la sanción sino porque perciben que las 
instituciones que la aplican son justas y coherentes. Cada experiencia masiva y repetida en que 
el ciudadano percibe al Estado exigiendo lo que él mismo incumple —pagar por calles que no 
existen, hacer filas para certificar daños que la propia infraestructura pública causó— erosiona 
esa percepción de legitimidad en miles de personas simultáneamente, y con ella la disposición 
al cumplimiento voluntario de las normas en general. 
Cinismo legal (Robert J. Sampson y Dawn Bartusch). La investigación empírica ha medido 
cómo, en comunidades donde se percibe que las instituciones no cumplen su parte, se instala 
el razonamiento "si ellos no cumplen, por qué habría de cumplir yo", que antecede y acompaña 
los incrementos de criminalidad. El cinismo legal no se predica: se aprende en cada ventanilla, 
cada fila y cada hueco sin reparar. 
Teoría de la tensión (Robert K. Merton; Robert Agnew). La frustración sostenida frente a 
instituciones que extraen recursos sin retribuir servicios es un estresor social documentado, 
asociado a respuestas antisociales. Un Estado que multiplica fricciones injustificadas sobre la 



  

población trabajadora no es neutro en materia de seguridad: es un generador estructural de 
tensión. 
El delito como autoayuda (Donald Black). Donde el Estado no resuelve, las personas resuelven 
por mano propia. La instalación informal de reductores por vecinos que se sienten 
desprotegidos, la justicia por cuenta propia y la informalidad generalizada son síntomas del 
mismo vacío institucional: la gente sustituye al Estado que no llega. 
Desorden y señales de abandono (James Q. Wilson y George L. Kelling; criminología 
ambiental). El deterioro físico sostenido del espacio público —del cual la red vial es el 
componente más visible y transitado— comunica abandono institucional y funciona como señal 
criminógena reconocida por cuatro décadas de literatura sobre desorden urbano y prevención 
situacional. 
Anomia institucional (Steven F. Messner y Richard Rosenfeld). Cuando las instituciones públicas 
pierden capacidad de cumplir sus funciones básicas, el marco normativo completo se debilita y 
otras lógicas —incluidas las ilícitas— ocupan el espacio. 
De estos marcos se sigue una conclusión que esta carta desea dejar formulada con toda 
precisión: la ilegitimidad institucional percibida es criminogénica. No se afirma que un hueco 
cause delincuencia; se afirma —con respaldo empírico de décadas— que la experiencia masiva, 
repetida y visible de un Estado incoherente erosiona el activo más barato y más eficaz de toda 
política de seguridad: la disposición ciudadana a cumplir las normas voluntariamente. Ningún 
incremento de policías, penas o cárceles compensa la pérdida de ese activo.  La señora 
Presidenta afirmó en su discurso inaugural que Costa Rica no puede normalizar el deterioro de 
sus instituciones. Esta carta suscribe ese principio y lo extiende a su expresión más cotidiana: 
la normalización del abandono de la infraestructura pública, que la ciudadanía ha interiorizado 
al punto de considerar una destreza nacional el arte de esquivar cráteres en la vía. Un país no 
puede combatir la penetración del crimen en sus instituciones mientras sus instituciones 
enseñan, en cada kilómetro de calle destruida, que las reglas se exigen hacia abajo y se 
incumplen hacia arriba. 
V. La evidencia ciudadana 

Esta carta no nace en un escritorio: nace en la fila de una estación de revisión técnica y en la 
conversación pública que siguió. Una publicación ciudadana del suscrito sobre este tema, 
acompañada de registro fotográfico, generó de inmediato decenas de reacciones, múltiples 
compartidas y una discusión intensa cuyos patrones merecen atención institucional: ni un solo 
participante refutó los argumentos centrales —la circularidad del cobro, la irregularidad de los 
reductores, la estacionalidad electoral de las obras—, mientras que abundaron la resignación 
("así son las calles aquí"), la normalización del deterioro como destreza de manejo y la lectura 
partidaria automática de una crítica que no menciona partido alguno. Ese material, que se 
conserva documentado, es en sí mismo una radiografía del cinismo legal descrito en la sección 
anterior: la ciudadanía ya no espera que el Estado cumpla. Revertir esa expectativa es, 
precisamente, el objeto de las peticiones siguientes. 
VI. Peticiones concretas 

Con fundamento en todo lo anterior, respetuosamente se solicita: 
1. A las municipalidades y al Ministerio de Obras Públicas y Transportes: la realización y 
publicación de un inventario nacional de reductores de velocidad en vías públicas, con indicación 
de su autorización técnica, cumplimiento de especificaciones y señalización; y la remoción 
programada de todos aquellos que resulten irregulares. 



  

2. A las municipalidades: la publicación proactiva, trimestral y en formato de datos abiertos, de 
la ejecución presupuestaria de los recursos viales (Leyes N.º 8114 y 9329), incluyendo el 
calendario de obras ejecutadas y programadas, de modo que la ciudadanía pueda verificar si la 
inversión vial responde a criterios técnicos o a ciclos electorales. 
3. Al Poder Ejecutivo y a los gobiernos locales: la adopción de un plan priorizado de intervención 
de la red vial cantonal fundado en los informes técnicos públicos de evaluación de la red vial, 
con metas medibles y rendición de cuentas anual. 
4. Al Poder Ejecutivo: una evaluación pública de la capacidad, cobertura y tiempos de espera 
del sistema de revisión técnica vehicular, y de las medidas necesarias para que el cumplimiento 
de una obligación legal no imponga al ciudadano jornadas de espera que constituyen un costo 
social no reconocido. 
5. A la Asamblea Legislativa: el ejercicio del control político sobre el destino efectivo de los 
recursos con destino específico vial, y la valoración de reformas que condicionen la exigibilidad 
plena de sanciones asociadas al estado mecánico de los vehículos al cumplimiento verificable, 
por parte de la Administración, de sus propias obligaciones de conservación vial. 
6. Al Poder Ejecutivo, en su política de seguridad: la incorporación expresa de la coherencia y 
legitimidad institucional como eje de la política nacional de seguridad ciudadana y prevención 
de la violencia, en reconocimiento de la evidencia criminológica aquí expuesta. 
7. A todas las autoridades destinatarias: respuesta escrita y fundada a la presente petición, en 
los términos del artículo 27 de la Constitución Política y de la Ley N.º 9097, Ley de Regulación 
del Derecho de Petición. 
Esta carta se formula sin adscripción partidaria alguna y con un único interés: que el contrato 
entre el ciudadano que paga y el Estado que debe cumplir deje de ser una ficción cotidiana. La 
ciudadanía costarricense ha demostrado, década tras década y gobierno tras gobierno, una 
paciencia que no debe confundirse con conformidad. Cada compensador reventado, cada fila 
de horas y cada reductor ilegal es una lección diaria de incoherencia institucional impartida a 
miles de personas; la criminología sabe, y este documento lo ha fundamentado, que esas 
lecciones se cobran caro en el único terreno donde ningún país puede permitirse perder: el 
respeto voluntario a la ley.  Se remite copia de la presente a los medios de comunicación 
nacionales, en el entendido de que la publicidad de las peticiones ciudadanas es garantía de su 
trámite.   
  
El Regidor Propietario Ulises Araya, enumera que no se debería enviar más bien a la Unidad de 
Obras que es la encargada con todos los temas de calles, caminos. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dar por recibido el Trámite.  SEGUNDO:  
Remitir a la Unidad de Obras para su análisis y recomendación a este Concejo Municipal.   
  
ARTÍCULO 31.  Se conoce el Correo de María de los Ángeles Vargas Solis Área de Biblioteca 
Asamblea Legislativa, maria.vargas@asamblea.go.cr 
ASUNTO: Memoria Institucional 2024-2025 
Es un gusto saludarle desde el Departamento de Gestión Documental y Archivo.  Para su 
conocimiento, le informamos que el pasado 28 de abril de 2026, la Asamblea Legislativa 
presentó su Memoria 2024-2025, la cual es parte de los esfuerzos que la institución mantiene 
para brindar información y rendir cuentas a la ciudadanía; con transparencia, objetividad y de 
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fácil comprensión para el lector, sin perder de vista la rigurosidad en sus contenidos. Este 
documento se elabora desde el Centro de Gestión de Datos, del Departamento de Gestión 
Documental y Archivo, bajo la coordinación de la Gerencia General y con la colaboración de 
todas las dependencias institucionales. 
Dicha memoria se divide en 5 capítulos, de los cuales les brindamos un pequeño resumen: 
El Capítulo 1 “La Actividad legislativa” Este capítulo se conforma de las siguientes cuatro 
secciones: Caracterización de los nuevos expedientes legislativos, dando detalle sobre los 
expedientes iniciados en esta legislatura, clasificados por proyectos de ley, Iniciativas 
presentadas según género, reformas constitucionales reformas al Reglamento de la Asamblea 
Legislativa y todo lo referente a iniciativas y trámites sobre control político; proyectos de ley de 
iniciativa popular; labor legislativa en Comisiones, la labor legislativa en Plenario, y el 
presupuesto de la República y liquidación.  
En el Capítulo 2 “Rendición de cuentas”, se consigna el informe de las diferentes fracciones 
políticas representadas en la Asamblea Legislativa. 
El Capítulo 3 “200 años fortaleciendo la paz y la Democracia” celebración de los doscientos 
años del Poder legislativo  
El Capítulo 4 “Informes administrativos”, desarrolla la rendición de cuentas correspondiente al 
área técnico-administrativa de la institución y abarca la Gerencia General, la Administración 
Administrativa y las respectivas dependencias de ambas. Incluye también este Capítulo el 
informe de Auditoría Interna.  
El Capítulo 5 “Entes auxiliar y adscrito”, incluye un informe de la Contraloría General de la 
República y de la Defensoría de los Habitantes de la República, respecto de su participación y 
apoyo a la gestión de la Asamblea Legislativa. 
Les hacemos llegar en carácter de donación la Memoria Legislativa 2024-2025 y les invitamos 
a consultarla mediante el enlace  
https://www.asamblea.go.cr/sd/SitePages/memoria_2023_2024.aspx 
  

 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dar por recibido el Correo.  SEGUNDO:  
Agradecer por la remisión de esta Memoria Legislativa.  
 
ARTÍCULO 32.  Se conoce el Trámite 2910-2026 de 28 firmas de los vecinos, 
bgamboa@abogados.or.cr; melissaflonu@gmail.com 

Asunto: Solicitud de información pública y rendición de cuentas. 
Sobre las acciones legales, procedimiento de nulidad administrativa y régimen de 
responsabilidad disciplinaria y civil derivados de los vicios de nulidad absoluta acreditados en 
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los usos de suelo y resoluciones dictados respecto de las fincas matrícula N°4-154664-000 y 
N° 4-82013-000 y la afectación al área de protección del manantial “La Gruta”. 
 
PETITORIA 

Con base en todo lo expuesto y en atención a que este Concejo Municipal ya ordenó, desde el 
19 de diciembr5e de 2023 la apertura del procedimiento de nulidad administrativa (Acta 76-2023, 
artículo 25) y que al 5 de marzo de 2024, el órgano director aún no había sido conformado (Acta 
14-2024, artículo 41), solicito respetuosamente se me brinde respuesta escrita y certificada a 
las siguientes interrogantes: 
1.Sobre la conformación del órgano director: ¿se conformó finalmente el órgano directo (técnico 
y legal) del procedimiento ordinario administrativo ordenado mediante el acuerdo del acta 76-
2023, artículo 25 y gestionado mediante el acuerdo 41 del acta 14-2024) Indicar la fecha y el 
número de acuerdo mediante el cual se conformó, o bien, de no haberse conformado aún, 
detallar las gestiones concretas realizadas ante otras municipalidades i ante el IGAM y la razón 
de la demora. 
2.Sobre el estado actual del procedimiento de nulidad: en caso de haberse conformado el 
órgano director, indicar el estado procesal del procedimiento (traslado de cargos, audiencias, 
recepción de prueba, remisión del expediente a la Procuraduría General de la República para 
el dictamen previo y vinculante exigido por el artículo 173.1 de la LGAP, así como el número de 
expediente administrativo correspondiente. 
3.Sobre el riesgo de caducidad y prescripción: ¿qué valoración ha realizado la administración 
municipal sobre la vigencia de la potestad de revisión de oficio (artículo 173.4 LGAP) respecto 
de cada uno de los actos señalados en los haber operado o estar por operar la caducidad 
respecto de alguno de ellos, artículo 34 del código Procesal Contencioso- Administrativo. 
4.Sobre el régimen disciplinario: ¿se ha iniciado algún procedimiento administrativo ordinario 
sancionatorio para determinar la eventual responsabilidad disciplinaria y civil de los funcionarios 
involucrados en el otorgamiento de los verificados de uso de suelo señalados, incluyendo al 
señor José Zumbado, quien desde entonces era Director del Área Técnica Operativa? De ser 
afirmativa la respuesta, indicar el número de expediente y su estado actual; de ser negativa, 
justificar técnicamente el motivo de la inacción.  
5.Sobre la eventual denuncia penal: conforme al artículo 281, inciso a), del Código Procesal 
Penal, ¿ha valorado o interpuesto el Concejo Municipal o la alcaldía la denuncia penal 
correspondiente ante el Ministerio Público, en relación con los hechos aquí señalados? De 
haberse interpuesto, indicar el número de causa penal. 
 
El Regidor Propietario Ulises Araya, avala que yo celebro que los vecinos de La Asunción estén 
pidiendo ya cuentas, porque me parece que es demasiado el tiempo que ha pasado, sean cuales 
sean las razones, es injustificable injustificable que desde el 2023 que se aprobaron los informes 
del Asesor Legal relacionados a los ilegales actos con los que se pretendió reducir el área de 
protección del manantial de La Gruta, para favorecer presuntamente un desarrollo hotelero, ahí 
no hayan caminado, son 3 años que estamos cumpliendo ya en esta oportunidad no encuentro 
justificación de como un acto tan doloso tan vicioso de nulidad absoluta, evidente y manifiesta 
ha tardado 3 años en que se dé a veces yo pienso que con este y otros casos que hemos visto 
en esta Municipalidad, lamentablemente pareciera que se aplica un patiemos la bola para 
adelante hasta que todo prescriba hasta que todo ya no pueda resolverse o hasta que los 



  

implicados se hayan ido de la Municipalidad y eso no puede ser posible, yo por eso celebro que 
los vecinos estén pidiendo información porque esta situación de lo que pasó ahí en La Gruta de 
La Asunción nació precisamente de una reunión comunal que se celebró los Franciscanos en 
el 2019 se llenó completamente el salón que tienen los Franciscanos, habían cerca de 250 
personas, 250 vecinos de La Asunción mandaron una nota a este Concejo Municipal con más 
de 500 firmas sobre la preocupación que existía de cómo era posible que un área de protección 
que estaba en el Plan Regulador simple y llanamente con una orden de un funcionario fuera 
reducida, por dicha el funcionario subalterno no lo hizo y guardó el respaldo de quién le ordenó 
eso y ahí están las pruebas, de algo que al final el INVU dijo no se puede hacer luego inventaron 
que no, que es que lo querían hacer por el Artículo 2 del Plan Regulador no señores, el 
expediente del Plan Regulador que ojalá no se pierda y que esté ahí bien resguardado en la 
Oficina del Plan Regulador sea de utilidad por si esto llega a corresponder su utilización, pero 
de mi parte de acuerdo con lo que vamos a acordar acá y que la administración justifique no sé 
cómo el hecho de que hayan pasado 3 años sin acciones para que esto finalmente se haya 
consumado. 
 
La Regidora Propietaria Ana Betty Valenciano, indica que Don Luis, una consulta en relación a 
este oficio porque en el punto 2 los 20 y resto de vecinos que están haciendo la consulta 
consultan, valga la redundancia sobre el estado actual y la posibilidad de que exista una 
prescripción cuánto tiempo se tarda para declarar una prescripción en relación a un tema como 
este de no haber conformado el Órgano Director y haber hecho la investigación y que se sacara 
un pronunciamiento. 
 
El Asesor Legal Luis Alvarez, informa que este es un tema, vamos a ver, cada caso es 
independiente, la prescripción a diferencia de la caducidad que corre de una fecha a otra la 
prescripción se puede interrumpir eso significa que si hay un hecho que interrumpe la 
prescripción cuenta de 0 y se vuelve a computar el plazo sin tener el expediente de decir que 
corre por una fecha podría crear hasta falsas respuestas, yo preferiría decirles que si hay un 
tema que arriesgue la prescripción lo que hay que hacer es advertir la existencia de la 
prescripción al responsable de abrir el procedimiento pero yo no me atrevo a afirmar que ya está 
prescrito porque perfectamente podría haberse interrumpido haber un hecho generador de 
interrupción como estamos hablando de prescripción tiene que verse el caso concreto, sería 
irresponsable de hacer afirmaciones de plazos abiertos, en realidad las responsabilidades 
administrativas por ley prescriben a los 5 años de la hacienda pública, pero puede interrumpirse 
y puede reiniciarse por causas que interrumpan ese plazo. 
 
El Regidor Propietario Ulises Araya, avisa que en un MB que había hecho usted don Luis nos 
había indicado precisamente y lo digo para tranquilidad de todos los que nos estén observando 
que el hecho originador va a ser una vez que se dé el Órgano Director que tiene la administración 
que ejecutar es a partir de ese momento, porque si no algunos interesados en que haya hotelitos 
encima de La Gruta van a estar pegando brincos de la alegría y no es así es más bien hasta 
que se haga la acción por parte de la Alcaldía que entraría a cobrar vigencia los plazos, ya eso 
nos lo había explicado usted muy bien don Luis en un MB anterior que habíamos visto. 
 



  

La Regidora Propietaria Ana Betty Valenciano, especifica que doña Zeneida, por qué la 
administración no ha hecho los buenos oficios para poder integrar este Órgano Director y 
continuar con este procedimiento. 
 
La Alcaldesa Municipal Zeneida Chaves, comunica que creo que no debemos decir no ha hecho 
los buenos oficios si quiere yo le hago una carta donde se le explican los motivos por los cuales 
no se ha logrado terminar de conformar el expediente y aparte de eso también hay algo 
importante como no se puede nombrar a ninguno de los que ya están porque son involucrados 
hay que hacerlo con el contrato que fue la motivación para tener una contratación pero el 
expediente don Minor no lo ha concluido todavía no hemos podido, pero en las cotizaciones que 
yo estoy esperando para darle trámite es este Órgano Director eso estábamos esperando pero 
no se puede dar una hasta que no se vea el volumen del expediente, ahí es donde se envía la 
cotización a la empresa de abogados y ahí es donde ellos hacen la propuesta de cuanto es el 
valor del expediente yo sí agradecería que no se interprete que por qué no se han hecho, si 
existen. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dar por recibido el Trámite.  SEGUNDO:  
Remitir a la administración para que se brinde respuesta con copia a este Concejo Municipal.  
 
ARTÍCULO 33.  Se conoce el Trámite 2911-2026 de Junta Directiva ASOFÁTIMA dirigido a Sra. 
Zeneida Chaves Fernández, Alcaldesa; Arq. Ligia Franco García, Coordinadora Unidad de 
Planificación Urbana con copia al Concejo Municipal, asociacionbarriofatima@gmail.com 

Asunto: Solicitud de mantenimiento, reparación y mejoramiento del gimnasio al aire libre y del 
área de juegos infantiles ubicados en la plaza de deportes de Barrio Fátima, La Ribera.  La 
Asociación de Desarrollo de Barrio Fátima, en representación de los vecinos de nuestra 
comunidad, se permite solicitar respetuosamente la intervención de esa Municipalidad para que 
se programen y ejecuten las labores de mantenimiento, reparación y mejoramiento del gimnasio 
al aire libre y del área de juegos infantiles ubicados en la plaza de deportes, dentro de las 
instalaciones de esta Asociación.  El gimnasio al aire libre y el área de juegos infantiles, 
incorporados y mantenidos mediante el convenio suscrito entre la Municipalidad de Belén y la 
Asociación de Desarrollo de Barrio Fátima, constituyen el principal espacio comunal destinado 
a la recreación, la práctica de actividad física y la sana convivencia de los vecinos. Debido a su 
ubicación y a la ausencia de otros espacios similares en el sector, estas instalaciones reciben 
diariamente a personas de todas las edades, no solo de Barrio Fátima, sino también de 
comunidades cercanas como La California, La Cañada y otras zonas aledañas, consolidándose 
como un punto de encuentro que promueve la integración social, la actividad física y el 
fortalecimiento del tejido comunitario. 
No obstante, el uso constante y el paso del tiempo han provocado un deterioro visible en varios 
de sus componentes, por lo que resulta indispensable realizar una intervención oportuna que 
garantice la seguridad de los usuarios, preserve el buen estado de la infraestructura y permita 
que este espacio continúe brindando un servicio adecuado a toda la población que lo utiliza.  
Tenemos conocimiento de la disposición de esa Municipalidad de retomar el mantenimiento de 
estas áreas recreativas y de valorar la incorporación de nuevos juegos y otras mejoras que 
fortalezcan la infraestructura existente. En ese sentido, respetuosamente solicitamos que estas 
acciones puedan ser incorporadas dentro de la programación de trabajos y ejecutadas tan 
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pronto como las condiciones técnicas y presupuestarias lo permitan.  Entre las principales 
necesidades identificadas por la comunidad se encuentran las siguientes: 
 Mantenimiento preventivo y correctivo de los equipos del gimnasio al aire libre. 
 Inspección, reparación o sustitución de los juegos infantiles que presenten desgaste, daños o 
representen un riesgo para los usuarios. 
 Aplicación de pintura y tratamiento anticorrosivo en las estructuras metálicas. 
 Sustitución de aquellos elementos que hayan alcanzado el final de su vida útil. 
 Valoración de la incorporación de nuevos juegos infantiles, preferiblemente inclusivos y 
acordes con las necesidades actuales de la comunidad, de conformidad con las posibilidades 
técnicas y presupuestarias de la Municipalidad. 
 Revisión de las condiciones generales del área recreativa para garantizar espacios seguros, 
accesibles y en buen estado para toda la población. 
Como Asociación de Desarrollo de Barrio Fátima, reconocemos y agradecemos el respaldo que 
históricamente la Municipalidad de Belén ha brindado a nuestra comunidad mediante la 
ejecución de distintos proyectos comunales. Confiamos en que esta solicitud será valorada 
favorablemente, considerando la importancia que este espacio tiene para el bienestar, la 
recreación y la calidad de vida de cientos de personas que lo utilizan de manera permanente.  
Agradecemos de antemano la atención brindada a la presente gestión y quedamos atentos a 
cualquier información relacionada con la programación de estas labores, así como a la 
coordinación que resulte necesaria para colaborar en lo que esté al alcance de esta Asociación. 
  
El Presidente Municipal Gilberth Gonzalez, apunta que a raíz de esto yo me di a la tarea y yo sé 
que ya el Consejo de Distrito de La Ribera hizo un trámite como tal, justamente por este tema 
también, aparte del trámite de ellos ya está el trámite que realizaron los Síndicos de La Ribera 
justamente por esto. 
 
La Sindica Propietaria Margot Montero, estipula que nada más para contarles que ya Ligia tiene 
la situación ya ella dijo que apenas tuviera un presupuesto ella había hablado con Adelita 
apenas tengo una platita de ellas ya le hacen las mejoras. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Dar por recibido el Trámite.   
 
ARTÍCULO 34.  Se conoce el Oficio CARTA-CONAVI-CA-DIE-GCTR-2603-2026 de Christopher 
Calderón Mora Ingeniero de Proyecto, Gustavo Bolaños Leandro Coordinador de Obras en 
Proceso y Alexander Guerra Morán Gerente de la Gerencia de Construcción de Vías y Puentes 
CONAVI, cristoper.calderon@conavi.go.cr 
ASUNTO: Atención de solicitud relacionada con el Puente sobre Quebrada Seca – Ruta 
Nacional N°147 

En atención a la comunicación remitida por el Concejo Municipal relacionada con la situación 
del puente sobre Quebrada Seca, Ruta Nacional N.° 147, esta Administración acusa recibo de 
la misma y agradece las observaciones planteadas.  Al respecto, lamentamos que, en su 
momento, se haya comunicado información que pudo haber generado una interpretación 
incorrecta respecto al alcance de las intervenciones previstas para dicha estructura. Reiteramos 
nuestras disculpas por cualquier inconveniente o confusión que esta situación haya podido 
ocasionar.  No obstante, tal y como fue indicado mediante el oficio CARTA-CONAVI-CA-DIE-
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GCTR-2266-2026, la intervención del puente sobre Quebrada Seca en la Ruta Nacional N.° 147 
no forma parte del alcance del Programa de Emergencia para la Reconstrucción Integral y 
Resiliente de Infraestructura (PROERI). Asimismo, se mantiene el compromiso institucional de 
valorar la atención de esta infraestructura mediante los mecanismos y recursos que 
correspondan, para lo cual se continúa con el análisis técnico y administrativo necesario. 
En ese sentido, se informa que, a partir de este momento, la Gerencia de Construcción de Vías 
y Puentes liderará las gestiones relacionadas con este proceso, con el propósito de brindar un 
seguimiento integral y mantener una comunicación directa sobre el desarrollo de las acciones 
que se vayan definiendo.  Finalmente, reiteramos nuestro compromiso de mantener informado 
al Concejo Municipal sobre los avances que se vayan consolidando, así como de comunicar 
oportunamente cualquier actualización relevante conforme se definan los aspectos técnicos y 
administrativos correspondientes. De igual forma, quedamos a su entera disposición para 
atender cualquier consulta o aclaración adicional que estimen pertinente.   
  
ACUERDO 34.  SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVAMENTE 
APROBADO:  PRIMERO:  Dar por recibido el Oficio.  SEGUNDO:  Remitir al CONAVI solicitud 
de lo indicado sobre los acuerdos tomados por los funcionarios que estuvieron en la sesión de 
Comisión de Obras y Asuntos Ambientales e inspección de campo y que va a ocurrir con ese 
tema, ya que es un tema urgente de atención.  
 
ARTÍCULO 35.  Se conoce el Oficio SM-1185-2026 de Kimberly Granados Ramírez Secretaria 
del Concejo Municipal a.i. Municipalidad de Turrialba, secretaria@muniturrialba.go.cr 
Mociones 
Asunto: Defensa del fortalecimiento presupuestario del Poder Judicial y de la seguridad pública. 
CONSIDERANDO: 
PRIMERO. Que la Constitución Política de la República de Costa Rica consagra como pilares 
fundamentales del Estado de Derecho la Independencia de los Poderes de la República, el 
acceso a la justicia, la seguridad ciudadana y la protección de los derechos fundamentales de 
todas las personas. 
SEGUNDO. Que el Poder Judicial desempeña una función esencial en la administración de 
justicia, la tutela efectiva de los derechos de la ciudadanía, la lucha contra la impunidad y el 
fortalecimiento de la democracia Costarricense. 
TERCERO. Que la seguridad pública constituye una de las principales preocupaciones de la 
población Costarricense, por lo que resulta indispensable garantizar que las instituciones 
encargadas de la prevención, investigación y persecución del delito cuenten con los recursos 
necesarios para cumplir eficientemente sus funciones. 
CUARTO. Que recientemente se han realizado manifestaciones públicas por parte del señor 
Ministro de Hacienda y de la señora Presidenta de la República relacionadas con posibles 
recortes al presupuesto destinado al Poder Judicial y a instituciones vinculadas con la seguridad 
del país, situación que ha generado preocupación en distintos sectores de la sociedad. 
QUINTO. Que cualquier decisión presupuestaria debe valorar cuidadosamente sus posibles 
repercusiones sobre la administración de justicia, la seguridad ciudadana y la estabilidad 
institucional del país, procurando siempre el interés público y el bienestar de la población. 
POR TANTO, EL CONCEJO MUNICIPAL DE TURRIALBA ACUERDA: 
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PRIMERO. Manifestar la preocupación de este Concejo Municipal ante cualquier eventual 
disminución de los recursos destinados al Poder Judicial y a las instituciones responsables de 
la seguridad pública, por considerar que ambas áreas constituyen pilares fundamentales para 
la protección de los derechos de la ciudadanía, la paz social y el fortalecimiento del Estado de 
Derecho. 
SEGUNDO. Instar respetuosamente a la Asamblea Legislativa de Costa Rica a que, durante la 
discusión y aprobación del Presupuesto Ordinario de la República, garantice los recursos 
necesarios para el adecuado funcionamiento del Poder Judicial y de las instituciones vinculadas 
con la seguridad pública, priorizando el interés nacional y la protección de la ciudadanía. 
TERCERO. Exhortar respetuosamente a todos los Concejos Municipales e Intendencias de la 
República de Costa Rica para que conozcan la presente moción y, si lo estiman pertinente, 
adopten un acuerdo de apoyo en defensa del fortalecimiento presupuestario del Poder Judicial 
y de las instituciones responsables de la seguridad pública, remitiendo dicho pronunciamiento a 
la Asamblea Legislativa. 
CUARTO. Remitir el presente acuerdo a la Mag. Laura Fernandez Delgado – Presidenta de la 
República, al Dr. Rodrigo Chaves Robles – Ministro de Hacienda, a la Asamblea Legislativa de 
Costa Rica, a la Presidencia de la Asamblea Legislativa, al Presidente de la Comisión 
Permanente Ordinaria de Asuntos Hacendarios de la Asamblea Legislativa, así como a todos 
los Concejos Municipales e Intendencias de la República, para su conocimiento, valoración y 
eventual adhesión mediante acuerdo formal. 
ACUERDO 1: 
Aprobar la moción presentada por la Regidora Grace Gómez Gómez. Trascríbase a quien 
corresponda.  
  
El Regidor Propietario Ulises Araya, describe que a mí me preocupa mucho la situación que se 
está denunciando por parte de los colegas por los colegas del Concejo Municipal de Turrialba 
creo que este país va a entrar en crisis si se desfinancia el Poder Judicial si ya hay colas de 
colas de expedientes judiciales qué va a pasar si encima se le quita la plata al Poder Judicial, 
esto no tiene ninguna razón de ser esto es como el ejemplo del perro que tiene pulgas si el perro 
tiene pulgas cómo resuelve usted el problema, matando las pulgas o matando al perro, no, usted 
mata las pulgas, no al perro querer desfinanciar al Poder Judicial es precisamente hacer de la 
crisis más crisis en el punto tercero que menciona el Concejo Municipal de Turrialba se dice 
exhortar respetuosamente a todos los Concejos Municipales e Intendencias de la República de 
Costa Rica para que conozcan la presente moción y si lo estiman pertinente, adopten un 
acuerdo de apoyo en defensa del fortalecimiento presupuestario del Poder Judicial y de las 
instituciones responsables de la seguridad de la República permitiendo dicho pronunciamiento 
a la Asamblea Legislativa desde mi punto de vista, así como hemos hecho en otras causas de 
índole nacional yo sí creo que deberíamos apoyar y suscribir esta moción del Concejo Municipal 
de Turrialba es lo justo, si pensamos también en la seguridad del Cantón de Belén cuántas 
veces no vemos que la Policía Municipal de Belén lleva a los Tribunales directamente a quienes 
agarran en flagrancia aquí en Belén y cuántas horas se tienen que quedar a veces los Policías 
Municipales allá en Heredia, esperando a que los atiendan tienen que esperarse horas y horas 
y esas horas son horas en las que los perdemos aquí en Belén yo prefiero que haya más 
cantidad de Fiscales más cantidad de Jueces que puedan llevar a estos casos a un tratamiento 
rápido y que así la Policía Municipal regrese inmediatamente una vez dejan a los maleantes así 



  

que desde mi punto de vista, creo compañeras y compañeros que debemos apoyar esta moción, 
suscribir todos los acuerdos tal cual como hemos hecho en otras ocasiones. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dar por recibido el Oficio.  SEGUNDO:  Apoyar 
la Moción de la Municipalidad de Turrialba.  TERCERO:  Manifestar la preocupación de este 
Concejo Municipal ante cualquier eventual disminución de los recursos destinados al Poder 
Judicial y a las instituciones responsables de la seguridad pública, por considerar que ambas 
áreas constituyen pilares fundamentales para la protección de los derechos de la ciudadanía, la 
paz social y el fortalecimiento del Estado de Derecho.  CUARTO:  Instar respetuosamente a la 
Asamblea Legislativa de Costa Rica a que, durante la discusión y aprobación del Presupuesto 
Ordinario de la República, garantice los recursos necesarios para el adecuado funcionamiento 
del Poder Judicial y de las instituciones vinculadas con la seguridad pública, priorizando el 
interés nacional y la protección de la ciudadanía.  QUINTO:  Exhortar respetuosamente a todos 
los Concejos Municipales e Intendencias de la República de Costa Rica para que conozcan la 
presente moción y, si lo estiman pertinente, adopten un acuerdo de apoyo en defensa del 
fortalecimiento presupuestario del Poder Judicial y de las instituciones responsables de la 
seguridad pública, remitiendo dicho pronunciamiento a la Asamblea Legislativa.  SEXTO:  
Remitir el presente acuerdo a la Mag. Laura Fernandez Delgado – Presidenta de la República, 
al Dr. Rodrigo Chaves Robles – Ministro de Hacienda, a la Asamblea Legislativa de Costa Rica, 
a la Presidencia de la Asamblea Legislativa, al Presidente de la Comisión Permanente Ordinaria 
de Asuntos Hacendarios de la Asamblea Legislativa, así como a todos los Concejos Municipales 
e Intendencias de la República, para su conocimiento, valoración y eventual adhesión mediante 
acuerdo formal. 
 
ARTÍCULO 36.  Se conoce el Oficio Pro Bae 002-7-2026, Trámite 2928-2026 de Telemaco 
Salas Durán Presidente Asociación Ojo de Agua Legado Ancestral dirigido a Concejo Municipal, 
Unidad Ambiental con copia a la Contraloría de Servicios, 
banderazaulbalneariojodeagua@gmail.com 

ASUNTO PROTECCIÓN LEGAL AL LAGO DEL OJO DE AGUA Y MARCAJE EN MAPA DE 
AFECTACIONES 

Sirva la presente para saludarlos en representación de la Asociación Ojo de Agua Legado 
Ancestral.  El motivo de la presente es hacer formal petición de que la Municipalidad de Belén 
aplique como en derecho se indica, en los mapas que corresponden y particularmente en el 
mapa de afectaciones ambientales, el área de protección 50 metros a la redonda del lago de 
Ojo de Agua, el cual hoy en día no se encuentra señalizado.  Lo anterior en virtud del inciso c) 
del artículo 33 de la Ley Forestal el cual indica: c) una zona de cincuenta metros medida 
horizontalmente en las riberas de los lagos y embalses naturales y en los lagos artificiales 
construidos por el estado y sus instituciones. Se exceptúan los lagos y embalses privados.  
Como bien sabemos el Balneario de Ojo de Agua fue construido por el estado. Y según Eugenia 
Rodríguez Hernández, en su tesis de grado Monografía del cantón de Belén 1972, el lago fue 
construido en 1958, luego de una planificación que se extendió desde 1937. 
En el oficio Pro Bae 001-01-2025 del día 13 de enero 2025 anotado como documentos 108-
2026 se envió a la Unidad Ambiental pero nunca hemos recibido la respuesta, se adjunta copia. 
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SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dar por recibido el Trámite.  SEGUNDO:  
Remitir a la Unidad de Ambiente para que brinde su respectivo análisis y recomendación a este 
Concejo Municipal ante la consulta realizada.   
 
ARTÍCULO 37.  Se conoce el Trámite 2929-2026 de Víctor Julio González Cordero y Carlos 
Andrés Seas Rodríguez dirigido a Sra. Zeneida Chaves Fernández, Alcaldesa, Lic. Esteban 
Ávila Fuentes, Unidad Ambiental y al Concejo Municipal, vgcordero50@gmail.com; 
carlosseas93@gmail.com 

Asunto: Solicitud de acceso y copia íntegra del expediente administrativo relacionado con la 
denuncia por vertidos irregulares de aguas residuales hacia la quebrada El Yurro y la zona de 
protección del Humedal La Ribera 

Por este medio, y con fundamento en el artículo 30 de la Constitución Política, así como en los 
artículos 271 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública, respetuosamente 
solicitamos acceso y copia íntegra del expediente administrativo relacionado con las denuncias, 
investigaciones, inspecciones y demás actuaciones efectuadas en relación con la 
contaminación por vertidos de aguas residuales que afectan la quebrada El Yurro y la zona de 
protección del Humedal La Ribera, Belén, Heredia.  El ordenamiento jurídico costarricense 
reconoce el derecho de acceso a los expedientes administrativos, salvo las limitaciones 
expresamente establecidas por ley respecto de información confidencial. En ese sentido, 
solicitamos que se facilite copia de la totalidad de la documentación que integra dicho 
expediente, incluyendo, entre otros, los siguientes documentos: 
 El expediente administrativo completo. 
 Toda la documentación existente a la fecha relacionada con la elaboración del "Plan Remedial 
a la Problemática Ambiental por el Vertido Irregular de Aguas Residuales a la Quebrada El 
Yurro", incluyendo cualquier borrador, versión preliminar o documento que forme parte de su 
proceso de elaboración. 
 Toda la documentación técnica, cartográfica o geoespacial que identifique la ubicación de la 
quebrada El Yurro y su relación con la zona de protección del Humedal La Ribera, incluyendo 
planos, mapas, ortofotos, sistemas de información geográfica (SIG), estudios, informes y 
cualquier otro documento relacionado con su delimitación, caracterización y régimen de 
protección. 
 Informes técnicos, estudios, inspecciones, análisis de calidad del agua, registros fotográficos 
y cualquier otra prueba o documentación incorporada al expediente. 
 Resoluciones, órdenes sanitarias, prevenciones, medidas cautelares y demás actuaciones 
administrativas emitidas en relación con este asunto. 
 Toda la documentación remitida o recibida por la Municipalidad de Belén en relación con este 
asunto, incluyendo la intercambiada con el Ministerio de Salud, MINAE, SINAC, SENARA, AyA 
y cualquier otra institución pública o privada involucrada. 
 Cualquier otro documento que forme parte del expediente administrativo o que guarde relación 
con los hechos investigados. 
Solicitamos que la información sea entregada, de ser posible, en formato digital. En caso de 
existir costos de reproducción, agradecemos se nos informe previamente, conforme a la 
normativa vigente.  Asimismo, agradecemos acusar recibo de la presente solicitud e indicar el 
número de expediente administrativo correspondiente, a efectos de dar el debido seguimiento. 
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El Presidente Municipal Gilberth Gonzalez, pide que yo le hago una consulta, don Luis, como 
yo hoy recibí que estoy dentro de la denuncia como uno de los por tantos debido a que no se 
contestó por parte de la Unidad de Ambiente la respuesta en la primera ocasión que la Sala 
solicitó, yo debo votarlo o mejor me aparto y que vote mi Regidora Suplente. 
 
El Asesor Legal Luis Alvarez, menciona que perfectamente lo puede votar porque más bien la 
iniciativa que se tomó también en el tema de la Presidencia debería ser más bien constar que 
fue promovida por la Presidencia porque en ese tema no es el Concejo ni la Presidencia quien 
puede responder a una denuncia es la parte técnica administrativa la gestión de la Presidencia, 
lo más que se puede hacer debería constar más bien que fue la iniciativa de la Presidencia. 
 
El Regidor Propietario Ulises Araya, cuenta que nada más que en la propuesta de acuerdo se 
indica solicitar a la Unidad de Ambiente el traslado del expediente administrativo completo para 
que se brinde respuesta de interesado creo que más bien en lugar de la Unidad de Ambiente 
sería la administración porque yo no sé si es la Unidad de Ambiente o es otra unidad la que 
tiene los documentos relacionados con esto a razón de que recordemos este es un asunto 
interdepartamental de la Municipalidad, ahí no es la Unidad Ambiental en mi opinión, esa 
condena de la Sala Constitucional no debería ser a la Unidad Ambiental porque ahí lo que 
ocurrió fue y eso es un secreto de voces en Belén cierta persona, en ciertos años se fue allá a 
la Chácara a decir no importa, conéctese en los fines de semana y ahí empezó a caer, porque 
esa humedad ese yurro no estaba contaminado antes del 2010 pero lo que se dice, vecinos no 
voy a revelar sus nombres, pero me lo han dicho es que eso pasó, así tal cual fue lo que ocurrió 
háganlo los fines de semana que la Municipalidad está cerrada y así se hizo en su momento 
ahora bien, por eso mis solicitudes es que se haga a la Unidad de Alcantarillado Sanitario o a la 
administración mejor para que sea la propia administración la que determine quién va a armar 
ese expediente a la administración municipal me parece que sería pero nada más, eso por un 
lado por otro lado yo sí indicar que de mi parte, mi solidaridad también con el señor Esteban 
Ávila es un funcionario que si bien lo están metiendo en la colada como encargado de la Unidad 
Ambiental lo cierto es que es de los funcionarios más rectos, más éticos que tiene esta 
Municipalidad un funcionario que por algo es que algunos inmobiliarios le tienen la mira puesta 
y creo que más bien es de los funcionarios que deberíamos apadrinar más se lo digo a la 
Alcaldesa con todo respeto ella y nosotros como Concejo, hay que apadrinar a aquellos 
funcionarios que más bien terceros interesados en asuntos que no tienen que ver con los 
intereses de los belemitas, les presionan, por qué, por ser precisamente justos y valientes. 
 
SE ACUERDA CON TRES VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Gilberth Gonzalez, 
Teresita Venegas, Lourdes Villalobos Y DOS EN CONTRA DE LOS REGIDORES Ana Betty 
Valenciano, Ulises Araya:  PRIMERO:  Dar por recibido el Trámite.  SEGUNDO:  Solicitar a la 
Unidad Ambiental el traslado del expediente administrativo completo para que se brinde 
respuesta al interesado. 
 

A las 8:07 p.m., finalizó la Sesión Municipal. 
 
 
 



  

Ana Patricia Murillo Delgado    Gilberth González González 
Secretaria Municipal      Presidente Municipal 

 


